
INICIATIVAS Y PROPOSICIONES

Registradas en el orden del día del martes 6 de septiembre de 2011, de conformi-
dad con los artículos 100 y 102 del Reglamento de la Cámara de Diputados:

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA - 
LEY DE COORDINACION FISCAL

Del diputado David Hernández Pérez, iniciativa con proyecto de decreto que re-
forma y adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley del Impuesto Sobre la
Renta y de la Ley de Coordinación Fiscal, respecto al sistema tributario en las te-
sorerías de los municipios. Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY PARA PREVENIR Y SANCIONAR LA TRATA DE PERSONAS

Del diputado Alfonso Primitivo Ríos Vázquez, iniciativa con proyecto de decreto
que reforma el artículo 12 de la Ley para Prevenir y Sancionar la Trata de Perso-
nas, sobre los delitos de Trata de personas y explotación laboral o sexual en gru-
pos de migrantes. Se turna a la Comisión de Derechos Humanos, para dictamen.
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LEY SOBRE EL ESCUDO, LA BANDERA Y EL HIMNO NACIONALES

Del diputado José Manuel Agüero Tovar, iniciativa con proyecto de decreto que
reforma el artículo 16 de la Ley sobre el Escudo, la Bandera y el Himno Nacio-
nales, para que en todas las instituciones de gobierno para que en sus instalacio-
nes cuenten con una Bandera nacional. Se turna a la Comisión de Gobernación,
para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL INSTITUTO DEL FONDO NACIONAL PARA EL CONSUMO DE
LOS TRABAJADORES - LEY DEL SEGURO SOCIAL

De la diputada Clara Gómez Caro, iniciativa con proyecto de decreto que reforma
los artículos 4 de la Ley del Instituto del Fondo Nacional para el Consumo de los
Trabajadores y 10 de la Ley del Seguro Social, para incorporar como sujetos de
crédito en el Fondo Nacional de Fomento y Garantía para el Consumo de los Tra-
bajadores a los trabajadores pensionados o jubilados. Se turna a las Comisiones
Unidas de Trabajo y Previsión Social y de Seguridad Social, para dictamen. . . . . 

ARTICULO 3o. CONSTITUCIONAL

Del diputado Liev Vladimir Ramos Cárdenas, iniciativa con proyecto de decreto
que reforma el artículo 3o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, para establecer como obligación del Estado, el invertir y promover la in-
vestigación científica y tecnológica. Se turna a la Comisión de Puntos Constitu-
cionales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

REGLAMENTO DE LA CAMARA DE DIPUTADOS

De la diputada Diva Hadamira Gastélum Bajo, iniciativa con proyecto de decreto
que adiciona el numeral 3 del artículo 67 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, para que en la dictaminación de las iniciativas en el caso de comisiones uni-
das sea más específico. Se turna a la Comisión de Régimen, Reglamento y Prácti-
cas Parlamentarias, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO

De la diputada Norma Sánchez Romero, iniciativa con proyecto de decreto que re-
forma el artículo 69-E de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, a fin
de establecer como política pública en materia de mejora regulatoria, la participa-
ción ciudadana. Se turna a la Comisión de la Función Pública, para dictamen. . . 

LEY GENERAL DE SALUD

De la diputada Diva Hadamira Gastélum Bajo, iniciativa con proyecto de decreto
que reforma el artículo 62 de la Ley General de Salud, para reducir el índice de
mortalidad materna. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen. . . . . . . . . . 
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LEY PARA LA PROTECCION DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y
ADOLESCENTES

De la diputada Diva Hadamira Gastélum Bajo, iniciativa con proyecto de decreto
que adiciona un inciso E al artículo 14 de la Ley para la Protección de los Dere-
chos de Niñas, Niños y Adolescentes, sobre el desarrollo integral de la infancia.
Se turna a la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, para dictamen. . . . . . 
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Del diputado Josué Cirino Valdés Huezo, iniciativa con proyecto de decreto que
adiciona diversas disposiciones al Código Penal Federal, sobre la responsabilidad
penal de las personas morales. Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.
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ESTADO DE VERACRUZ

Del diputado Patricio Chirinos del Angel, proposición con punto de acuerdo por
el que se exhorta al Ejecutivo Federal, para que a través de la Secretaría de Co-
municaciones y Transportes, en coordinación con el Director de Caminos y Puen-
tes Federales de Ingresos y Servicios Conexos, se reubique la caseta de cobro nú-
mero 49 del Puente Nacional Tampico al Municipio Tampico Alto en el estado de
Veracruz. Se turna a la Comisión de Transportes, para dictamen. . . . . . . . . . . . . 

LAMPARAS FLUORESCENTES COMPACTAS

De la diputada Augusta Valentina Díaz de Rivera Hernández, proposición con
punto de acuerdo por el que se exhorta a la Secretarías de Energía y Medio Am-
biente y Recursos Naturales, para que de manera coordinada establezcan dentro de
la NOM-017-ENER/SCFI-2008. “Eficiencia Energética y Requisitos de Seguri-
dad de Lámparas Fluorescentes Compactas. Límites y Métodos de Prueba”, los lí-
mites máximos permisibles de contenido de mercurio en las lámparas fluorescen-
tes compactas que se comercializan en territorio nacional, y que ésta sea acorde
con los estándares internacionales en la materia. Se turna a las Comisiones Unidas
de Energía y de Medio Ambiente y de Recursos Naturales, para dictamen. . . . . . 

TRABAJADORAS Y TRABAJADORES DOMESTICOS

De los diputados Francisco Hernández Juárez, Claudia Edith Anaya Mota, Dolo-
res de los Angeles Nazares Jerónimo y Rodolfo Lara Lagunas, proposición con
punto de acuerdo por el que se exhorta al titular del Ejecutivo federal y al Senado
de la Republica, para que en el marco de sus respectivas atribuciones, ratifique el
Convenio 189 sobre el trabajo decente para las trabajadoras y los trabajadores do-
mésticos. Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social, para dictamen. . 

ENFERMOS MENTALES

De la diputada Diva Hadamira Gastélum Bajo, proposición con punto de acuerdo
por el que se solicita a la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, lleve a
cabo una investigación sobre las posibles violaciones a los derechos humanos de
los enfermos mentales, así como al Ejecutivo Federal, para que a través de la Se-
cretaría de Salud, envíe un diagnóstico sobre la situación de los enfermos menta-
les recluidos en las diversas instituciones públicas de salud mental y en los cen-
tros de readaptación social. Se turna a la Comisión de Derechos Humanos, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SERVICIO CIVIL DE CARRERA DE LA CAMARA DE DIPUTADOS

De la diputada Augusta Valentina Díaz de Rivera Hernández, proposición con
punto de acuerdo por el que se solicita a la Junta de Coordinación Política y a la
Conferencia para la Dirección y Programación de los Trabajos Legislativos de es-
ta Soberanía, realicen las gestiones conducentes para que en el Estatuto de la Or-
ganización Técnica y Administrativa del Servicio Civil de Carrera de la Cámara
de Diputados, se incluya el nombre del Centro de Estudios para el Adelanto de las
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* INICIATIVAS Y PROPOSICIONES

Registradas en el orden del día del martes 6 de septiembre
de 2011, de conformidad con los artículos 100 y 102 del
Reglamento de la Cámara de Diputados.

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA - 
LEY DE COORDINACION FISCAL

«Iniciativa que reforma, adiciona y deroga diversas dispo-
siciones de las Leyes del Impuesto sobre la Renta, y de Co-
ordinación Fiscal, a cargo del diputado David Hernández
Pérez, del Grupo Parlamentario del PRI

El que suscribe diputado David Hernández Pérez, inte-
grante de la LXI Legislatura del Congreso de la Unión y
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional, con fundamento en los artículos 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; 6, numeral 1, fracción primera; 67, numeral 1; 68 nu-
meral 1; 77; 78 y; 102, numeral 2, fracción VI, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a la
consideración de esta Soberanía iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diver-
sas disposiciones de la Ley del Impuesto sobre la Renta y
de la Ley de Coordinación Fiscal, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Existen diversas razones que han dado origen a la presente
iniciativa, como son:

• La incapacidad técnica del Servicio de Administración
Tributaria para optimizar la captación de contribucio-
nes, a través del actual sistema de recaudación.

• La creciente indignación social que existe hacia las
personas que integran la economía informal, quienes no
contribuyen al gasto público.

• El reclamo consuetudinario de los presidentes munici-
pales ante el insuficiente presupuesto que les es destina-
do para ejercer.

• La existencia de bases de datos completas en los ayun-
tamientos que permitirían identificar, de forma precisa y
suficiente, a quienes constituyen el sector de contribu-
yentes en referencia.

• La viabilidad de ejercer la opción de realizar conve-
nios entre la Tesorería de la Federación exclusivamente
con las entidades federativas.

Estas razones se explican de forma breve a continuación:

El Poder Ejecutivo propuso como medida para combatir la
informalidad, el establecimiento del impuesto a los depósi-
tos en efectivo, con el que señaló que el Servicio de Admi-
nistración Tributaria estaría en aptitud de identificar a
quienes manteniendo flujos de efectivo bancarios, no estu-
vieran incorporados al padrón de contribuyentes; esta ini-
ciativa fue aprobada por esta soberanía, iniciando su vi-
gencia a partir del 1º de julio de 2008, sin que a la fecha se
haya ejecutado programa alguno para aprovechar la infor-
mación generada por dicho impuesto que es a todas luces,
violatorio del principio de economía.

Debido a que la carga del sostenimiento del gasto público
recae solo en unos cuantos, durante los últimos años ha si-
do un reclamo generalizado de la ciudadanía, que todos
aquellos que realizan actividades dentro de la economía in-
formal sean incorporados al Registro Federal de Contribu-
yentes, para que de esta forma, se incrementen los ingresos
públicos y a su vez, que la carga se haga más liviana al ser
equitativamente compartida y el ahorro mayor.

Es en las tesorerías de los ayuntamientos donde más cru-
damente se refleja la incapacidad técnica de las autoridades
federales para hacer cumplir la obligación consignada en la
fracción IV del artículo 31 de nuestra Carta Magna, ya que
los fondos con que cuentan en cada ejercicio resultan insu-
ficientes para cumplir de manera óptima los programas de
su competencia, obligando en muchos de los casos a que
los presidentes municipales, con sus cabildos, desarrollen
de forma parcial e incompleta sus planes en materias de se-
guridad pública, salud, educación, cultura, entre otros e, in-
cluso, al abandono de esos programas sin ser iniciados,
siendo el endeudamiento la única opción viable en diversas
circunstancias lo que incide en una creciente disminución
de los recursos disponibles para la siguiente administra-
ción.

El ejercicio de las facultades de inspección y vigilancia, re-
glamentos, mercados, obras públicas, entre otros, que son
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ejercidas por los ayuntamientos para poder obtener los di-
ferentes tipos de licencias de giros comerciales, industria-
les y de servicios, originan que sea también el nivel muni-
cipal en el que se cuente con las bases de datos más
completas, veraces y suficientes respecto a las actividades
económicas y productivas que se desarrollan dentro de la
jurisdicción territorial de los mismos municipios, pues co-
mo cierto es, los mencionados programas optimizan las la-
bores administrativas y recaudatorias, pero exclusivamen-
te en el nivel municipal, sin que dicha información haya
sido, ni siquiera en lo más mínimo, aprovechada por las au-
toridades fiscales federales dentro de cualesquier programa
tendiente a combatir la informalidad u optimizar la recau-
dación y captación de contribuciones, ya que en la gran
mayoría de los casos ni siquiera se encuentran inscritos en
el Registro Federal de Contribuyentes.

La actual Ley de Coordinación Fiscal, establece en su artí-
culo 1o.:

“Esta ley tiene por objeto coordinar el sistema fiscal
de la federación con los de los estados, munici-
pios…”,

Pues bien, a pesar de que los sistemas fiscales de los mu-
nicipios están claramente contemplados para ser coordina-
dos con sus homólogos de los estados y el de la federación,
tanto en los capítulos III y IV de la misma ley como en di-
versos numerales de la Ley del Impuesto sobre la Renta, se
han establecido las bases para que la Tesorería de la Fede-
ración tenga la posibilidad de celebrar los convenios de co-
laboración necesarios y dejar a los contribuyentes en apti-
tud de cumplir con sus obligaciones; pero, esto solo con
relación a los estados, sin tomar en cuenta a los municipios,
a pesar de ser éstos quienes tienen la infraestructura y los
programas administrativos que generan la información sus-
ceptible de ser utilizada, tanto para el combate a la infor-
malidad, como para el fortalecimiento de la recaudación
tributaria.

Es por eso que la presente iniciativa se pone a considera-
ción de esta Soberanía, con la intención de que la informa-
ción con que cuentan las tesorerías de los municipios sea
ampliamente aprovechada por las autoridades fiscales fe-
derales, mediante la celebración de los respectivos conve-
nios de colaboración con los municipios, dentro de los cua-
les se establezcan las bases para su participación no
únicamente en los procesos de captación de inscripciones
en el Registro Federal de Contribuyentes y de recaudación
de ingresos, sino también en las asignaciones que corres-

pondan de la misma recaudación que se genere en virtud
del aprovechamiento de sus programas e infraestructura
administrativos.

Las modificaciones propuestas tienden a robustecer nues-
tro sistema tributario, sin necesidad de modificar los ins-
trumentos impositivos ya existentes, pero sí incrementando
la captación de mayores recursos que afectan positivamen-
te las decisiones de inversión en obra pública o en todas
aquellas áreas en las que los ayuntamientos puedan presen-
tar mejorías en beneficio de la población.

Por ello, es conveniente continuar avanzando en el mismo
sentido de lo que se ha manifestado y mejorar los mecanis-
mos instrumentos tributarios ya existentes, a través de sen-
cillas modificaciones a las disposiciones fiscales orienta-
das al cumplimiento de los siguientes objetivos:

• Incrementar la recaudación tributaria

Toda vez que es fundamental para el desarrollo y creci-
miento económico del país lograr la solidez en las finanzas
públicas y mantener la estabilidad de las principales varia-
bles macroeconómicas, se plantea modificar algunas dis-
posiciones en materia de coordinación fiscal tendientes a
incrementar su eficiencia recaudatoria.

• Efectuar un eficiente control y combate a la evasión
fiscal 

En concordancia con el objetivo de incrementar la recau-
dación tributaria, se plantean ajustes a diversas disposicio-
nes tanto de la Ley del ISR, como de la Ley de Coordina-
ción Fiscal, orientadas a robustecer los mecanismos de
control del cumplimiento de las obligaciones fiscales,
aprovechando la información que ya existe en las bases de
datos de las tesorerías municipales.

• Generar simplificación administrativa 

Dos de los principios que deben prevalecer en todo diseño
impositivo, son los principios de comodidad de economía,
mediante el establecimiento de normas en las que, tanto la
simplicidad como el menor costo administrativo relaciona-
do con el pago de los impuestos, se encuentren presentes.
En este sentido, se proponen reformas en materia del es-
quema de pagos fijos en el ISR tratándose de pequeños
contribuyentes de nueva inscripción en el Registro Federal
de Contribuyentes.



• Brindar seguridad jurídica 

Finalmente, las modificaciones que se presentan en esta
Iniciativa tienen como finalidad, otorgar mayor seguridad
jurídica en beneficio de quienes se incorporen al universo
de contribuyentes respecto de la aplicación y alcance de
sus distintas obligaciones contenidas en las disposiciones
fiscales, esto, al actualizar sus actividades económicas y
productivas, ubicándoles dentro del respectivo marco jurí-
dico.

Por lo anteriormente expuesto y con el fin de continuar
avanzando en la mejora y fortalecimiento del marco tribu-
tario, presento ante el pleno de esta soberanía la iniciativa
con proyecto de

Decreto

Por el que se reforma el artículo 139, fracción VI, tercer
párrafo, y se derogan los párrafos cuarto y quinto; se adi-
cionan los artículos 139-A, 139-B, 139-C y 139-D de la
Ley del Impuesto sobre la Renta; y se reforman los artícu-
los 13, párrafos primero y tercero; 15, párrafos primero, se-
gundo, cuarto y quinto; 16, primer párrafo; 17, párrafos
primero y segundo; 19, fracción IV; 20, fracción I; 21, frac-
ción IV y 24 y el título del Capítulo III; se adiciona al artí-
culo 20 una fracción III, y se recorre la fracción III a la IV,
se adiciona una fracción V, y se recorren las fracciones IV
y V a la VI y VII, y se modifica la fracción VI de la Ley de
Coordinación Fiscal, para quedar de la siguiente manera:

Artículo Primero. Se reforma el artículo 139, fracción VI,
tercer párrafo y se derogan los párrafos cuarto y quinto; se
adicionan los artículos 139-A, 139-B, 139-C y 139-D de la
Ley del Impuesto sobre la Renta, para quedar como sigue:

Artículo 139. Los contribuyentes sujetos al régimen pre-
visto en esta sección, tendrán las obligaciones siguientes:

I. …

II. …

III. …

IV. …

V. …

VI. …

…(derogado)

Los pagos a que se refiere esta fracción, se enterarán an-
te las oficinas autorizadas de la entidad federativa o del
municipio en que el contribuyente obtenga sus ingre-
sos, siempre que dicha entidad federativa o municipio
tengan celebrado convenio de coordinación para admi-
nistrar el impuesto a que se refiere esta sección. En el
caso de que la entidad federativa en donde obtenga sus
ingresos el contribuyente no celebre el citado convenio
o éste se dé por terminado, los pagos se enterarán ante
las oficinas autorizadas por las autoridades fiscales fe-
derales.

Cuarto párrafo (Se deroga)

Quinto párrafo (Se deroga

…

Artículo 139-A. Los contribuyentes sujetos al régimen
previsto en esta sección a partir de su inscripción al Re-
gistro Federal de Contribuyentes, podrán optar por en-
terar sus pagos ante las oficinas autorizadas de la Enti-
dad Federativa o del Municipio en la cual el
contribuyente obtenga sus ingresos; una vez efectuada
la mencionada opción, no podrá variarse.

Artículo 139-B. El Servicio de Administración Tributa-
ria y, en su caso, las Entidades Federativas o los Muni-
cipios con que se celebre convenio de coordinación pa-
ra la administración del impuesto establecido en esta
Sección, podrán ampliar los períodos de pago a bimes-
tral, trimestral o semestral, tomando en consideración
la rama de actividad o la circunscripción territorial de
los contribuyentes.

Las entidades federativas con las que se celebre conve-
nio de coordinación para la administración del impues-
to establecido en esta sección, podrán estimar el ingre-
so gravable del contribuyente y determinar cuotas fijas
para cobrar el impuesto respectivo, las que tendrán el
carácter de pagos definitivos.

Artículo 139-C. Las autoridades fiscales podrán esti-
mar los ingresos de los pequeños contribuyentes, con la
finalidad de establecer correctamente las cuotas referi-
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das en el artículo anterior, para lo cual tomarán en
cuenta:

Importe de compras efectuadas; inventarios de mer-
cancías, de maquinaria y equipo; monto de la renta del
local en que estén establecidos los negocios, superficie
del mismo; número de trabajadores que tengan a su
servicio y sueldos de que disfruten; pagos de cuotas al
Instituto Mexicano del Seguro Social; impuestos paga-
dos a la federación, Distrito Federal, estados o munici-
pios; cantidades que hayan cubierto por concepto de
energía eléctrica y teléfonos; retiros en efectivo y en es-
pecie efectuados por el propietario del negocio para la
atención de sus necesidades personales y de su familia;
zona comercial en que se encuentre ubicado el negocio;
informaciones recabadas de terceros y en general, todos
los elementos de juicio que puedan utilizarse para la es-
timación de los ingresos por actividades empresariales.

Artículo 139-D. La estimación hecha por las autorida-
des fiscales se mantendrá indefinidamente hasta que las
propias autoridades formulen una nueva. A partir del
primer pago que corresponda al año de calendario, la
cuota se incrementará en la cantidad que resulte de
aplicarle el factor que en su caso, señale anualmente el
Congreso de la Unión.

Artículo Segundo. Se reforman los artículos 13, párrafos
primero y tercero; 15, párrafos primero, segundo, cuarto y
quinto; 16, primer párrafo; 17, párrafos primero y segundo;
19, fracción IV; 20, fracción I; 21, fracción IV y 24 y el tí-
tulo del Capítulo III; se adiciona al artículo 20 una fracción
III, y se recorre la fracción III a la IV, se adiciona una frac-
ción V, y se recorren las fracciones IV y V a la VI y VII, y
se modifica la fracción VI de la Ley de Coordinación Fis-
cal, para quedar como sigue:

Capítulo III
De la Colaboración Administrativa 

entre los Municipios, las Entidades y la Federación

Artículo 13. El gobierno federal, por conducto de la Secre-
taría de Hacienda y Crédito Público, los gobiernos de las en-
tidades que se hubieran adherido al Sistema Nacional de Co-
ordinación Fiscal y los municipios de dichas entidades,
podrán celebrar convenios de coordinación en materia de ad-
ministración de ingresos federales, que comprenderán las
funciones de Registro Federal de Contribuyentes, recauda-

ción, fiscalización y administración, que serán ejercidas por
las autoridades fiscales de las entidades y/o de los munici-
pios cuando así se pacte expresamente.

…

La Federación, la entidad o el municipio podrán dar por
terminados parcial o totalmente los convenios a que se re-
fiere este precepto, terminación que será publicada y tendrá
efectos conforme al párrafo anterior.

…

Artículo 15. La recaudación de los ingresos federales se
hará por las oficinas autorizadas por la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público o por las oficinas autorizadas por
las entidades o los municipios, según se establezca en los
convenios o acuerdos respectivos.

Cuando la entidad o el municipio recauden ingresos fede-
rales, los concentrará directamente a dicha Secretaría y
rendirá cuenta pormenorizada de recaudación. La Secreta-
ría, también directamente, hará el pago a las entidades o a
los municipios de las cantidades que les correspondan en
el Fondo establecido en el artículo 2o. y pondrá a su dis-
posición la información correspondiente. Se podrá estable-
cer, si existe acuerdo entre las partes interesadas, un proce-
dimiento de compensación permanente.

…

La falta de entero en los plazos establecidos dará lugar a
que las cantidades respectivas se actualicen por inflación y
a que se causen, a cargo del municipio, de la entidad o de
la federación, intereses a la tasa de recargos que establezca
anualmente el Congreso de la Unión para los casos de au-
torizaciones de pago a plazo de contribuciones.

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público podrá com-
pensar las cantidades no concentradas por la entidad o por
el municipio, con las cantidades que a ésta correspondan
en los fondos de participaciones establecidos por esta ley.

Artículo 16. El gobierno federal, por conducto de la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público y los gobiernos de
las entidades y de los municipios, por medio de su órgano
hacendario, participarán en el desarrollo, vigilancia y per-
feccionamiento del Sistema Nacional de Coordinación Fis-
cal, a través de:



I. …

II. …

III. …

IV. …

Artículo 17. La Reunión Nacional de Funcionarios Fisca-
les se integrará por el Secretario de Hacienda y Crédito Pú-
blico y por el titular del órgano hacendario de cada entidad
y de cada municipio. La Reunión será presidida conjunta-
mente por el Secretario de Hacienda y Crédito Público y el
funcionario de mayor jerarquía presente en la Reunión, de
la entidad en que ésta se lleve a cabo.

El Secretario de Hacienda y Crédito Público podrá ser su-
plido por el subsecretario de Ingresos, y los titulares del
área hacendaria de las entidades y de los municipios por la
persona que al efecto designen.

Artículo 19. Serán facultades de la Reunión Nacional de
Funcionarios Fiscales:

I. …

II. …

III. …

IV. Proponer al Ejecutivo federal por conducto de la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público y a los gobiernos
de las entidades y de los municipios por conducto del ti-
tular de su órgano hacendario, las medidas que estime
convenientes para actualizar o mejorar el Sistema Na-
cional de Coordinación Fiscal.

Artículo 20. La Comisión Permanente de Funcionarios
Fiscales se integrará conforme a las siguientes reglas:

I. Estará formada por la Secretaría de Hacienda y Cré-
dito Público por ocho entidades y por ocho municipios.
Será presidida conjuntamente por el Secretario de Ha-
cienda y Crédito Público, que podrá ser suplido por el
Subsecretario de Ingresos de dicha Secretaría, y por el
titular del órgano hacendario que elija la Comisión en-
tre sus miembros. En esta elección no participará la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público.

II. …

III. Los municipios estarán representadas por los
ocho que al efecto elijan, en su entidad respectiva, los
cuales actuarán a través del titular de su órgano ha-
cendario o por la persona que éste designe para su-
plirlo.

IV. Las entidades que integren la Comisión Perma-
nente serán elegidas por cada uno de los grupos que
a continuación se expresan, debiendo representarlos
en forma rotativa:

Grupo Uno: Baja California, Baja California
Sur, Sonora y Sinaloa.

Grupo Dos: Chihuahua, Coahuila, Durango y
Zacatecas.

Grupo Tres: Hidalgo, Nuevo León, Tamaulipas y
Tlaxcala.

Grupo Cuatro: Aguascalientes, Colima, Jalisco y
Nayarit.

Grupo Cinco: Guanajuato, Michoacán, Queréta-
ro y San Luis Potosí.

Grupo Seis: Distrito Federal, Guerrero, México y
Morelos.

Grupo Siete: Chiapas, Oaxaca, Puebla y Vera-
cruz.

Grupo Ocho: Campeche, Quintana Roo, Tabasco
y Yucatán.

V. Los municipios que integren la Comisión Perma-
nente serán elegidas por una de las entidades por ca-
da uno de los grupos que se expresan en la fracción
anterior, la entidad en la que se elija el municipio que
habrá de representar al grupo deberá ser diferente
de la entidad elegida en los términos de la fracción
anterior, debiendo representarlos en forma rotativa.

VI. Las entidades y los municipios miembros de la
Comisión Permanente durarán en su encargo dos
años y se renovarán anualmente por mitad; pero
continuarán en funciones, aún después de terminado
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su período, en tanto no sean elegidas las que deban
sustituirlas.

VII. La Comisión Permanente será convocada por el
Secretario de Hacienda y Crédito Público, por el
Subsecretario de Ingresos o por tres de los miembros
de dicha Comisión. En la convocatoria se señalarán
los asuntos que deban tratarse

Artículo 21. Serán facultades de la Comisión Permanente
de Funcionarios Fiscales:

I. …

II. …

III. …

IV. Vigilar la creación e incremento de los fondos seña-
lados en esta Ley, su distribución entre las Entidades y
los municipios, y las liquidaciones anuales que de di-
chos fondos formule la Secretaría de Hacienda y Crédi-
to Público, así como vigilar la determinación, liquida-
ción y pago de participaciones a los municipios que de
acuerdo con esta Ley deben efectuar la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público y las entidades;

Artículo 24. La Junta de Coordinación Fiscal se integra
por los representantes que designen la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público, los titulares de los órganos ha-
cendarios de las ocho entidades y de los ocho municipios
que forman la Comisión Permanente de Funcionarios Fis-
cales.

Artículo Transitorio

Artículo Primero. Este decreto entrará en vigor en toda la
República Mexicana el 1 de enero de 2013.

Artículo Segundo. La Tesorería de la Federación deberá
celebrar con los municipios los convenios establecidos en
las disposiciones del presente decreto, con anterioridad al
inicio de su vigencia. En dichos convenios deberán esta-
blecer que la participación de los municipios en la recau-
dación participable se condicione a gasto a la consecución
y cumplimiento de los objetivos del Fondo de Aportacio-
nes para el Fortalecimiento de los Municipios y de las De-
marcaciones Territoriales del Distrito Federal asignables en
los términos de los artículos 25, fracción IV, y 37 de la Ley
de Coordinación Fiscal.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de septiembre 2011.— Diputa-
do David Hernández Pérez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.

LEY PARA PREVENIR Y SANCIONAR 
LA TRATA DE PERSONAS

«Iniciativa que reforma el artículo 12 de la Ley para pre-
venir y sancionar la Trata de Personas, a cargo del diputa-
do Alfonso Primitivo Ríos Vázquez, del Grupo Parlamen-
tario del PT

El suscrito, diputado integrante del Grupo Parlamentario
del Partido del Trabajo en la LXI Legislatura del honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto por
el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, así como por los artículos 6,
numeral 1, fracción I; 77, numeral 1 y 78 del Reglamento
de la Cámara de Diputados, somete a la consideración de
esta soberanía, la presente iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma el artículo 12 de la Ley para Prevenir y
Sancionar la Trata de Personas, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos

La migración es un fenómeno global y complejo que crece
a diario. Se estima que actualmente cerca de 200 millones
de personas viven fuera de sus países de origen; de dicha
cantidad, 13 por ciento corresponde a migrantes latinoa-
mericanos y caribeños, según datos de la Comisión Econó-
mica para América Latina y el Caribe (Cepal).

Sin embargo, conjuntamente con el proceso migratorio,
considerando las políticas restrictivas para acceso a los
países desarrollados, y la situación de vulnerabilidad del
migrante, asociada a la situación de pobreza en que algu-
nos viven, los delitos del tráfico de migrantes y de la trata
de personas, son violaciones a los derechos humanos que
preocupan a la sociedad debido a su crecimiento mundial.

La trata de personas es una de las expresiones delictivas
con los efectos más lacerantes sobre la vida de las personas
y las sociedades: la explotación sexual y laboral, el tráfico
de órganos y otras formas de esclavitud moderna son algu-
nas de sus manifestaciones más condenables.



La trata de personas tiene su origen en la época colonial
donde mujeres y niñas, particularmente africanas e indíge-
nas, eran desarraigadas de sus lugares de origen y comer-
ciadas como mano de obra, servidumbre o como objetos
sexuales. Pero la trata de personas como problema social
comenzó a reconocerse a fines del siglo XIX e inicios del
XX, a través de lo que se denominó trata de blancas, con-
cepto que se utilizaba para hacer referencia a la movilidad
y comercio de mujeres blancas europeas y americanas, pa-
ra servir como prostitutas o concubinas generalmente en
países árabes, africanos o asiáticos. En ese momento sur-
gieron las primeras hipótesis en torno a que dichos movi-
mientos eran producto de secuestros, engaños y coacciones
sobre mujeres inocentes y vulnerables con el objeto de ex-
plotarlas sexualmente.

Al inicio de la década de los ochenta, después de varios
años de silencio, los discursos sobre la trata de mujeres con
fines de explotación sexual volvieron a tomar fuerza entre
distintos sectores nacionales y supranacionales, debido, en-
tre otras razones, al incremento de la migración femenina
transnacional que se venía gestando desde fines de una dé-
cada anterior, década en la cual parece aumentar o al me-
nos hacerse más evidente, la incidencia de este fenómeno
en casi todas las regiones del mundo y en muy diversas
modalidades.

La preocupación global con respecto a la necesidad de una
normatividad sobre este asunto quedó de manifiesto en las
negociaciones y entrada en vigor en el año 2003 del Proto-
colo para Prevenir y Sancionar la Trata de Personas don-
de se logró establecer la definición de dicho crimen de la
siguiente manera: “Por trata de personas se entenderá la
captación, el transporte, el traslado, la acogida o la recep-
ción de personas recurriendo al uso de la fuerza u otras for-
mas de coacción, el rapto, el fraude, el engaño, al abuso de
poder o de una situación de vulnerabilidad o a la concesión
o recepción de pagos o beneficios para obtener el consen-
timiento de una persona que tenga autoridad sobre otra pa-
ra propósitos de explotación. 

Esa explotación incluirá como mínimo, la explotación de la
prostitución ajena u otras formas de explotación sexual, los
trabajos o servicios forzados, la esclavitud o las practicas
análogas a la esclavitud, la servidumbre o la extracción de
órganos”.

El aumento en el número de casos, así como su expansión
en áreas que anteriormente no parecían verse tan afectadas,
responde en parte a factores como la globalización, que ha

facilitado las comunicaciones y el acceso a la información.
Pero también a las profundas dificultades económicas que
enfrentan muchos países –especialmente las naciones en
desarrollo y las economías en transición– y su consiguien-
te inestabilidad socioeconómica, lo que tiende a producir
circunstancias de expulsión como el desempleo o empleos
mal remunerados, falta de oportunidades educativas y de-
sarrollo social, así como las limitadas posibilidades de ac-
ceso a los servicios de salud y educación. A ello se suman
los cada vez mayores obstáculos a la migración regular y la
existencia de conflictos armados sean estos nacionales o
regionales.

Esta situación aunada a cuestiones como la creciente de-
manda de mano de obra de bajo costo en los países de des-
tino, vacíos legales en la mayoría de los estados y falta de
una visión integral para combatirla, han hecho de la trata
de personas uno de los tres negocios más rentables del cri-
men organizado después del tráfico de armas y de narcóti-
cos, generando de siete a diez mil millones de dólares
anuales, según reportes de la Organización de las Naciones
Unidas (ONU).

Debido a su naturaleza clandestina y a la falta de consenso
en la definición y comprensión de este fenómeno, resulta
sumamente difícil establecer con precisión cifras o estadís-
ticas. 

No obstante, la Organización Internacional para las Migra-
ciones (OIM) estima que a nivel mundial cada año, aproxi-
madamente un millón de hombres, mujeres, niños y niñas
son engañados, vendidos, coaccionados o sometidos a con-
diciones semejantes a la esclavitud bajo distintas formas y
en diversos sectores: construcción, maquila, agricultura,
servicio domestico, prostitución, pornografía, turismo se-
xual, matrimonios serviles, niños soldado, tráfico de órga-
nos, venta de niños, entre otros, donde generalmente las
víctimas son provenientes de contextos de desigualdad, po-
breza y de entornos de alta vulnerabilidad social.

De acuerdo con el informe anual sobre trata de personas
del Departamento de Estado de Estados Unidos, cada año
entre 600 mil y 800 mil personas, cruzan las fronteras in-
ternacionales como víctimas de trata; de esa cifra 80 por
ciento son mujeres y niñas y 50 por ciento de ellas son me-
nores de edad.

En el caso particular de la región de Latinoamérica y el Ca-
ribe, es importante destacar la ausencia de estudios, regis-
tros oficiales, estadística e informes nacionales cualitativos
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que permitan caracterizar el fenómeno de la trata de perso-
nas. 

Particularmente para el caso de México, existen tres gran-
des factores que propician la trata de personas: 

1) La discriminación; 2) La violencia social y 3) Las desi-
gualdades estructurales. 

Estos fenómenos propician ámbitos de vulnerabilidad de
las personas y, en otros casos, detonantes de circunstancias
de riesgo que exponen a las personas en condiciones de
desventaja e incrementan su vulnerabilidad frente a la tra-
ta de personas, igualmente, se hace necesario subrayar que
en el caso especial de las mujeres, algunas formas de trata
aún son validadas por antiguos sistemas patriarcales, ma-
chistas y conservadores. 

Esto es más palpable en algunas regiones que en otras, co-
mo la venta de niñas y adolescentes en las comunidades in-
dígenas, los abusos en el servicio doméstico, los matrimo-
nios serviles o la violencia doméstica. Esta situación limita
sustancialmente el conocimiento sobre las distintas moda-
lidades de la trata de mujeres y niñas reduciéndola gene-
ralmente al aspecto más visible que es la prostitución for-
zada.

Como puede observarse la trata de personas es un crimen
mucho más complejo el cuál generalmente transita en tres
fases esenciales:

Fase 1: enganche

El tratante recluta a la victima de forma indirecta median-
te anuncios en medios impresos, contactos por Internet, re-
ferencias de familiares o conocidos, supuestas oportunida-
des de empleo, agencias de reclutamiento, ofrecimiento de
cursos, agencias de viaje, escuelas, cantinas, manipulación
sentimental a través del noviazgo-matrimonio, entre otros.
Es decir, en todos estos casos, el reclutamiento depende
parcial o totalmente del uso del engaño, donde es muy fre-
cuente que la víctima preste su consentimiento voluntaria-
mente; aunque también existen situaciones en las que sim-
plemente se les secuestra o se les fuerza a través de la
violación y el sometimiento.

Fase 2: traslado

Una vez reclutada la víctima, habrá de ser trasladada al lu-
gar de destino donde será explotada. Esto puede ser a otro

punto dentro del mismo país o al extranjero. En este caso,
el traslado se puede hacer por aire, mar o tierra, depen-
diendo de las circunstancias geográficas. El itinerario e in-
cluso la explotación pueden pasar por un país de tránsito o
ser directo entre el país de origen y el de destino. Las fron-
teras se pueden cruzar de forma abierta o clandestina, legal
o ilícitamente.

Es decir, los traslados se pueden hacer con pasaportes, vi-
sas y documentos de identidad oficiales, sin ellos, o bien
con documentación falsa. También es frecuente la utiliza-
ción del llamado “robo de identidades” es decir, la genera-
ción de documentos con identidades que no pertenecen a la
víctima, no sólo pasaportes sino actas de nacimiento, cre-
denciales de seguridad social, etcétera, lo que dificulta
enormemente la identificación y procuración de justicia en
este tipo de casos.

Fase 3: explotación

Una vez que la víctima es engañada con promesas de tra-
bajos bien remunerados o bien, sometida mediante el uso
de diversas tácticas de sumisión como son, el uso de vio-
lencia o amenaza de violencia, amenazas de ser enviadas a
prisión o ser deportadas, represalias directas a sus seres
queridos, decomiso o retención de documentos, chantajes
por deudas o supuestas deudas, aislamiento social y lin-
güístico, suministro de alcohol o drogas y exposición o es-
tigmatización, se le somete para desarrollar actividades que
permitan su explotación, siendo las más comunes la labo-
ral, sexual, falsas adopciones, servidumbre, militar, tráfico
de órganos o practicas esclavistas.

Existe el consenso de que la explotación sexual comercial
es la forma de trata de personas más frecuente en todo el
mundo (79 por ciento) y la más registrada, sobre la que se
sostiene la industria del sexo. 

A este tipo de ilícitos, le sigue el trabajo forzado en todas
sus formas (18 por ciento) del cual se encuentran la servi-
dumbre domestica, una de las actividades más subregistra-
das y (3 por ciento) el matrimonio forzado, que en algunas
naciones es una costumbre legal. Además se encuentra
también la extracción de órganos que se practica en circui-
tos de las mafias médicas y sobre la cual las autoridades de
los países con mayor incidencia han mostrado poco interés
en documentar, la explotación de niños y niñas para la
mendicidad y los niños soldado, la cual no está suficiente-
mente documentada. 



México tiene una posición geográfica particular, que lo
convierte en escenario de una intensa dinámica migratoria.
Por ello, es considerado un país de tránsito de víctimas de
trata de personas; al mismo tiempo, México es un país de
origen –fundamentalmente de niñas, niños y mujeres–, que
son trasladadas a otros territorios para ser sujetos de la tra-
ta con fines de explotación sexual y laboral.

De esta forma, debemos recordar que para el año 2007 en
los Estados Unidos, cerca de 14 por ciento del total de víc-
timas de trata de personas plenamente identificadas eran de
origen mexicano; además de considerar que desde hace va-
rias décadas, este país es una nación donde se comete de
manera reiterada el delito de la trata de personas, además
de ser un país de destino de víctimas en este tema.

Por sólo mencionar algunos datos, el instituto Belisario
Domínguez del Senado de la República emitido el año pa-
sado, tan sólo en 2004, 13 mil niñas mexicanas fueron ex-
plotadas sexualmente por connacionales, mientras que en-
tre los años 2000 y 2008 se incrementó en un 300 por
ciento la apertura de casas de masaje asiático legales en
México, pasando de un negocio que era prácticamente in-
existente a uno establecido con excesiva publicidad. 

Por si fuera poco, en Monterrey, Nuevo León, el negocio
del comercio de mujeres y de los table dances, alimentado
con extranjeras traídas a México a través de las redes de
corrupción tejidas entre empresarios, agentes de migración
y los cuerpos policíacos locales, llegaron a arrojar ganan-
cias de más de 200 millones de pesos entre los años 2000
y 2004. 

En su quinto informe de labores (año 2006), la Secretaría
de Seguridad Pública federal señaló que cada mes, un mí-
nimo de 100 niños caen en manos de redes de prostitución
o explotación sexual comercial infantil, que equivale a un
promedio de mil doscientos niños al año, mientras que el
Instituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi) repor-
tó que de manera anual son explotados sexualmente entre
16 y 20 niñas y niños en México al mismo tiempo que en
21 de las 32 entidades del país existe el fenómeno de turis-
mo sexual.

En el informe de la Secretaría de Seguridad Pública se se-
ñala que 50 por ciento de los delitos cometidos a través de
Internet, están relacionados con la pornografía y la prosti-
tución infantil y estima que generan ganancias anuales por
más de 20 millones de dólares. Por otro lado, la edad de las

niñas y niños utilizados para la producción de material
pornográfico se ha reducido considerablemente: identifi-
cando casos de niñas y niños hasta de entre 0 a 4 años.

En la mayoría de los casos de trata de personas, las vícti-
mas son transportadas fuera de sus lugares de origen, vía
aérea y marítima y son llevados a lugares donde se realiza
la explotación laboral o sexual.

Las rutas terrestres de las que se tiene conocimiento son:
Chetumal, Quintana Roo; Tuxtla Gutiérrez, Tapachula y
Ciudad Hidalgo, en Chiapas. De esta última entidad fede-
rativa parten dos de las rutas más importantes, la primera
de ellas bordea toda la costa y conduce hasta Nogales,
Agua Prieta, Sásave y San Luís Río Colorado (Sonora),
aunque los traficantes pueden continuar hasta ciudades co-
mo Mexicali, Tecate o Tijuana, lo que varía, dependiendo
de qué tan bien organizada se encuentre la red. En la mis-
ma línea, las víctimas procedentes de la vía marítima son
conducidas hasta La Paz o Puerto San Carlos, en Baja Ca-
lifornia Sur y de ahí pueden ser movilizados hacia Tijuana.

En los últimos años, el cruce por Baja California ha dismi-
nuido, y crecido los de Sonora, Chihuahua y Tamaulipas,
debido al creciente control en la zona. Esto implica el cru-
ce por zonas desérticas, más difíciles de controlar, pero au-
menta el riesgo y las muertes. Se requieren guías experi-
mentados y aún así no hay garantías, para no mencionar los
múltiples casos de migrantes abandonados por sus guías. 

De Tapachula se viaja a Oaxaca y desde ahí se pueden ha-
cer escalas en Puebla, a veces en Guerrero, pero por lo ge-
neral se busca llegar al Distrito Federal; otras veces se mo-
vilizan directamente componentes de migrantes hacia
casas de seguridad en diversas localidades del Estado de
México para de ahí partir hacia Zacatecas, San Luís Potosí
o Tamaulipas hasta llegar a puntos fronterizos como Ciu-
dad Juárez o Janos, Chihuahua. Para todos estos casos, la
ruta más cercana entre dos puntos geográficos no es la rec-
ta, sino la que oscilando garantiza el traslado seguro.

Las rutas marítimas son las más utilizadas por personas
procedentes de Asia y Centroamérica. La más importante
de ellas se ubica en el Soconusco, teniendo como platafor-
ma a Tapachula, desde donde, por medio de lanchas rápi-
das o en embarcaciones comerciales, desde hace más de un
decenio se recurre a la ruta del Pacífico para la introduc-
ción y movilización de migrantes procedentes de diversas
partes del mundo.
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Los grupos de migrantes que llegan por mar son desem-
barcados en playas deshabitadas, de manera furtiva se les
conduce a localidades próximas a la ciudad de Tapachula,
teniendo como puntos de concentración para estos grupos
localidades como Ciudad Hidalgo, Talismán y lugares pró-
ximos a Puerto Madero. 

Una vez que llegan los grupos se les divide y conduce a di-
chas poblaciones para albergarles y trasladarles hacia pun-
tos estratégicos en Tapachula y Puerto Madero, antes de
movilizarles por distintas rutas (aire, mar, tierra).

Dentro del trayecto, podemos observar que:

Las principales rutas marítimas de ingreso de migrantes a
México se localizan en el Océano Pacífico y corresponden
a playas de Mazatlán, Chiapas; Puerto Escondido, Oaxaca,
y Mazatlán, Sinaloa.

Otra ruta marítima es la del Golfo de México, que parte
desde Mérida hacia Matamoros. Sin embargo, en nada pue-
de equipararse con la infraestructura que opera en Puerto
Madero, Chiapas, debido a sus conexiones estratégicas con
Mazatlán y Puerto Escondido, y por ser donde se da la ma-
yor concentración de migrantes quienes previamente cru-
zaron el río Suchiate.

Las embarcaciones que proceden de Puerto Madero por lo
general se dirigen hacia Mazatlán, Sinaloa, y posterior-
mente a La Paz, Baja California. Se ha documentado que
una vez que las embarcaciones con indocumentados llegan
a la península de Baja California, éstos buscan arribar a
costas estadounidenses por los puntos más cercanos a En-
senada. 

Puerto Escondido reviste singular importancia por ser el
punto de enlace vía terrestre para conectarse con el corre-
dor principal que se origina en la frontera sur y llega hasta
la frontera norte encontrando a su paso dos importantes zo-
nas donde se diversifica la actividad de los traficantes: las
ciudades de México y Zacatecas.

La primera es un lugar estratégico por las rutas terrestres y
aéreas, mientras que Zacatecas se distingue por sus inter-
conexiones vía terrestre hacia otras entidades de la parte
norte del país como son: Sonora, Chihuahua y Tamaulipas.
Se puede decir que ambas entidades sirven como platafor-
mas y puertos de enlace hacia otras localidades.

Las rutas aéreas se diversifican desde el Distrito Federal.
El aeropuerto internacional de la Ciudad de México es con-
siderado el centro de la aviación nacional. Para efectos del
tráfico de personas es un lugar con alto valor estratégico, lo
que no le resta importancia al aeropuerto internacional de
Tapachula, por ser éste último donde se originan vuelos di-
rectos a la parte norte o bien con escala o destino final en
el Distrito Federal, pero a pesar de la extrema vigilancia,
las redes de tráfico operan sin mayor problema. 

Diversos testimonios de migrantes rescatados o detenidos
dan fe que desde el Distrito Federal se trafica con indocu-
mentados enviándolos a Ciudad Juárez, Tijuana, Piedras
Negras, Reynosa, Matamoros y Hermosillo. Aunque la ma-
yoría de los grupos de indocumentados llegan a la Ciudad
de México procedentes de los aeropuertos de Cancún, Mé-
rida y Tuxtla Gutiérrez.

Las rutas aéreas se distinguen por ser intermitentes. El fi-
gurar como puerto de enlace involucra que los grupos de
migrantes tiendan a ser divididos a su llegada para trasla-
darles posteriormente –o en el mismo momento– hacia
otros puntos empleando diversas rutas en vuelos comercia-
les en transportes de carga o de pasajeros.

Se dice que son rutas intermitentes porque el traslado pue-
de hacerse por aire, tierra o combinados, una vez que se lle-
ga a una plataforma. Lo que se pretende es no seguir una
ruta preestablecida para evitar ser detectados; los trafican-
tes muchas veces evitan las rutas directas. El traslado po-
cas veces es inmediato, por lo general hay que hacer esca-
las en algunas localidades para esconderse de las
autoridades y movilizar a los migrantes en pequeños gru-
pos hacia otros destinos donde serán reagrupados.

Otros aeropuertos que son utilizados en menor medida son
los de León, Zacatecas y diversas pistas clandestinas, en el
entendido de que las rutas se modifican con bastante fre-
cuencia. El aeropuerto de Mérida también sirve de enlace
sobre todo para aquellos indocumentados que buscan cru-
zar hacia Estados Unidos por Matamoros o Reynosa.

No podemos cerrar los ojos ante la realidad, la mayoría de
los traficantes usan los aeropuertos, las centrales camione-
ras, ferrocarrileras y puertos para el traslado de migrantes
tanto nacionales como internacionales con el fin de utili-
zarlos para fines de explotación laboral y sexual, principal-
mente.



El problema de la trata de personas es uno de los delitos
más perversos ya que daña severamente la dignidad huma-
na y descompone el tejido social. Por eso es importante de-
tener a los traficantes en el traslado de las víctimas, ya que
muchas veces éstas llegan a los destinos donde serán ex-
plotadas y pasaran meses e incluso años antes de que sean
rescatadas por las autoridades judiciales.

Frente a esta difícil situación, en el Partido del Trabajo ha-
cemos eco al llamado de la sociedad y proponemos meca-
nismos que sin duda ayudarán a mitigar y erradicar este cán-
cer social, mismas que planteamos en la Ley para Prevenir y
Sancionar la Trata de Personas a fin de facultar a la comisión
intersecretarial para la elaboración y ejecución de operati-
vos, para la prevención y el combate contra la trata de per-
sonas en las estaciones marinas, terrestres y aéreas del país.

Por lo anteriormente expuesto proponemos la siguiente ini-
ciativa de ley con proyecto de 

Decreto que modifica la Ley para Prevenir y Sancionar
la Trata de Personas

Único. Se reforma el artículo 12 de la Ley para prevenir y
Sancionar la Trata de personas, para quedar como sigue:

Artículo 12. La Comisión Intersecretarial deberá:

XII. Elaborar operativos judiciales permanentes en las
estaciones de trenes, centrales de autobuses, aeropuertos
y puertos del país, dichos operativos tendrán como ob-
jetivo

a) Identificar a las víctimas de trata de personas.

b) Detener a los traficantes de personas y consignar-
los a las autoridades correspondientes.

c) Dar atención médica y psicológica a las víctimas.

d) Tomar las primeras declaraciones de la víctima.

e) En caso de que la víctima sea ciudadano mexicano
se intentará establecer contacto con sus familiares.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. Se derogan todas aquellas disposiciones que se
opongan al presente decreto.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de septiembre de 2011.— Di-
putado Alfonso Primitivo Ríos Vázquez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Derechos Humanos, para
dictamen.

LEY SOBRE EL ESCUDO, LA BANDERA
Y EL HIMNO NACIONALES

«Iniciativa que reforma el artículo 16 de la Ley sobre el Es-
cudo, la Bandera y el Himno Nacionales, a cargo del dipu-
tado José Manuel Agüero Tovar, del Grupo Parlamentario
del PRI

El suscrito, José Manuel Agüero Tovar, integrante del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional
de la LXI Legislatura de la Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión, con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 135, en relación con el 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos; 6, numeral 1, fracción I, y 77 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración de esta so-
beranía la presente iniciativa con proyecto de decreto que
adiciona el artículo 16 de la Ley sobre el Escudo, la Ban-
dera y el Himno Nacionales, al tenor de los siguientes

Antecedentes

En México, la Bandera, el escudo y el Himno Nacional son
nuestros símbolos patrios, dando identidad como estado li-
bre y soberano; son resultado de la evolución y las luchas
que ha sostenido nuestro país en diferentes etapas para al-
canzar su pleno desarrollo como nación.

La Bandera Nacional se ha convertido en símbolo de liber-
tad, democracia y justicia. 

La primera Bandera nacional oficial fue la concebida por
Agustín de Iturbide y confeccionada en Iguala por el sastre
José Magdaleno Ocampo en 1821. El entonces gobierno
del Primer Imperio Mexicano eligió los colores verde,
blanco y rojo con el escudo nacional en el centro. El de-
creto oficial indicaba que
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Artículo Único: (...) la Bandera nacional y la del ejér-
cito será tricolor, adoptando para siempre los colores
verde, blanco y rojo, encarnado ordenados verticalmen-
te, con un águila coronada en el centro de la franja blan-
ca, de acuerdo al siguiente diseño....

La segunda Bandera nacional fue adoptada tras establecer-
se la primera república federal en 1823. El nuevo diseño
suprimía la corona de la cabeza del águila, pero agregaba
la serpiente, un ramo de olivo y laurel.

La tercera Bandera nacional oficial fue la del Segundo Im-
perio Mexicano. La proporción de la Bandera fue cambia-
da de 4:7 a 1:2, y cuatro águilas, cada una coronada, fue-
ron colocadas en las esquinas de la Bandera. 

El Escudo Nacional fue descrito por un decreto publicado
en noviembre de 1865 que establecía:

(...) ovalada en forma y en azul; en el centro está repre-
sentada el águila de Anáhuac, de perfil posada en un no-
pal, que a su vez está sobre una piedra sumergida en
agua, y desgarrando una serpiente. El borde es dorado
cargado con una guirnalda de encino y de laurel. En la
cresta tiene la corona imperial. Como apoyo, dos grifos
del escudo de nuestros antepasados, su mitad superior
en negro y la inferior en dorado; detrás el cetro y la es-
pada formando la Cruz de San Andrés. El escudo está
rodeado por el collar de la orden del “Águila Mexicana”
y el lema “Equidad en la Justicia” (...)

La actual bandera, llamada la Cuarta Bandera Nacional,
fue adoptada por decreto el 16 de septiembre de 1968 y
confirmada por Ley el 24 de febrero de 1984.

Consideraciones

La identidad nacional es amenazada por la globalización y
la falta de políticas oficiales que apuntan el retorno de los
héroes y símbolos patrios.

En los niños y jóvenes hay un mínimo interés en las fechas,
personajes y hechos que marcan la historia de México; al-
rededor del 50 por ciento de los estudiantes no saben que
se conmemora, la mayoría identifica una fecha histórica
por la suspensión de clases, la celebración de festividades
aparejadas a “puentes” vacacionales.

Los jóvenes si pueden citar como actores de la Revolución
de 1910 a Francisco Villa o a Emiliano Zapata, pero de su

memoria escapan los nombres de Venustiano Carranza, los
hermanos Serdán o Francisco I. Madero, entre otros.

Hace tiempo, Fidel Castro dijo de la niñez mexicana:

“Conocen más a Mickey Mouse que a su historia”.

Hoy, la atención de niños y adolescentes se centra en vide-
ojuegos, internet y redes sociales, empleando su tiempo en
el ciberespacio, en temas de interés personal y no nacional.

La Organización Editorial Mexicana realizó una investiga-
ción que escuchó las voces de funcionarios de Educación
Pública, maestros, padres, sociólogos y pedagogos: todos
alertan que está en riesgo la identidad nacional y sus sím-
bolos patrios. Es notable la pérdida de valores y la falta de
cultura cívica, por lo que plantearon revalorar la memoria
histórica y conceptos como la solidaridad, el respeto, la le-
altad y la soberanía.

En el mundo hay una tendencia a “vaciar” a los pueblos de
sus referentes de identidad, restarle interés e importancia a
la cultura y tradiciones locales. 

Por eso, los mexicanos nos identificamos cada vez más con
símbolos ajenos, extranjeros, que con los que marcan nues-
tra historia.

Los tiempos modernos traen avances que no se pueden des-
deñar, pero han contribuido a la pérdida de valores. Hay
que promover el retorno de los Símbolos Patrios, por ejem-
plo, la Bandera no solamente es una tela de tres colores, es
un ícono cargado de simbolismo: es la sangre derramada
para promover la esperanza en una vida mejor para las pre-
sentes y futuras generaciones de mexicanos. Es ofrendar la
vida y luchar hasta la muerte por la soberanía y la libertad,
así como por la solidaridad.

Desde que se dejó de impartir en las escuelas la clase de
educación cívica, se comenzó a profundizar la pérdida de
la identidad nacional.

Florecen “valores nuevos”: individualismo, aislamiento y
egoísmo, entre los escolares de primaria y secundaria, tan-
to en sus relaciones sociales como familiares, situación en
la que se debe poner atención para no seguir acumulando
generaciones perdidas o el aumento de narcotráfico, la vio-
lencia y un creciente número de delincuentes jóvenes.



En las escuelas públicas de México los periódicos murales
van desapareciendo porque ya no despiertan el interés de
los pequeños, menos de los adolescentes.

El estado soberano se entiende como una formación histó-
rica capaz de tomar sus propias decisiones políticas, impli-
cando que el Estado puede dar a sí mismo el marco legal
que permita la revalorización de la identidad nacional.

La propuesta consiste en obligar a las Instituciones de go-
bierno para que en sus instalaciones cuenten con una Ban-
dera nacional, ya que el Estado debe ser el primero en res-
petar y promover el uso de los Símbolos Patrios, dando el
mensaje de nación libre y soberana que reconoce su identi-
dad.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
marca en su párrafo segundo del artículo 3o. que se debe
fomentar el amor a la patria; por lo tanto, es conveniente
que no sólo en algunas dependencias de gobierno se ice
nuestro Lábaro Patrio, sino en todas las dependencias de
gobierno municipales, estatales y federales.

Con la confianza de que la presente Iniciativa logrará con-
tribuir a fortalecer la identidad nacional y el respeto por la
Bandera Nacional, someto a consideración de esta sobera-
nía, la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto que adiciona el artículo 16 de la Ley sobre el
Escudo, la Bandera y el Himno Nacionales

Artículo 16. La Bandera Nacional se izará diariamente
de forma obligatoria en los edificios sede de los Poderes
de la Unión, en las oficinas de Migración, Aduanas, Ca-
pitanías de Puerto, Aeropuertos internacionales; en las
representaciones diplomáticas y consulares en el ex-
tranjero y en el asta monumental de la Plaza de la
Constitución de la capital de la República, así como en
todas las dependencias de gobierno federales, estatales y
municipales.

Transitorios

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de septiembre de 2011.— Di-
putado José Manuel Agüero Tovar (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación, para dictamen.

LEY DEL INSTITUTO DEL FONDO NACIONAL
PARA EL CONSUMO DE LOS 

TRABAJADORES - LEY DEL SEGURO SOCIAL

«Iniciativa que reforma los artículos 4o. de la Ley del Ins-
tituto del Fondo Nacional para el Consumo de los Trabaja-
dores y 10 de la Ley del Seguro Social, a cargo de la dipu-
tada Clara Gómez Caro, del Grupo Parlamentario del PRI

La suscrita, Clara Gómez Caro, diputada de la LXI Legis-
latura de la Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional, en ejercicio de las facultades y
atribuciones conferidas en los artículos 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
y 6o., fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados del Congreso de la Unión, somete a la potestad
de esta soberanía iniciativa con proyecto de decreto me-
diante el cual se adiciona la fracción X al artículo 4 de la
Ley del Instituto del Fondo Nacional para el Consumo de
los Trabajadores, y un párrafo segundo al artículo 10 de la
Ley del Seguro Social, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

1. El constituyente mexicano de 1917 fue el primero en el
mundo en incorporar derechos sociales en la Constitución,
destacando, entre ellos, los tutelados a favor de los trabaja-
dores en el artículo 123.

2. Para beneficiar a los trabajadores se constituyó en mayo
de 1974 el fideicomiso público denominado Fondo de Fo-
mento y Garantía para el Consumo de los Trabajadores, a
fin de otorgar financiamiento para la operación de los al-
macenes y tiendas a que se refiere el artículo 103 de la Ley
Federal del Trabajo, y asimismo, para gestionar ante otras
instituciones, conceder y garantizar créditos baratos y
oportunos para la adquisición de bienes y pago de servicios
por parte de los trabajadores. 

Posteriormente, se aprobó la Ley del Instituto del Fondo
Nacional para el Consumo de los Trabajadores (Fonacot),
que fue publicada en el Diario Oficial de la Federación de
24 de abril del 2006, otorgándose a dicho instituto la cali-
dad de organismo público descentralizado de interés social
con personalidad jurídica y patrimonio propio, autosufi-
ciencia presupuestal y sectorizado en la Secretaría del Tra-
bajo y Previsión Social. Esta transformación se realizó con
el propósito de modernizar la operación del fondo para
convertirla en una institución financiera social competitiva
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encaminando sus acciones a servir a los trabajadores con la
misma finalidad de proteger su capacidad adquisitiva y fa-
cilitar su acceso a bienes y servicios que les procuren un
mejor bienestar.

3. En el artículo 97, fracción IV, de la Ley Federal del Tra-
bajo, se prevé, entre otras cosas, que los salarios mínimos
no podrán ser objeto de compensación, descuento o reduc-
ción, salvo que sea para pago de abonos para cubrir crédi-
tos otorgados o garantizados por el Fonacot destinados a la
adquisición de bienes de consumo duradero o al pago de
servicios, sin que los descuentos puedan exceder del 10 por
ciento diez por ciento del salario.

La precitada  disposición se reproduce en el diverso artícu-
lo 110, fracción VII, de la propia ley, en lo que atañe a los
descuentos de los salarios de los trabajadores con ingresos
superiores al salario mínimo, con la diferencia que el des-
cuento podrá ser hasta del 20 por ciento veinte por ciento
del salario.

4. Como es bien sabido, en la actualidad son altas las tasas
de interés que imperan en las operaciones de crédito que
celebran las entidades que integran el sistema bancario me-
xicano y las demás sociedades aludidas en las fracciones
octava y novena del artículo 3 de la Ley para la Transpa-
rencia y Ordenamiento de los Servicios Financieros.

Asimismo, son demasiado elevados los  intereses que co-
bran las tiendas departamentales, y más aun, las casas de
empeño que últimamente han proliferado por todo el país.

5. En ese sentido, es trascendental mencionar que en los
créditos otorgados o garantizados por Fonacot a favor de
los trabajadores, se estipulan en beneficio de éstos tasas de
interés considerablemente menores  a las que vienen ri-
giendo en el mercado financiero del país, y desde luego, a
las que cobran las tiendas departamentales, y no se diga, al
de las llamadas casas de empeño.

Por consiguiente, es beneficiosa la acción del Fonacot a fa-
vor de los trabajadores por otorgarles o garantizarles crédi-
tos con grandes ventajas por ser más baratos y oportunos
para que puedan adquirir bienes y paguen servicios, razón
por la cual, los esfuerzos de dicho instituto son tendentes a
cumplir con uno de los objetivos predominantes para su
creación. 

6. Según información del Fonacot:

a) Ha otorgado más de trece millones de créditos de ba-
jo costo a los trabajadores, adecuándolos, estrictamente,
a su capacidad de pago.

b) La mayoría de créditos los ha otorgado a favor de tra-
bajadores con ingresos de uno a cuatro salarios míni-
mos, habiéndose destinado a la adquisición de muebles,
línea blanca y electrónica, materiales para construcción,
equipos de cómputo, servicios educativos y otros pro-
ductos o servicios en beneficio tanto de los trabajadores
como de sus familias.

c) Está cumpliendo con una importante función social
en beneficio de los trabajadores, contribuyendo al desa-
rrollo económico del país al facilitar el consumo de
bienes y servicios útiles propiciando, a su vez, la gene-
ración de numerosos empleos.

7. Pese a lo anterior, los trabajadores pensionados o jubila-
dos en los términos de la Ley del Seguro Social, no son su-
jetos de crédito en el Fonacot, ya que únicamente lo son los
trabajadores en activo.

Además, por sus condiciones o su edad es muy difícil que
los pensionados o jubilados tengan acceso al crédito en las
instituciones que conforman el sistema bancario mexicano
y en las organizaciones auxiliares del crédito que tienen re-
gulación y son supervisadas por la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores, de ahí que se vean forzados a con-
tratar créditos con sociedades o personas físicas que cobran
intereses altos.

Propuesta de la iniciativa

En aras de lograr una cabal justicia social se considera de
utilidad incorporar como sujetos de crédito en el Fonacot a
los trabajadores pensionados o jubilados en los términos de
la Ley del Instituto del Seguro Social con la intención de
que puedan adquirir bienes y servicios a un menor costo de
interés, sin que los descuentos a sus pensiones rebasen el
10 por ciento diez por ciento si equivalen al salario míni-
mo, o bien, al 20 por ciento veinte por ciento si lo supera-
ran, lo cual está en perfecta armonía con lo previsto en los
artículos 97 y 110 de la Ley Federal del Trabajo que, como
ya se vio, disponen que así se hagan descuentos a los tra-
bajadores para pagar adeudos a Fonacot. 

Por tanto, se propone adicionar una fracción décima al ar-
tículo 4 de la Ley del Instituto del Fondo Nacional para el
Consumo de los Trabajadores, estableciendo que para los



efectos de dicha ley se entenderá como trabajadores tanto a
los activos como a los pensionados o jubilados en los tér-
minos de la Ley del Seguro Social.

Además, se estima necesario adicionar un párrafo segundo
al artículo 10 de la Ley del Seguro Social  especificándose
que a los pensionados o jubilados se les podrá descontar
hasta el 10 por ciento diez por ciento de su pensión si su
importe equivale al salario mínimo, o hasta el 20 por cien-
to veinte por ciento si lo superara, para pago de créditos a
favor de Fonacot.

Por lo expuesto y fundado, se somete a la consideración de
esta Soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto que adiciona la fracción X al artículo 4 de la
Ley del Instituto del Fondo Nacional para el Consumo
de los Trabajadores y un párrafo segundo al artículo 10
de la Ley del Seguro Social

Artículo Primero. Se adiciona la fracción décima al artí-
culo 4 de la Ley del Instituto del Fondo Nacional para el
Consumo de los Trabajadores, para quedar como sigue:

Artículo 4. Para los efectos de esta ley, se entenderá por:

I. a IX …

X. Trabajadores: A los trabajadores en activo y a los
pensionados o jubilados en los términos de la Ley del
Seguro Social.

Artículo Segundo. Se adiciona un párrafo segundo al artí-
culo 10 de la Ley del Seguro Social, en los siguientes tér-
minos:

Artículo 10. … 

Los pensionados o jubilados, en los términos de esta ley,
podrán autorizar descuentos a sus pensiones para pago
de abonos para cubrir créditos otorgados o garantiza-
dos por el Instituto del Fondo Nacional para el Consu-
mo de los Trabajadores, destinados a la adquisición de
bienes de consumo o al pago de servicios. Estos des-
cuentos estarán precedidos de la aceptación que libre-
mente haya hecho el pensionado o jubilado y no podrán
exceder del 10 por ciento si el importe de la pensión
equivale al salario mínimo, o del 20 por ciento veinte
por ciento si fuera superior.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Dado en el salón de sesiones de la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, a 6 de septiembre de 2011.— Diputada Clara
Gómez Caro (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Trabajo y Previ-
sión Social y de Seguridad Social, para dictamen.

ARTICULO 3o. CONSTITUCIONAL

«Iniciativa que reforma el artículo 3o. de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del di-
putado Liev Vladimir Ramos Cárdenas, del Grupo Parla-
mentario del PAN

El suscrito Liev Vladimir Ramos Cárdenas, diputado fede-
ral a la LXI Legislatura, integrante del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional, con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, 6, numeral I, 77
y 78 y demás relativos y aplicables del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración del pleno de
esta honorable asamblea la siguiente iniciativa con proyec-
to de decreto, al tenor de la siguiente

Exposición de motivos

El Estado constitucional actual no puede entenderse sin la
existencia de los derechos fundamentales y su continua ex-
pansión en aras de proteger al mayor número posible de
ciudadanos. En ese marco es donde deben ceñirse los es-
fuerzos legislativos por ampliar la cobertura de estos dere-
chos pero también, buscar los mecanismos que garanticen
su exigibilidad procesal y su aplicación inmediata.

El derecho a la educación consagrado por nuestra Carta
Magna en su artículo 3 constitucional, es un derecho que
encierra dos aspectos, uno individual y otro eminentemen-
te social, éste último ha enfrentado las severas críticas de
aquellos que, en los derechos sociales, no advierten algo
más profundo que una mera retórica jurídica, derechos fal-
tos de contenido por la imposibilidad que representan en el
plano práctico, es decir, en muchas ocasiones las normas
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constitucionales que contienen derechos sociales no son
concebidas como verdaderos mandatos, vinculantes para
todas las autoridades, sino que representan más bien, reco-
mendaciones o programas que las autoridades deben ir ob-
servando según vayan pudiendo o que no deban violar de
forma manifiesta y grosera.1

Es evidente que, lejos de compartir las aseveraciones ante-
riores, creemos que existe una obligación de los órganos
gubernamentales por dotar de contenido, dirección y apli-
cación a dichos derechos fundamentales, máxime cuando
se trata del derecho a la educación pues a través de él, los
hombres y mujeres alcanzan la igualdad de oportunidades,
la libertad de pensamiento, se eliminan las fronteras de la
discriminación y la intolerancia y permite al ser humano al-
canzar su autonomía, constituye además el principal ins-
trumento con el que los marginados económica y social-
mente pueden salir de la pobreza y participar activamente
en sus comunidades, constituye un elemento imprescindi-
ble en la emancipación de la mujer, la protección de los
menores, de los derechos humanos y de la democracia.

La importancia de la educación pública, como un deber pa-
ra el Estado y un derecho fundamental para los ciudadanos,
ha dejado sentir su importancia desde los antecedentes más
remotos de la Constitucionalización de los derechos, así
por ejemplo, La Declaración de los Derechos del Hombre
y del Ciudadano de 1793, habla en su artículo 22 de que:
La educación es necesidad de todos. La sociedad debe es-
forzarse al máximo para favorecer el progreso de la razón
pública, y poner la educación pública al alcance de todos
los ciudadanos.2

Desde el constituyente de 1917 la axiología que guió la re-
dacción del artículo 3 constitucional, buscaba un Estado
educador que protegiera de esa forma la garantía de igual-
dad, pues de esta manera se protegía el derecho de todos
los mexicanos a acceder a la educación, pues una mente
instruida y educada es uno de los mayores placeres de la
existencia humana; nuestro artículo 3 engloba además un
propósito de igualdad social y una educación en defensa de
nuestra soberanía nacional, a la democracia como un siste-
ma de vida fundado en la igualdad económica, social y cul-
tural del pueblo, establece la rectoría del Estado en la edu-
cación básica y normal, respetando la garantía que tienen
los padres para decidir sobre el tipo y modalidades de la
educación para sus hijos, la garantía de legalidad al otorgar
y retirar reconocimiento de validez a los estudios hechos en
planteles particulares; la autonomía universitaria, la liber-
tad de cátedra, el libre examen y discusión de las ideas, en-

tre otros, son los pilares con los que se ha construido nues-
tro derecho fundamental a la educación que, sin embargo
admite nuevos elementos que sencillamente por el paso del
tiempo, no fue posible considerar en un inicio y que en
nuestros días con el avance de la ciencia y la tecnología es
preciso considerar.

El nuevo escenario mundial exige del Estado mexicano una
nueva actitud frente a los derechos fundamentales y socia-
les, no basta ahora sólo con no obstaculizar o limitar su
ejercicio, es necesario que los promueva en un marco ac-
tualizado y atento a los grandes cambios que se presentan
en el planeta, es indispensable que los poderes públicos de-
jen de ser percibidos como enemigos de los derechos fun-
damentales y comiencen a ser promotores de los mismos.

Por otra parte, nos encontramos en un momento de transi-
ción en lo que respecta al tema de ciencia, tecnología e in-
novación tanto por las iniciativas que ha habido en el tema,
como por el momento mundial en el que la economía se ba-
sa en el conocimiento, y hemos sido testigos del avance y
desarrollo que han tenido países que hace veinte años, en
similares circunstancias a las de México, decidieron apos-
tar por este camino.

En ese orden de ideas, la reforma constitucional que se pre-
senta, tratará de actualizar la redacción del artículo 3 cons-
titucional a una realidad tajante de hoy día, y que es el
avance tecnológico del que estamos siendo testigos y que,
aunque las disposiciones secundarias no son ajenas a esta
situación, nuestro texto constitucional no cuenta con la re-
dacción relativa que enuncie la incorporación de la ciencia
y la tecnología como pilares de la educación.

Si bien es encomiable lo que dice la Ley de Ciencia y Tec-
nología en su artículo 9 Bis, con las recientes reformas
aprobadas por esta Cámara de Diputados, lo ideal sería au-
mentar ese presupuesto paulatinamente para que no se es-
tanque, de acuerdo a la recomendación de la OCDE, lo que
podría reconducirse al establecer un compromiso para au-
mentar a 1.5% el porcentaje del PIB destinado a ese rubro
en los próximo 5 años.

La ciencia y la tecnología en el siglo XXI han adquirido un
nuevo rol para los Estados, sus economías y su supervi-
vencia, por ello y aunque se han presentado esfuerzos por
parte de todos los niveles de gobierno en la materia, es in-
dispensable elevar a rango constitucional la importancia
que la ciencia y la tecnología tienen en la educación, de tal
forma que logremos reestructurar la visión de México so-



bre la ciencia, la tecnología y la innovación para hacer de
este sector el propulsor de un desarrollo sustentable, gene-
rando una verdadera política de Estado que esté orientada
a las necesidades de alimentación, pobreza, salud, cambio
climático, energías renovables, etcétera.

Una política de Estado que tenga como premisa dejar de
ser consumidores de tecnología de otras naciones para ge-
nerarla en el nuestro, evitando el alto costo que ello impli-
ca, alrededor de 400 mil millones de pesos anuales, lo que
necesariamente atraería la inversión extranjera sobre nues-
tro país, pero esto sólo será posible si se genera un nuevo
pacto entre el Estado y las instituciones científicas, un
compromiso que atiendan los tres niveles de gobierno y
que afiance la visión empresarial que según el Programa
Especial de Ciencia y Tecnología 2008-2012 es aquella pa-
ra la que el conocimiento científico es fuente de riqueza
económica a través de su adquisición, rápida asimilación,
adaptación y en su caso, generación de nuevo conocimien-
to e innovación. Esta concepción considera al conocimien-
to como un recurso necesario para incrementar la competi-
tividad y para la creación de bienes y servicios que puedan
ser explotados mediante su comercialización.3

Para ello, es indispensable eliminar la visión cortoplacista,
para privilegiar una que prevea el crecimiento a largo pla-
zo, pues no podemos admitir como condición determinan-
te que el gasto que México hace en este sector va a la in-
versa que el gasto que hacen otras naciones con economías
similares en el mismo rubro, pues en los últimos veinte
años la inversión en la materia no creció ni al ritmo de sus
habitantes, ni al ritmo de sus necesidades.

Si no apoyamos esta iniciativa México se encontrará en un
alto grado de vulnerabilidad para atender todos los proble-
mas, desde los de salud, hasta los del narcotráfico pasando
por los problemas que tienen que ver con cambio climáti-
co, desastres naturales, falta de agua potable, ausencia de
fuentes de energía alternas al petróleo, escasa competitivi-
dad en nuestras empresas, crisis alimentarias y un largo et-
cétera.

Con esta iniciativa se trata de relacionar de la mejor mane-
ra posible, los contenidos y alcances de nuestros ordena-
mientos jurídicos como en este caso sería la Ley de Cien-
cia y Tecnología con los contenidos y alcances de nuestra
Constitución Política, es lo que algunos autores han llama-
do el proceso de constitucionalización del ordenamiento
jurídico y que se caracteriza por una Constitución extrema-
damente invasora, entrometida, capaz de condicionar tanto

a la legislación como a la jurisprudencia y el estilo doctri-
nal, la acción de los actores políticos así como las relacio-
nes sociales.4

Es en esa tesitura en la que se inserta la necesidad de que
actores políticos de todos los niveles utilicen las normas
constitucionales para argumentar y defender las opciones
políticas y de gobierno traducidas en las políticas públicas,
pues de esta manera se contribuye a consolidar la nueva vi-
sión del Estado Constitucional moderno, una visión que,
aunque sostiene que la Constitución debe ser concebida co-
mo una norma aplicable aquí y ahora y no como una reco-
mendación dirigida solamente a regular un futuro que pue-
de no hacerse nunca presente, hay que considerar que los
textos constitucionales contienen, en alguna medida, pre-
tensiones que en el momento de entrar en vigor pueden ser
consideradas utópicas. El carácter normativo de la Consti-
tución no supone negar que el poder constituyente haya
querido poner en el texto de la norma suprema sus aspira-
ciones de país, la forma que debería tener la sociedad des-
de su punto de vista.5

De ahí que es válido sostener que una Constitución contie-
ne dentro de sus disposiciones un marco referencial de lo
que una sociedad aspira a ser en el futuro, las metas y ob-
jetivos que deben lograr, por ello este tipo de reformas
constituyen los senderos que habremos de recorrer como
nación con el compromiso de heredar un mejor país a las
generaciones venideras.

En función de lo anterior, esta adición tiene como propósi-
to darle un carácter más vinculante a la tarea que el Estado
mexicano tiene de promover la investigación científica y
tecnológica en el país, por todas las razones que se han ma-
nifestado hasta ahora.

Por esa razón se incluyen como obligación del Estado, la
de invertir y promover, que son diferentes a apoyar sim-
plemente (como hasta ahora aparece) la investigación cien-
tífica y tecnológica. 

Al respecto la palabra apoyar encuentra los siguientes sig-
nificados: “Hacer que algo descanse sobre otra cosa; basar,
fundar; favorecer, patrocinar, ayudar”. Por su parte la pala-
bra invertir, admite las siguientes acepciones: “emplear,
gastar, colocar un caudal”. Finalmente la palabra promover
significa: “iniciar o impulsar una cosa o un proceso, pro-
curando su logro; tomar la iniciativa para la realización o
el logro de algo”.6
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Es decir, actualmente la obligación que tiene el Estado con-
siste únicamente en favorecer, fundar, acaso ayudar a la in-
vestigación científica y tecnológica, por las razones que se
contienen en esta exposición de motivos consideramos lo
más óptimo elevar la obligación del Estado, en tan delica-
da tarea como son las actividades científicas y tecnológi-
cas, a que se emplee, gaste y coloque un caudal del presu-
puesto en esta materia, pero además que se inicie o
impulsen estas actividades procurando su logro.

Otro aspecto importante que tiene esta iniciativa consiste
en la inclusión de la innovación como una de las activida-
des que el Estado mexicano deberá apoyar, invertir y pro-
mover pues la innovación complementa el círculo del de-
sarrollo tecnológico, además genera una plataforma de
conocimiento autosustentable, tiende a establecer una ca-
dena de desarrollo profesional de alta especialización y co-
adyuva a lograr la independencia tecnológica de productos
y servicios de alta tecnificación.

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en lo dis-
puesto por los artículos 71 fracción II de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y 77 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, someto a consideración
del pleno de esta H. Cámara de Diputados, la siguiente ini-
ciativa con proyecto de

Decreto por el que se  reforma la fracción V del artícu-
lo 3 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos

Único: Se reforma la fracción V del artículo 3 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos para
quedar como sigue:

Artículo 3o. Todo individuo tiene derecho a recibir educa-
ción. El Estado –federación, estados, Distrito Federal y
municipios–, impartirá educación preescolar, primaria y
secundaria. La educación preescolar, primaria y la secun-
daria conforman la educación básica obligatoria.

I. a IV.

V. Además de impartir la educación preescolar, primaria
y secundaria señaladas en el primer párrafo, el Estado
promoverá y atenderá todos los tipos y modalidades
educativos –incluyendo la educación inicial y a la edu-
cación superior– necesarios para el desarrollo de la na-
ción; además invertirá, promoverá y apoyará el de-
sarrollo de actividades científicas, tecnológicas y de

innovación, y alentará el fortalecimiento y difusión de
nuestra cultura. 

Transitorios

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación

Notas:

1 Carbonell, Miguel., Los Derechos Fundamentales en México, Po-
rrúa, 2005, p. 777

2 Declaración Universal de los Derechos del Hombre y del Ciudadano
de 1793 visible en

www.tendencias21.net/derecho/declaracion-de-los-derechos-del-hom-
bre-y-del-ciudadano-paris-1793_a48.html

3 Programa Especial de Ciencia y Tecnología 2008-2012. Visible en

www.siicyt.gob.mx/siicyt/docs/contenido/PECiTI.pdf

4 Estudios de teoría constitucional, México, IIJ-UNAM. Fontamara,
2003, p.153.

5 Carbonell, Miguel., obra citada, p. 58

6 Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española, visible en
http://buscon.raes.es/draeI/SrvltConsulta?TIPO_BUS=3&LEMA=,
consultado el 12 de agosto de 2011

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de septiembre de
2011.— Diputado Liev Vladimir Ramos Cárdenas (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen.

REGLAMENTO DE LA CAMARA DE DIPUTADOS

«Iniciativa que reforma el artículo 67 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, a cargo de la diputada Diva Hada-
mira Gastélum Bajo, del Grupo Parlamentario del PRI

Diva Hadamira Gastélum Bajo, integrante de la LXI Le-
gislatura del Congreso de la Unión por el Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional, en ejercicio



de la facultad que les confiere la fracción II del artículo 71
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, y de conformidad con lo dispuesto en los artículos 77
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración del pleno la presente iniciativa con proyecto
decreto, que adiciona el numeral 3 del artículo 67 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

Como integrantes de la LXI Legislatura, y en virtud de que
una de nuestras prioridades como diputados es el pleno
desarrollo del proceso legislativo, desde la presentación de
una iniciativa hasta su dictamen, debemos trabajar y legis-
lar para que este procedimiento se efectúe con arreglo a las
normas establecidas para ello, trabajando en los vacíos que
pueda haber en ellas.

Los asuntos turnados a las comisiones de la Cámara de Di-
putados son de gran importancia. Por ello consideramos
que el turno de las iniciativas para el caso de comisiones
unidas sea más específico, a fin de hacer más eficiente el
proceso de análisis, discusión y aprobación de las iniciati-
vas, dando celeridad a este procedimiento y evitando con
ello la confusión entre las comisiones a que se haya turna-
do la iniciativa, por ser impreciso cuál lleva el primer tur-
no.

En diversas ocasiones, como legisladores hemos visto que
este tipo de desacuerdos por cuestiones de turno hacen que
sea lento el proceso de dictamen, lo cual genera el rezago
legislativo, uno de los problemas que debemos erradicar.

Con la creación acertada del nuevo Reglamento de la Cá-
mara de Diputados se ha mejorado en gran porcentaje el
trabajo legislativo, mas quedan pequeños vacíos que se han
hecho notorios con la práctica y aplicación del Reglamen-
to en comento. Por ello consideramos importante subsanar
esos vacíos que quedaron con la creación de la norma.

Por lo anterior pongo a consideración del pleno de esta
asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adiciona el numeral 3 del artículo
67 del Reglamento de la Cámara de Diputados

Primero. Se adiciona el numeral 3 del artículo 67 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, para quedar como si-
gue:

Artículo 67.

1. El presidente podrá turnar los asuntos a una o más co-
misiones para efectos de

I. Dictamen;

II. Opinión; o

III. Conocimiento y atención.

2. El turno podrá implicar la realización de una o
más de las tareas señaladas en el numeral anterior.

3. En caso de que la iniciativa se turne a comisio-
nes unidas, se especificará cuál de ellas tendrá el
primer turno para la elaboración del dictamen.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro, a
6 de septiembre de 2011.— Diputada Diva Hadamira Gastélum Bajo
(rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Régimen, Reglamento y
Prácticas Parlamentarias, para dictamen.

LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO

«Iniciativa que reforma el artículo 69-E de la Ley Federal
de Procedimiento Administrativo, a cargo de la diputada
Norma Sánchez Romero, del Grupo Parlamentario del
PAN

La que suscribe Norma Sánchez Romero, diputada federal
a la LXI Legislatura, integrante del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional, con fundamento en lo esta-
blecido en la fracción II del artículo 71 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en los
artículos 6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración del honorable
Congreso de la Unión la siguiente iniciativa con proyecto
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de decreto por el que se modifica la fracción IV y se adi-
ciona un párrafo al artículo 69-E de la Ley Federal de Pro-
cedimiento Administrativo, en los términos siguientes:

Exposición de Motivos

I. Planteamiento del problema que la iniciativa preten-
da resolver

De acuerdo con informes de la Organización para la Coo-
peración y el Desarrollo Económicos (OCDE), los países
que imponen las cargas administrativas más bajas son
aquellos que tienen las tasas de productividad más altas, es
decir, si el gobierno deja de exigir a empresas y ciudadanos
el cumplimiento de una irrazonable cantidad de requisitos
y trámites para llevar a cabo sus actividades económicas,
estos pueden dedicar mayor tiempo y recursos a realizar di-
chas actividades productivas, en lugar de invertirlos en re-
solver complejos y costosos laberintos burocráticos.

Movido por la tendencia internacional por desregular la
carga administrativa a ciudadanos y empresas, desde hace
varios años nuestro país ha iniciado un decidido proceso de
mejora regulatoria y simplificación administrativa. Para el
periodo 2011-2012, estableció el compromiso, en conjunto
con la Secretaría de Economía, de bajar en 25% la carga
administrativa que se impone a través de los trámites fede-
rales a ciudadanos y empresarios.

Para conseguir dicha meta, el 15 de julio de 2011, fue pu-
blicado en el Diario Oficial de la Federación, el Acuerdo
que establece el calendario y los lineamientos para la pre-
sentación de los Programas de Mejora Regulatoria 2011-
2012, así como de los reportes periódicos de avances de las
dependencias y organismos descentralizados de la admi-
nistración pública federal, cuyo artículo octavo señala que
“la Cofemer realizará una consulta pública a fin de recabar
propuestas en materia de mejora regulatoria de los intere-
sados. Las propuestas deberán enviarse a Cofemer en es-
crito libre o a través de la liga electrónica http://www.cofe-
mer.gob.mx/pmr2011-2012”. Dicha disposición sienta las
bases para realizar la consulta pública sobre los planes y
programas.

Actualmente la Comisión Federal de Mejora Regulatoria
lleva a cabo consultas públicas para el diseño y mejora-
miento de regulaciones, proceso que la OCDE reconoce en
sus ‘Indicadores de los sistemas de administración regula-
toria’, como una de las fortalezas del entramado institucio-

nal de mejora regulatoria en México. Sin embargo, este
proceso se lleva a cabo únicamente respecto de las mani-
festaciones de impacto regulatorio que envían las depen-
dencias o entidades de la administración pública federal.

Lo anterior revela que, hasta que ha sido diseñado el plan
o programa de mejora regulatoria en el ámbito federal y ge-
nerado un proyecto de regulación mejorado, hasta entonces
se toma en consideración la opinión del ciudadano o em-
presario. En la práctica cotidiana para la realización de trá-
mites, se ha observado que, en muchas ocasiones, las ne-
cesidades de desregulación a que se enfrentan empresas y
ciudadanos en las ventanillas de atención, no coinciden con
lo planteado en los Planes y Programas de las dependencias
y entidades de la administración pública federal, por lo que
se considera fundamental considerar su opinión desde el
inicio del proceso de diseño de  la mejora regulatoria, es
decir, en la elaboración de dichos planes y programas, así
como en su ejecución. Dicha participación ciudadana per-
mitirá expresar sus necesidades y expectativas especial-
mente en términos de reducción de plazos y costos.

Por otro lado, si bien es cierto que el “acuerdo que estable-
ce el calendario y los lineamientos para la presentación de
los Programas de Mejora Regulatoria 2011-2012, así como
de los reportes periódicos de avances de las dependencias
y organismos descentralizados de la administración públi-
ca federal” contempla la figura de la consulta pública, lo
hace únicamente respecto del proceso 2011-2012, por lo
que a se considera imprescindible elevar dicha práctica al
nivel de atribución legal de la Comisión Federal de Mejo-
ra Regulatoria en la Ley Federal de Procedimiento Admi-
nistrativo, con los siguientes objetivos:

a) Dar continuidad a la política pública de incluir en los
procesos de mejora regulatoria la participación ciudada-
na mediante consultas públicas;

b) Dotar de permanencia institucional a dicho proceso;

c) Considerar siempre la opinión del ciudadano y las
empresas del país respecto de las mejoras que requiere
el orden jurídico, especialmente en lo concerniente a la
realización de trámites, y

d) Evitar la discrecionalidad de la autoridad respecto del
sometimiento a la opinión ciudadana de los planes y
programas de dependencias y entidades de la adminis-
tración pública federal.



Al respecto de la normatividad vigente, cabe señalar que el
último párrafo del artículo 69-D de dicha Ley únicamente
establece que “la Comisión Federal de Mejora Regulatoria
hará públicos los programas y reportes a que se refiere la
fracción II, así como las opiniones que emita al respecto”,
es decir, que, de acuerdo con la Ley, dichos programas y re-
portes únicamente se hacen públicos, pero no se establece
el mecanismo de consulta pública y las opiniones a que ha-
ce referencia el citad artículo, se entienden únicamente ver-
tidas por la propia Comisión; por otro lado, el artículo 69-
E relativo a las atribuciones de la Comisión tampoco
contempla dicha figura como mecanismo de participación
ciudadana en la mejora de los servicios que presta la Ad-
ministración Pública Federal.

Al respecto es importante destacar la relevancia que cobra
la participación ciudadana en el tema de la mejora regula-
toria, la cual ha sido explorada y demostrada a nivel inter-
nacional, e incluso, recogida en el Plan Nacional de Desa-
rrollo 2006-2012, el cual, en su apartado relativo a la
participación ciudadana, establece como estrategia 3.3.
“Fortalecer los mecanismos de participación ciudadana y
promoverlos en las dependencias y entidades de la Admi-
nistración Pública Federal. Esta estrategia busca impulsar
que los ciudadanos participen de forma activa en el moni-
toreo, el seguimiento y la evaluación de la gestión pública
con la finalidad de que estas acciones se traduzcan en me-
didas correctivas dentro de la función pública, ya sea en la
mejora de la administración o en la sanción ante actos de
corrupción”.

Por su parte, algunos los estados de la República Mexica-
na ya han adoptado en sus legislaciones, como política pú-
blica en materia de mejora regulatoria, la participación
ciudadana. Al respecto, me permito citar algunos ejemplos:

La Ley de Mejora Regulatoria para el Estado de Gua-
najuato y sus Municipios, establece en su artículo 9 que

“El Poder Ejecutivo contará con un Consejo de asesoría
y consulta en materia de mejora regulatoria

”…

”El Consejo estará integrado por representantes que per-
tenezcan a los sectores social, económico y académico,
y por los municipios.”

Asimismo, en su artículo 9 Bis, dicha Ley establece que el
consejo estará integrado por dependencias del ejecutivo fe-

deral, estatal y municipal, así como representantes de Con-
greso local y Poder Judicial y hasta cuatro representantes
de los sectores social, económico y académico vinculados
con la materia de mejora regulatoria.

Cabe destacar que, en la fracción VIII del citado artículo,
la ley señala una característica especial al incluir la partici-
pación en el consejo de un presidente municipal y un re-
presentante de los Consejos Municipales de Mejora Regu-
latoria que representen a cada una de las 6 regiones en que
se divide el municipio. 

Es decir, que la ley considera la opinión de los Consejos
Municipales del estado, los cuales, a su vez, están consti-
tuidos por representantes de la sociedad.

Dentro de las atribuciones señaladas en el artículo 9 Quá-
ter, se incluyen:

“I. Emitir opiniones y formular propuestas sobre la apli-
cación y orientación de las políticas públicas en materia
de mejora regulatoria, así como de la operación y fun-
cionamiento de los instrumentos de la ley;

”II. Analizar y proponer programas y acciones que inci-
dan en el cumplimiento de la ley;

”III. Impulsar la participación ciudadana en la elabora-
ción, actualización, ejecución y evaluación del Progra-
ma Estatal de Mejora Regulatoria, así como de los ins-
trumentos de la ley.”

La Ley de Mejora Regulatoria del Estado de Sonora, se-
ñala en su artículo 1, fracción II, que es objeto de la ley
establecer:

“II. El procedimiento de revisión, adecuación, mejora y
participación ciudadana, en la elaboración y aplicación
del marco regulatorio en las dependencias y entidades
de la Administración Pública Estatal y en los munici-
pios”.

Asimismo, su artículo 18, fracción V, señala que el Progra-
ma Estatal de Mejora Regulatoria tendrá entre otros objeti-
vos:

“Generar espacios de participación ciudadana en el pro-
cedimiento de elaboración y evaluación de regulacio-
nes”.
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Esta regulación establece con claridad la obligatoriedad,
por ministerio de Ley, de incorporar al ciudadano al ámbi-
to de la toma de decisiones en materia de mejora regulato-
ria.

• La Ley de Mejora Regulatoria del Estado de México y
sus municipios, señala en su artículo 1, fracción VI, que la
mejora regulatoria que se desarrolle deberá procurar que la
regulación del Estado:

“VI. Fomente la transparencia y proceso de consulta pú-
blica en la elaboración de la regulación.”

Asimismo el artículo 32, de la citada Ley, establece que
“La Comisión Estatal, y las Municipales en su caso, harán
públicos, en su portal de internet y/o por otros medios de
acceso público:

”I. Los programas anuales de mejora regulatoria;’

”II. Las propuestas de creación de disposiciones de ca-
rácter general o de reforma específica;

”III. Los estudios; y IV. Los dictámenes que emitan, con
las salvedades que establece la Ley de Transparencia y
Acceso a la Información Pública del Estado de México
y sus Municipios.

”Lo anterior, con el propósito de que los particulares
puedan formular comentarios, sugerencias u observa-
ciones. El Reglamento Estatal, y los municipales, en su
caso, establecerán los mecanismos mediante los cuales
los particulares podrán hacer efectivo este derecho.”

La Ley de Mejora Regulatoria de la Actividad Empre-
sarial del Estado de Hidalgo, señala:

“Artículo 5.- La mejora regulatoria como proceso siste-
mático y permanente en el Estado de Hidalgo, persigue:

”I.- La revisión del marco normativo con base en la
transparencia, la Consulta Pública y el análisis cuidado-
so de alternativas.”

En el caso de Hidalgo, el principio orientador de sus obje-
tivos es, en primer término, la Transparencia, seguida de la
Consulta Pública. Lo anterior obedece a la exigencia del
Estado por promover la democratización en el ejercicio de
la Administración Pública.

En atención a lo anteriormente expuesto, la suscrita dipu-
tada federal Norma Sánchez Romero, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Acción Nacional, somete a consideración
de esta honorable Cámara de Diputados la siguiente inicia-
tiva con proyecto de

Decreto por el que se modifica la fracción IV y se adi-
ciona un párrafo al artículo 69-E de la Ley Federal de
Procedimiento Administrativo

En los términos siguientes:

Único. Se agrega modifica la fracción IV y se agrega un
párrafo al artículo 69-E, de la Ley Federal de Procedi-
miento Administrativo para quedar como sigue:

Artículo 69-E. …

IV. Opinar los programas de mejora regulatoria de las
dependencias y los organismos descentralizados de la
administración pública federal y someterlos a consulta
pública a efecto de que los particulares puedan apor-
tar comentarios, sugerencias u observaciones. Esta
consulta podrá hacerse previamente a su aprobación
y después de su aplicación.

…

Para efectos de la consulta pública señalada en la
fracción IV, la Comisión deberá publicar los progra-
mas de mejora regulatoria por un período de 15 días
y, una vez que el período de consulta finalice, tendrá
30 días para procesar la información y evaluar la in-
corporación de los comentarios. En caso de que la
consulta pública se haga de la aplicación del progra-
ma se seguirá el mismo procedimiento.

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de septiembre de
2011.— Diputada Norma Sánchez Romero (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de la Función Pública, para dic-
tamen.



LEY GENERAL DE SALUD

«Iniciativa que reforma el artículo 62 de la Ley General de
Salud, a cargo de la diputada Diva Hadamira Gastélum Ba-
jo, del Grupo Parlamentario del PRI

Diva Hadamira Gastélum Bajo, diputada de la LXI Legis-
latura del honorable Congreso de la Unión, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional, en ejercicio de la facultad que les confiere la frac-
ción II del artículo 71, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, y de conformidad con lo
dispuesto en los artículos 77 y 78 , del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración del pleno de
la Cámara de Diputados la presente iniciativa con proyec-
to de decreto que reforma el artículo 62 de la Ley General
de Salud al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos

La mortalidad materna representa un problema de salud na-
cional, debido a que cada año cobra miles de vidas de mu-
jeres embarazadas que carecen de seguro social o incluso
de atención médica de calidad que les permita llevar un
embarazo de forma segura.

De acuerdo a los especialistas en la materia, la mortalidad
materna se puede presentar durante el embarazo, el parto o
el puerperio, etapas en las cuales la mujer debe someterse
a una serie de cuidados intensivos y revisiones médicas es-
trictas que permitan estabilizar tanto los cambios hormona-
les como fisiológicos, producto del embarazo.

El derecho a la protección de la salud es uno de los pre-
ceptos constitucionales que debe ser reforzado por las au-
toridades competentes; la razón principal de esta necesi-
dad, la falta de personal médico calificado y de tecnología
que permita brindar atención médica puntual y de calidad
para la población.

Las medidas que en los últimos años ha implementado el
gobierno federal, hasta el momento han permitido que de-
terminados sectores de la población como son los menores
de edad, las mujeres embarazadas y los adultos mayores,
cuenten con un seguro popular que les permita gozar de una
mejor calidad de vida, sin embargo aún no es suficiente.

Conocedora de los alcances y beneficios que aporta el se-
guro popular a la población de escasos recursos, resulta in-
minente puntualizar uno de los problemas que aún siguen

aquejando a las mujeres embarazadas, la mortalidad mater-
na. Por lo que considero necesario instaurar programas de
salud que tengan por objeto brindar atención médica a las
mujeres embarazadas desde los primeros días del embara-
zo hasta cuarenta días después del parto, que tenga como
resultado una medida preventiva para reducir la muerte
prematura de mujeres; estableciendo medidas que permitan
vigilar y garantizar un embarazo saludable, así como crear
programas de atención y orientación integral durante el
embarazo, el parto y el puerperio, siendo estas las princi-
pales acciones que deban emprenderse, pues con ello no
sólo se buscará optimizar la calidad de vida de las mujeres
y niños, sino también el nivel de atención médica.

Al referirnos a una atención y orientación integral, necesa-
riamente estamos solicitando que el personal y las institu-
ciones de salud, estén comprometidos a brindar un servicio
médico de calidad durante y después del embarazo.

En México, la participación de parteras y/o comadronas
tradicionales en la atención, antes, durante y después del
parto es muy importante, ya que alrededor de 30 por cien-
to de los partos son atendidos por parteras, y hasta 100 por
ciento en comunidades con mayor población indígena. Por
lo que es necesario que estos programas de salud incluyan
la capacitación para estas personas que se dedican a auxi-
liar a las mujeres embarazadas.

El objeto de establecer programas destinados al cuidado
del embarazo en sus tres etapas, evitando con ello que mi-
les de mujeres mueran por la falta de información.

Desde el punto de vista médico, las tres etapas por las que
la mujer transita son: el embarazo, el parto y el puerperio. 

El embarazo tiene lugar a partir de que se da la fecundación
hasta el momento del parto, esto es después de que el pro-
ducto de la concepción se ha desarrollado durante cuaren-
ta y dos semanas de gestación en el útero materno.

El parto también denominado nacimiento, comprende el
borramiento y dilatación del cuello uterino; el descenso y
nacimiento del producto; y el alumbramiento de la placen-
ta. 

El puerperio es una de las etapas más peligrosas para la
mujer, ya que durante los primeros cuarenta días después
del parto debe cuidarse, pues existe la posibilidad de que
sufra algún tipo complicación que pueda llevarla a la muer-
te.
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Una de las principales razones por las cuales en el país no
existe una cultura de la salud durante el embarazo, es pre-
cisamente por la falta de programas que orienten a las pa-
rejas para ejercer de manera libre, responsable e informada
sobre el número y espaciamiento de sus hijos. Por lo que la
presente iniciativa busca implementar soluciones viables e
inmediatas al problema de la mortalidad materna, tema que
por demás interesa a las autoridades competentes. El pro-
pósito, brindar a la mujer y a las nuevas generaciones una
mejor calidad de vida en los distintos órdenes.

Ante la prevalencia de ordenamientos jurídicos que salva-
guardan los derechos de la madre como del producto de la
concepción, resulta inminente la creación de mecanismos
nacionales que den cabal cumplimiento a lo dispuesto por
los mismos.

La Convención de los Derechos del Niño ante el tema de la
mortalidad materna, refiere en su artículo 24, número 2, in-
ciso a), lo siguiente:

Artículo 24.

1…

2. Los estados parte asegurarán la plena aplicación de
este derecho y, en particular, adoptarán las medidas
apropiadas para:

a) Reducir la mortalidad infantil y en la niñez; 

…

…

…

…

…

3…

4…

Precepto al cual los estados parte, entre ellos México, de-
berán dar cabal cumplimiento para reducir las tasas de
mortalidad infantil, resultado de una atención médica in-
oportuna durante el embarazo.

La Conferencia Internacional sobre la Población y el Desa-
rrollo, en su capítulo VII. Derechos reproductivos y salud
reproductiva, inciso A, párrafo primero y tercero, precisa:

“La salud reproductiva es un estado general de bienes-
tar físico, mental y social en todos los aspectos relacio-
nados con el sistema reproductivo y con sus funciones y
procesos. Ello lleva implícito el derecho del hombre y la
mujer a obtener información y tener acceso a métodos
de su elección seguros, eficaces, aceptables y económi-
camente asequibles en materia de planificación de la fa-
milia, así como a otros métodos de su elección para la
regulación de su fecundidad, que no estén legalmente
prohibidos, y el derecho de la mujer a tener acceso a los
servicios de atención de la salud que propicien los em-
barazos y los partos sin riesgos. La atención de la salud
reproductiva incluye la salud sexual, cuyo objetivo es el
desarrollo de la vida y de las relaciones personales.

…

Se exhorta a todos los países a que se esfuercen por fa-
cilitar los servicios de salud reproductiva, mediante el
sistema de atención primaria de la salud, a todas las per-
sonas de edad apropiada lo antes posible y a más tardar
para el año 2015. Esa atención debería incluir, entre
otras cosas: asesoramiento, información, educación, co-
municaciones y servicios en materia de planificación de
la familia; educación y servicios de atención prenatal,
partos sin riesgos, y atención después del parto, en par-
ticular la atención de la salud materno-infantil y la pro-
moción de la lactancia materna; prevención y trata-
miento de la infertilidad, interrupción del embarazo, de
conformidad con lo indicado en el párrafo 8.25; trata-
miento de las infecciones del aparato reproductor, las
enfermedades de transmisión sexual y otras afecciones
de la salud reproductiva, e información, educación y
asesoramiento en materia de sexualidad humana, salud
reproductiva y paternidad responsable.”

…

Surge en ese sentido la necesidad de implementar estrate-
gias en materia de salud reproductiva, tendiente a imple-
mentar campañas informativas y de atención médica inte-
gral que orienten a las parejas en proceso de concepción, a
efecto de reducir el número de embarazos no deseados y
abortos. Para lo cual es necesario que los gobiernos estata-
les y municipales coadyuven.



De acuerdo a la Norma Oficial Mexicana NOM-007-
SSA2-1993, atención de la mujer durante el embarazo, par-
to y puerperio y del recién nacido. Criterios y procedi-
mientos para la prestación del servicio, define a la muerte
materna de la manera siguiente:

“Muerte materna: es la que ocurre en una mujer mientras
está embarazada o dentro de los 42 días de la terminación
del mismo, independientemente de la duración y lugar del
embarazo producida por cualquier causa relacionada o
agravada por el embarazo o su manejo, pero no por causas
accidentales o incidentales.”

Precisar los alcances de la mortalidad materna, permitirá
puntualizar qué áreas de la medicina serán las encargadas
de proveer la atención necesaria, y por lo tanto exhortar a
aquéllas que no cuentan con los requisitos de salubridad,
que eleven el nivel de atención.

De acuerdo a los últimos datos arrojados por el Instituto
Nacional de Estadística y Geografía (Inegi), la tasa de mor-
talidad materna en el país es de 6.2 muertes por cada 10 mil
nacimientos.

Por lo que es importante que a través de la Secretaría de
Salud se establezca una partida presupuestal que permita la
creación de estos programas de salud y capacitación a ni-
vel nacional para erradicar el problema de mortalidad ma-
terna.

Proveer a la población de atención médica de calidad, y en
particular a las mujeres embarazadas, es uno de los objeti-
vos a alcanzar, pues es un fenómeno que difícilmente pue-
de ser contrarrestado, si no existen medidas preventivas
que reduzcan el índice de mortandad en el país.

Por lo anterior, pongo a consideración del pleno de esta ho-
norable asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 62 de la Ley
General de Salud con la finalidad de reducir el índice
de mortalidad durante el embarazo, el parto y el puer-
perio.

Único. Se reforma y adiciona el artículo 62 de la Ley Ge-
neral de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 62. En los servicios de salud se promoverá la cre-
ación de programas que brinden capacitación, orientación
y atención materno-infantil durante el embarazo, el parto y

el puerperio, así como la organización institucional de co-
mités de prevención, a efecto de conocer, sistematizar y
evaluar el problema y adoptar las medidas conducentes pa-
ra reducir el índice de mortalidad materna.

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de septiembre de 2011.— Di-
putada Diva Hadamira Gastélum Bajo (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

LEY PARA LA PROTECCION DE LOS DERECHOS
DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES

«Iniciativa que reforma el artículo 14 de la Ley para la Pro-
tección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, a
cargo de la diputada Diva Hadamira Gastélum Bajo, del
Grupo Parlamentario del PRI

La suscrita, diputada federal Diva Hadamira Gastélum Ba-
jo, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional de la LXI Legislatura del honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en
la fracción II del artículo 71 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, así como en los artículos 6,
numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración de esta honorable Cámara de
Diputados la iniciativa con proyecto de decreto por el que
adiciona un inciso E al artículo 14 de la Ley para la Pro-
tección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes al
tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El interés superior de la infancia, previsto en los artícu-
los 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y 1o., 3o., apartado A, 4o. y 45 de la Ley pa-
ra la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Ado-
lescentes, se refiere, por una parte, a la atención que debe
brindar el Estado a efecto de garantizar su desarrollo psi-
cológico, cognoscitivo y físico, y por otro lado al respeto a
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la dignidad y pleno ejercicio de los derechos de las niñas,
niños y adolescentes. 

Asimismo el Estado mexicano ha ratificado diversos trata-
dos internacionales en la materia. De conformidad con lo
previsto en la Convención sobre los Derechos del Niño,
“todas las acciones relacionadas con la infancia debe-
rán tener como consideración prioritaria el interés su-
perior del niño, y sus derechos deben garantizarse sin
discriminación de ningún tipo”.

En este sentido el artículo 19 de la Convención America-
na sobre Derechos Humanos señala que “todo niño tie-
ne derecho a las medidas de protección que su condi-
ción de menor requieren por parte de su familia, de la
sociedad y del Estado”. Y el artículo 31 puntualiza: 

Artículo 31

1. Los Estados parte reconocen el derecho del niño al
descanso y el esparcimiento, al juego y a las activi-
dades recreativas propias de su edad y a participar li-
bremente en la vida cultural y en las artes. 

…

Por su parte, el Poder Judicial de la Federación se ha
pronunciado respecto al interés superior de la niñez: 

Número de registro: 172,003
Tesis aislada
Materia(s): Civil
Novena Época
Instancia: Primera Sala
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gace-
ta
XXVI, julio de 2007
Tesis: 1a. CXLI/2007
Página: 265
Interés superior del niño: Su concepto

En términos de los artículos 4o. de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos; 3 de la Conven-
ción sobre los Derechos del Niño (ratificada por Méxi-
co y publicada en el Diario Oficial de la Federación el
25 de enero de 1991); y 3, 4, 6 y 7 de la Ley para la Pro-
tección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescen-
tes, los tribunales deben atender primordialmente al in-
terés superior del niño, en todas las medidas que tomen

concernientes a éstos, concepto interpretado por la Cor-
te Interamericana de Derechos Humanos (cuya compe-
tencia aceptó el Estado mexicano el 16 de diciembre de
1998 al ratificar la Convención Interamericana de Dere-
chos Humanos) de la siguiente manera: “la expresión
interés superior del niño [...]  implica que el desarrollo
de éste y el ejercicio pleno de sus derechos deben ser
considerados como criterios rectores para la elaboración
de normas y la aplicación de éstas en todos los órdenes
relativos a la vida del niño”.

Amparo directo en revisión 908/2006. 18 de abril de 2007.
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudi-
ño Pelayo. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Vi-
llegas. Secretario: Heriberto Pérez Reyes.
En el Plan Nacional de Desarrollo 2007-2012, uno de los
compromisos asumidos por el Titular del Poder Ejecutivo
Federal contemplado en la sección Igualdad de Oportu-
nidades señala:

3.7. Familia, niños y jóvenes

Objetivo 20. Promover el desarrollo sano e integral de la
niñez mexicana garantizando el pleno respeto a sus dere-
chos, la atención a sus necesidades de salud, alimentación,
educación y vivienda, y promoviendo el desarrollo pleno
de sus capacidades.

Por lo anterior, el objetivo que persigue la presente inicia-
tiva consiste en señalar en el marco legal, la obligación
del Estado consistente en establecer áreas de recreación
para las niñas, niños y adolescentes a efecto de fomen-
tar una cultura de prevención de los diversos fenóme-
nos sociales que actualmente aquejan a nuestra socie-
dad, sin menoscabo de las atribuciones que en estos
propósitos competen a otras dependencias. 

En relación con lo anterior, existen cifras alarmantes, se-
gún datos de la Junta Internacional de Fiscalización de
Estupefacientes (JIFE), organismo autónomo de la ONU;
en su informe de 2010, sitúa a México como la principal
puerta de entrada de droga hacia Estados Unidos y asevera
que el uso indebido de drogas en nuestro país va en ascen-
so, lo que fomenta el crecimiento del narcotráfico. 

Además los niños ya comienzan a consumir drogas a
edades más tempranas que van entre los 10 o los 12 años,
constituyendo un nuevo mercado de inhalables, cocaína,
marihuana, metanfetaminas y heroína.



La marihuana, la cocaína y los inhalantes, en ese orden, si-
guen siendo las principales sustancias de consumo y desa-
fortunadamente en 2009, 449 personas fallecieron debido
al consumo de cocaína, un 90 por ciento más que en
2008. 

En cuanto a los actos delictivos cometidos por menores de
edad se han incrementado de forma alarmante debido a la
pobreza familiar, el creciente nivel de desempleo y la falta
de oportunidades para millones de infantes y jóvenes. Este
fenómeno social provoca la incursión de los jóvenes en
el crimen organizado. 

Según la Red por los Derechos Humanos de la Infancia
aproximadamente 3 mil menores han sido detenidos en
México por delitos relacionados con el narcotráfico des-
de diciembre de 2006. La organización también estima
que otros 30 mil menores estarían cooperando con grupos
criminales; y reporta que las bandas de narcotraficantes
reclutan en promedio a 8 mil 700 niños cada año desde
diciembre de 2006.

Este análisis también asevera que de diciembre de 2006 a
octubre de 2010 murieron entre mil 60 y mil 200 meno-
res en enfrentamientos, y que entre 2009 y 2010 se in-
crementó 34 por ciento el número de adolescentes
arrestados.

De acuerdo con datos del informe Infancia y conflicto ar-
mado en México, se dio a conocer que la incidencia de
adolescentes que forman parte de la delincuencia son jóve-
nes de entre 15 y 17 años de edad. Asimismo en este in-
forme se incluye el resultado de una encuesta aplicada a
alumnos de secundaria y las cifras son contundentes; ya
que muestran, que el 60.9 por ciento de los alumnos ha si-
do insultado, 49 por ciento asaltado, 29 por ciento gol-
peado, 28.4 por ciento amenazado, 25.7 por ciento ex-
cluido y el 1.68 por ciento ha sufrido abuso sexual por
sus compañeros. 

Tan sólo por citar un ejemplo, según datos de la Subpro-
curaduría de Averiguaciones Previas Centrales de la
Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal,
en esta circunscripción se ha registrado un aumento del
25 por ciento de los delitos cometidos por menores de
edad; a la mayor parte de los jóvenes se les acusa por la
comisión de los delitos de homicidio, abuso sexual, se-
cuestro y lesiones a terceros con armas de fuego o punzo-
cortantes.

En consecuencia, el Centro de Estudios Económicos del
Sector Privado (CEESP) señala que el costo de la insegu-
ridad en México sobrepasa 15 por ciento del PIB.

Por ello reitero que la prevención es parte esencial de la
prevención del delito. Si apoyamos a los jóvenes y los
orientamos, seguramente no adoptarán actitudes criminó-
genas. 

Respecto a los embarazos no deseados, la Secretaría de
Salud informa que el 18 por ciento de los embarazos en
México son de una mujer menor de 20 años lo que re-
percute en su salud y desarrollo. El Fondo de las Nacio-
nes Unidas para la Infancia (Unicef) agrega que el em-
barazo a temprana edad representa una de las principales
causas de muerte en esta etapa de la vida.

Otro fenómeno alarmante es el incremento desmedido del
estrés. Al respecto, el director del Instituto Mexicano de la
Juventud ha señalado que sí en el 2030 los jóvenes mexi-
canos no generan una cultura de ahorro y conciencia,
no habrá sistema de seguridad social que alcance. Asi-
mismo, entre el 15 y 20 por ciento de los jóvenes sufren
depresión o ansiedad (datos de la Encuesta Nacional de
Epidemiología Psiquiátrica en México).

El principio rector de la iniciativa que se presenta radica en
adoptar una cultura de prevención real, encaminada a cre-
ar conciencia, adoptar nuevas conductas y una actitud res-
ponsable y de pleno respeto por la protección de los meno-
res y su entorno. Este compromiso implica una
cooperación colectiva en donde cada ciudadano sea capaz
de modificar situaciones que coadyuvan con la dinámica
social en los procesos de desarrollo. 

No olvidemos que los costos de la prevención siempre se-
rán inferiores a los que genera la erradicación.

Por los argumentos anteriormente vertidos, podemos dedu-
cir que en este momento nuestra infancia vive una nueva
etapa en la que debemos apoyarlos en su desarrollo inte-
gral, ya que este sector representa la base del crecimiento
económico, político, social y cultural de nuestro país. 

Como legisladores   tenemos   la   enorme   responsabili-
dad de generar  sinergias  que garanticen el desarrollo inte-
gral, cualitativo y equitativo de las niñas, niños y jóvenes;
ya que como acertadamente señaló Nana Mouskouri: Es
importante cuidar a la infancia, porque los niños son el
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futuro de nuestro planeta y muchas veces no nos acor-
damos de ello.

Por lo expuesto y con fundamento en lo dispuesto por la
fracción II del artículo 71 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, se somete a consideración de
esta honorable asamblea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se adiciona un inciso E al artículo 14
de la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas,
Niños y Adolescentes

Único. Se adiciona un inciso E al artículo 14 de la Ley
para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes para quedar como sigue: 

Artículo 14. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a
que se les asegure prioridad en el ejercicio de todos sus de-
rechos, especialmente a que:

A. Se les brinde protección y socorro en cualquier cir-
cunstancia y con la oportunidad necesaria. 

B. Se les atienda antes que a los adultos en todos los ser-
vicios, en igualdad de condiciones. 

C. Se considere el diseñar y ejecutar las políticas públi-
cas necesarias para la protección de sus derechos. 

D. Se asignen mayores recursos a las instituciones en-
cargadas de proteger sus derechos.

E. Cuenten con espacios sanos de esparcimiento para
fomentar su desarrollo integral. 

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro, a
6 de septiembre de 2011.— Diputada Diva Hadamira Gastélum Bajo
(rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Atención a Grupos Vulnera-
bles, para dictamen.

LEY DE LA COMISION NACIONAL
DE LOS DERECHOS HUMANOS

«Iniciativa que reforma el artículo 6o. de la Ley de la Co-
misión Nacional de los Derechos Humanos, a cargo de la
diputada Diva Hadamira Gastélum Bajo, del Grupo Parla-
mentario del PRI

La suscrita, Diva Hadamira Gastélum Bajo, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional en la LXI Legislatura del Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto en la fracción II del artículo 71
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, así como en los artículos 6, numeral 1, 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, somete a considera-
ción de la Cámara de Diputados iniciativa con proyecto de
decreto por el que se adiciona una fracción XV, recorrién-
dose el orden de la subsecuente, al artículo 6o. de la Ley de
la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, al tenor
de la siguiente:

Exposición de Motivos

El 10 de junio del año en curso se publicó en el Diario Ofi-
cial de la Federación una serie de reformas constituciona-
les en materia de derechos humanos, que representan el ini-
cio de una innovación nacional que coloca a México como
un país de vanguardia en la materia.

Las principales inclusiones de esta reforma son

• Se modificó la denominación del capítulo I del título
primero de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, “Garantías individuales”, por “De los
derechos humanos y sus garantías”. Esta designación es
renovadora y armónica con la terminología del derecho
internacional. Además, señala la obligación de todas las
autoridades de prevenir, investigar, sancionar y reparar
las violaciones de los derechos humanos, y prevé la ex-
pedición de una ley de reparación del daño que permita
adecuar la legislación a los estándares internacionales.

• Queda prohibida la discriminación por causa de “pre-
ferencias sexuales”.

• Respecto al artículo 3o. constitucional, la educación
que imparta el Estado radicará en el respeto a los dere-
chos humanos.



• Se eleva a rango constitucional la figura de “asilo po-
lítico” y se reconoce el “derecho de refugio” por razo-
nes de carácter humanitario.

• Se incluye en el artículo 18 de la ley suprema el res-
peto de los derechos humanos como un principio rector
del sistema penitenciario así como de la reinserción so-
cial.

• Se incorpora al sistema jurídico el principio de “pro
derecho”; y se otorga mayor certeza en los casos en que
tenga que aplicarse la suspensión de derechos.

• Se adiciona la fracción X del artículo 89 constitucio-
nal, para incluir como principios de la política exterior
del Estado mexicano “el respeto, la protección y pro-
moción de los derechos humanos”.

• Se obliga a los servidores públicos que no acepten re-
comendaciones de la Comisión Nacional de los Dere-
chos Humanos o de las comisiones estatales a fundar y
motivar su negativa, así como a hacerla pública.

• Las comisiones de derechos humanos podrán conocer
quejas en materia laboral. Solamente quedan dos mate-
rias excluidas: asuntos electorales y los jurisdiccionales.

• Se establece un mecanismo de consulta pública para la
elección del titular de la Comisión Nacional de los De-
rechos Humanos, así como para los miembros del Con-
sejo Consultivo.

• Se faculta a la Comisión Nacional de los Derechos Hu-
manos, previa solicitud del titular del Poder Ejecutivo
federal, el gobernador de una entidad federativa, del
Congreso de la Unión, de las legislaturas locales o del
jefe del gobierno del Distrito Federal, o bien cuando así
lo considere la propia comisión, para realizar la investi-
gación de violaciones graves de los derechos humanos.
Es importante señalar que con antelación esta prerroga-
tiva recaía en la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Una inclusión que me parece de suma trascendencia es la
prerrogativa prevista en el artículo 105 de la Constitución
Política referente a que la Comisión Nacional de los Dere-
chos Humanos podrá ejercitar acciones de inconstituciona-
lidad contra leyes federales, estatales y del Distrito Federal
que vulneren los derechos humanos reconocidos en los tra-
tados internacionales de que México sea parte.

Es importante recordar que la Comisión Nacional de los
Derechos Humanos surgió por decreto presidencial el 6 de
junio de 1990 y hasta el 13 de septiembre de 1999 no se re-
formó el artículo 102, Apartado B, de la Constitución Polí-
tica a efecto de dotar a este organismo de autonomía de
gestión y presupuestaria, así como de personalidad jurídica
y patrimonio propios; cuyo fin esencial es la protección,
observación, promoción, estudio y divulgación de los de-
rechos humanos previstos por el orden jurídico mexicano.

Con la reforma judicial de fecha 31 de diciembre 1994 se
incorporaron al derecho procesal constitucional las accio-
nes de inconstitucionalidad, las cuales fueron estructuradas
para garantizar la aplicación de la Constitución y la certi-
dumbre del orden jurídico; razones por las cuales no se re-
quiere la existencia de un agravio directo ni de un interés
jurídico en particular para dar inicio al procedimiento.

Esta reforma, en materia procesal y supremacía constitu-
cional, representa un avance significativo encaminado a
fortalecer el estado de derecho, garantizando el pleno ejer-
cicio de las libertades de los ciudadanos y fortaleciendo a
la Suprema Corte de Justicia de la Nación como un tribu-
nal constitucional que tiende a proteger los efectos erga
omnes. Además, con esta reforma se han evitado conflictos
entre las instituciones.

En consecuencia, el Congreso de la Unión, consciente del
dinamismo social, decidió conferir a la Comisión Nacional
de los Derechos Humanos legitimación para ejercer accio-
nes de inconstitucionalidad contra las leyes que contraven-
gan los derechos humanos consagrados en la Carta Magna.

De conformidad con lo previsto en el artículo octavo tran-
sitorio de la presente reforma, considero oportuno incluir
expresamente en la ley de referencia esta facultad. El pre-
cepto jurídico referido dice a la letra:

Octavo. El Congreso de la Unión adecuará la Ley de la
Comisión Nacional de los Derechos Humanos en un
plazo máximo de un año, contado a partir del inicio de
la vigencia de este decreto.

Con esta inserción se impulsarán temas de gran relevancia
para fortalecer el tejido social y fomentar la cultura de la
legalidad. 

Por otra parte, se modificó el párrafo octavo del Apartado
B del artículo 102 de la Carta Magna, a efecto de cambiar
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la expresión “presidente de la Comisión Nacional de los
Derechos Humanos” por la de “titular de la Presidencia de
la Comisión Nacional de los Derechos Humanos”, con el
propósito de evitar circunscribir al género masculino este
cargo y que dicha disposición continúe siendo excluyente
y discriminatoria.

No debemos olvidar que el Programa de las Naciones Uni-
das para el Desarrollo, la Convención sobre Eliminación de
Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, la
Plataforma de Acción de Beijing, el artículo 4o. constitu-
cional y la Ley General para la Igualdad entre Mujeres y
Hombres conciben la equidad de género como un requisito
del desarrollo y un asunto imprescindible de derechos hu-
manos y de justicia social. Es decir, la inversión en la pro-
moción de la equidad de género es vital no sólo para mejo-
rar las condiciones económicas, sociales y políticas de la
sociedad sino para lograr una ciudadanía integral y una de-
mocracia más sólida.

De igual forma, esta reforma constitucional responde a la
necesidad de incorporar la visión de género en nuestro
marco jurídico para promover los derechos humanos y la
obligación del Estado mexicano de ser garante de la equi-
dad.

En congruencia con lo anterior propongo que estas modifi-
caciones se incorporen, a través de un artículo transitorio,
a la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Huma-
nos y a todos los ordenamientos a que se haga referencia de
este término.

Con fundamento en lo dispuesto en la fracción II del artí-
culo 71 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, se somete a consideración de esta asamblea el
siguiente proyecto de

Decreto por el que se adiciona una fracción XV, reco-
rriéndose el orden de la subsecuente, al artículo 6o. de
la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Huma-
nos

Único. Se adiciona una fracción XV, recorriéndose el or-
den de la subsecuente, al artículo 6o. de la Ley de la Co-
misión Nacional de los Derechos Humanos, para quedar
como sigue:

Artículo 6o. La Comisión Nacional tendrá las siguientes
atribuciones:

…
…
…

XIV. Proponer al Ejecutivo federal, en los términos de
la legislación aplicable, la suscripción de convenios o
acuerdos internacionales en materia de derechos huma-
nos;

XIV Bis. La observancia del seguimiento, evaluación y
monitoreo, en materia de igualdad entre hombres y mu-
jeres;

XV. Ejercer la acción de inconstitucionalidad contra
leyes de carácter federal, estatal y del Distrito Fede-
ral, así como de tratados internacionales celebrados
por el Ejecutivo federal y aprobados por el Senado
de la República, que vulneren los derechos y en los
tratados internacionales de que México sea parte, de
conformidad con lo previsto en la fracción II, inciso
g), del artículo 105 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos.

XVI. Las demás que le otorguen la presente ley y
otros ordenamientos.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Se modifica la denominación “presidente de la
Comisión Nacional de los Derechos Humanos” por la de
“titular de la Presidencia de la Comisión Nacional de los
Derechos Humanos”. En consecuencia, se reforma la pre-
sente ley, así como todas las disposiciones en que se cite
esta denominación.

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro, a
6 de septiembre de 2011.— Diputada Diva Hadamira Gastélum Bajo
(rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Derechos Humanos, para
dictamen.



ARTICULO 4o. CONSTITUCIONAL

«Iniciativa que reforma el artículo 4o. de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la di-
putada Diva Hadamira Gastélum Bajo, del Grupo Parla-
mentario del PRI

La suscrita, diputada Diva Hadamira Gastélum Bajo, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional de la LXI Legislatura del honorable Congreso
de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en la fracción
II, del artículo 71, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, así como en los artículos 6, numeral 1,
77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete
a consideración de esta honorable Cámara de Diputados la
iniciativa con proyecto de decreto por el que se adiciona un
último párrafo al artículo 4o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El pasado 25 de junio de 2002 fue publicada en el Diario
Oficial de la Federación la Ley de los Derechos de las Per-
sonas Adultas Mayores que tiene por objeto garantizar el
ejercicio de sus derechos, así como establecer las disposi-
ciones para su cumplimiento, incluyendo la política públi-
ca nacional para la observancia de los estos derechos.

Por su parte, el artículo 4o. fracción V de la Ley de Asis-
tencia Social prevé que son sujetos de asistencia social, los
adultos mayores en desamparo, incapacidad, marginación
o sujetos a maltrato.

En el ámbito internacional, México asistió a la Asamblea
Mundial sobre Envejecimiento en 1994, a la Cumbre de
Población del Cairo y a la Cumbre Mundial sobre Desa-
rrollo Social en Copenhague, en 1995, en las cuales se
comprometió a desarrollar instrumentos jurídicos, econó-
micos, sociales y culturales que favorecieran el desarrollo
de las personas de edad avanzada. 

De igual forma, la Organización de las Naciones Unidas
(ONU), en su resolución 46/91, aprobó los Principios en
Favor de las Personas de Edad exhortando a los gobiernos
a que los incorporasen en sus programas nacionales; en
particular el numeral 2 que a la letra dice:

“2. Las personas de edad deberán tener la oportuni-
dad de trabajar o de tener acceso a otras posibilida-
des de obtener ingresos.”

La Organización Panamericana de la Salud (OPS), en la
XXV Conferencia Sanitaria Panamericana (1998), instó a
los estados miembros a que establecieran políticas, planes,
programas y servicios nacionales para las personas adultas
mayores, haciendo hincapié en los servicios de promoción
de la salud y atención primaria. 

Los derechos de las personas de la tercera edad en relación
con el Pacto Internacional de Derechos Económicos, So-
ciales y Culturales postula como una prerrogativa el que
los adultos mayores puedan tener acceso a un nivel de vi-
da adecuado. 

Subsiguientemente en 2002, las ONU llevó a cabo la se-
gunda Asamblea Mundial de Envejecimiento en Madrid,
donde aprobaron el plan de acción internacional con énfa-
sis en el “envejecimiento exitoso”, en el marco de una nue-
va cultura social positiva de la vejez, seguridad económica,
acceso a la participación laboral, social y educativa. 

Por lo anterior es un hecho que la finalidad de los linea-
mientos internacionales consiste en crear un entorno en el
que las cualidades de las personas de la tercera edad sean
reconocidas y se subsanen sus necesidades básicas. 

Por su parte el titular del Poder Ejecutivo federal, en el
Plan Nacional de Desarrollo 2007-2012, en el Eje 3.
Igualdad de oportunidades reconoce la obligación del
estado consistente en propiciar la existencia de la igual-
dad de oportunidades, en particular para aquellos que
constituyen los grupos vulnerables como es el caso de
los adultos mayores.

En el plan aludido se estipulan las estrategias 17.4 y
17.9 en materia de adultos mayores que aseveran:

“Estrategia 17.4.  Aprovechar la experiencia de los
adultos mayores, generando las oportunidades que les
permitan desarrollarse en actividades productivas de re-
levancia para su comunidad.

Con el propósito de estimular la generación de empleos
para este sector de la población, se ofrecerán estímulos
fiscales a las empresas que den empleo a adultos mayo-
res que desean continuar su vida de manera productiva.

Además, se impulsarán acciones que permitan aprove-
char la experiencia de estos adultos y que, al mismo
tiempo, les generen un ingreso adicional para que pue-
dan hacerle frente al empobrecimiento progresivo que
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padecen, producto del desempleo o de la insuficiencia
de su pensión o jubilación.

…

Estrategia 17.9. Dar prioridad a las vertientes de apoyo ali-
mentario y nutricional de los programas del gobierno con
responsabilidades en esta materia.

Se consolidarán las políticas públicas de apoyo alimentario
con acciones integrales y articuladas que permitan atender
con más oportunidad y eficacia a la población vulnerable
en el campo y las ciudades: personas en condición de po-
breza alimentaria, niños en situación de calle, adultos ma-
yores de 70 años en desamparo. En este esfuerzo los niños
serán el objetivo más importante, pues la desnutrición in-
fantil, además de ser origen de daños que pueden durar to-
da la vida, genera un círculo vicioso de enfermedades.”

Delimitando el objeto de estudio de la presente iniciativa es
importante señalar que según datos del Consejo Nacional
de Población (Conapo), existen 9.4 millones de personas
mayores de 60 años, que representan 8.5 por ciento de la
población, de los que 4.4 millones se encuentran en edad
productiva y se prevé que para las próximas décadas uno
de cada tres mexicanos pertenecerá a este grupo, y que 85
por ciento necesitará apoyo para tener un nivel de vida
aceptable al que todo ciudadano en este país tiene derecho
constitucionalmente. Estas cifras se incrementarán 12.5
por ciento en 2020 y a 28 por ciento en 2050.

Desafortunadamente en nuestro país 82.9 por ciento de los
adultos mayores de 65 años sufren algún grado de pobreza
y por ende carecen de una fuente de ingreso. Además son
objeto de abuso, maltrato y despojo. 

El Instituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi) en
materia económica, advierte que 42.7 por ciento de los
adultos mayores depende del ingreso familiar, 20.3 por
ciento de un salario, 13.4 por ciento de una pensión, 10 por
ciento del dinero de un familiar con quien no vive y 7 por
ciento combinan su pensión y la renta de un departamento.
Por lo anterior, los tres niveles de gobierno deben imple-
mentar estrategias tendientes a satisfacer las necesidades
básicas de nuestros adultos mayores, debido a que, de
acuerdo con los estudios del Consejo Nacional de Pobla-
ción, México sólo cuenta con una década para implemen-
tar estrategias encaminadas a subsanar las demandas socia-
les del envejecimiento. 

Las proyecciones son claras respecto al avance de la tran-
sición demográfica, mientras nuestro país envejece, crece
la desatención y el maltrato hacia los adultos mayores. Al
respecto, el Instituto de Geriatría de la Secretaría de Salud,
señala que de cada 9 personas de la tercera edad, una vive
sola y de ellos, 2 de cada 5, tienen más de 80 años de edad.
Además los asilos gubernamentales y otros centros de
atención son insuficientes. 

Según datos del Consejo Nacional para Prevenir la Discri-
minación (Conapred), en México más de una de cada cua-
tro personas de 60 años ha sentido que sus derechos no han
sido respetados por su edad; y 66 por ciento considera di-
fícil recibir apoyos del gobierno. 57.8 por ciento está de
acuerdo o muy de acuerdo en que los derechos de los adul-
tos mayores no son respetados y 58.1 por ciento cree que la
sociedad no ayuda a la población adulta mayor porque no
conoce sus problemas.

En este orden de ideas, la violencia hacia el adulto mayor
presenta cifras preocupantes. De acuerdo con la estadística
de mortalidad general por edad, según sexo y condición de
violencia familiar del Instituto Nacional de Estadística y
Geografía (Inegi), en 2009, 12 mil 650 personas de la ter-
cera edad (8 mil 834 varones y 3 mil 816 mujeres), murie-
ron a causa de violencia familiar. 

Al respecto, la Declaración de Toronto para la prevención
del maltrato a personas mayores, signada el 17 de noviem-
bre del 2002, define la violencia hacia el adulto mayor co-
mo “la acción única o repetida, o la falta de respuesta apro-
piada, que ocurre dentro de cualquier relación donde exista
una expectativa de confianza y la cual produzca daño o an-
gustia a una persona anciana. Puede ser de varios tipos: fí-
sico, psicológico/emocional, sexual, financiero o simple-
mente reflejar un acto de negligencia intencional o por
omisión”.

La Organización Mundial de la Salud (OMS) refiere que es
una violación de los derechos humanos y una causa impor-
tante de lesiones, enfermedades, pérdida de productividad,
aislamiento y desesperación. 

Por lo tanto no podemos continuar siendo omisos ante esta
situación, ya que a nivel institucional también se ejerce
violencia en contra del adulto mayor al no garantizarle el
pleno ejercicio de sus derechos y al no contar con el perso-
nal especializado que sea sensible para entender que nues-
tros adultos mayores requieren un trato especial porque sus
condiciones así lo demandan. De hecho, la Comisión Na-



cional de los Derechos Humanos (CNDH) ha sostenido en
reiteradas ocasiones que la vulnerabilidad por razones de
edad requiere de atención especial y acciones focalizadas. 

En consecuencia es momento de redoblar esfuerzos y no
escatimar para lograr que nuestros adultos mayores tengan
una calidad de vida digna, ya que la vejez no es una etapa
culminante, sino la cúspide del ser humano, pues la sabi-
duría y experiencia que se adquieren con la edad represen-
tan factores fundamentales para la sociedad. 

Por ende, el objetivo que persigue la presente iniciativa ra-
dica en elevar a rango constitucional la protección de los
derechos de los adultos mayores. 

Si en el artículo 4o. constitucional hemos incluido la equi-
dad de género, el derecho a la salud, el derecho a una vi-
vienda digna, la organización y desarrollo de la familia, el
acceso a un medio ambiente adecuado, los derechos de los
niños, así como el acceso a la cultura; por qué no incluir las
prerrogativas de nuestros adultos mayores. 

Compañeros legisladores, no olvidemos que tenemos una
deuda pendiente con las personas de la tercera edad, quie-
nes sufren el abandono, la despreocupación y la margina-
ción en que la sociedad y el gobierno los ubica.

No tengo la menor duda de que si nos comprometemos a
mejorar la calidad de vida de nuestros adultos mayores, los
resultados se verán reflejados en nuestro futuro. 

Quiero compartir con ustedes una expresión de un adulto
mayor: “No son los años los que nos hacen viejos, sino los
daños” y esta locución es una de las muchas razones que
hoy me motiva a exponer en esta, la máxima tribuna de la
nación este tema.

Es momento de que tengamos presente que el respeto, el
reconocimiento y la dignidad no decrecen con el tiempo,
no olvidemos que en décadas formaremos parte de este
sector.

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en lo dis-
puesto por la fracción II del artículo 71, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, se somete a la
consideración de esta asamblea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se adiciona un último párrafo al ar-
tículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos. 

Único. Se adiciona un último párrafo al artículo 4o. de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 4o. …

…

…

…

…

…

…

…

…

…

Los adultos mayores tienen derecho a que se les garan-
tice su integridad, dignidad, certeza jurídica, salud, ali-
mentación, familia, educación, trabajo y asistencia so-
cial. 

Transitorios

Único. El presente decreto entrará en vigor a los noventa
días de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de septiembre de 2011.— Di-
putada Diva Hadamira Gastélum Bajo (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen.
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LEY PARA LA PROTECCION DE LOS DERECHOS
DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES

«Iniciativa que reforma el artículo 21 de la Ley para la Pro-
tección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, a
cargo de la diputada Diva Hadamira Gastélum Bajo, del
Grupo Parlamentario del PRI

Diva Hadamira Gastélum Bajo, diputada de la LXI Legis-
latura del honorable Congreso de la Unión, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional, en ejercicio de la facultad que le confiere la fracción
II del artículo 71 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, y de conformidad con lo dispuesto en
los artículos 77 y 78  del Reglamento de la Cámara de Di-
putados, somete a consideración del pleno de la Cámara de
Diputados la presente iniciativa con proyecto de decreto
que reforma y adiciona el artículo 21 de la Ley para la
Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adoles-
centes al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos

En los últimos años se ha venido registrado una práctica
poco común entre los jóvenes que consiste en grabar las
heridas que se autoinfligen en el cuerpo, por lo que el nú-
mero de visitas de los sitios web que exhiben este material
ha alcanzado un número considerable, al ser bien recibido
por los usuarios, quienes en ocasiones se atreven a calificar
el grado de intensidad de las imágenes exhibidas.

La gravedad de esta práctica, mejor conocida como “cut-
ting”, radica en el hecho de que la integridad física, psí-
quica y emocional, por la que se ha venido luchado a favor
de los jóvenes, se ve afectada por este tipo de conductas o
“modas” que se difunden con gran rapidez entre la pobla-
ción.

Tratar de prevenir este fenómeno y brindar atención espe-
cializada para los jóvenes y padres de familia es uno de los
principales objetivos que busca la presente iniciativa, ya
que debemos evitar que la exhibición en la red de este tipo
de materiales, los cuales carecen de valores y principios
éticos, que en los últimos años han incrementado en gran
porcentaje la mortalidad juvenil, ya que al realizar de ma-
nera reiterativa estas conductas terminan  derivando en el
suicidio.

Proteger a los jóvenes del país, a través de programas y
centros de apoyos que brinden atención psicológica y psi-

quiátrica de calidad, permitirá reducir el problema que
aqueja a esta población, en tanto las autoridades compe-
tentes lo hagan de manera oportuna y responsable.

Aun cuando la principal justificación al tema sea los cam-
bios que presentan los jóvenes durante la adolescencia, ha-
blando en términos médicos, la realidad es que el cutting se
debe en la mayoría de los casos principalmente a la tensión
y falta de comunicación que se vive en el entorno familiar;
existen otros factores que pueden influenciar a estas con-
ductas en menor porcentaje, como pueden ser los proble-
mas en la escuela, la pareja, los amigos, por no ser acepta-
dos en algún grupo de su interés; o bien en el entorno
social, al ser discriminados. 

Cierto es que los jóvenes mayores de dieciocho años no se
encuentran exentos de incurrir en estas prácticas, claro es
que a quienes directamente afecta es a los menores de
edad, ante la falta de conciencia respecto del daño que se
ocasionan al reincidir en este tipo de patrones. Por tanto,
buscar alternativas que promuevan el sano crecimiento y
desarrollo de las nuevas generaciones, permitirá su dismi-
nución y por ende erradicación.

Es importante recalcar que estos apoyos también deben ir
dirigidos a los padres de familia, ya que ellos deben apoyar
y educar a sus hijos de manera consciente y responsable, en
virtud de ser la familia el principal núcleo donde se recibe
la educación, y que desgraciadamente, en los últimos tiem-
pos se ha deteriorado.

De acuerdo a las estadísticas del Instituto Nacional de Es-
tadística y Geografía (Inegi), con motivo del Día Interna-
cional de la Juventud de 2011, el 6 por ciento de los varo-
nes entre 15 y 29 años muere a causa de lesiones
autoinflingidas intencionalmente; en cambio la población
femenina representa el 5.1 por ciento. 

Por lo antes expuesto, se somete a consideración del pleno
de esta honorable asamblea, la siguiente iniciativa con pro-
yecto de 

Decreto que reforma el artículo 21 de la Ley para la
Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adoles-
centes

Único. Se reforma el artículo 21 de la Ley para la Protec-
ción de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes para
quedar como sigue:



Artículo 21. Niñas, niños y adolescentes tienen el derecho
a ser protegidos contra actos u omisiones que puedan afec-
tar su salud física o mental, su normal desarrollo o su de-
recho a la educación en los términos establecidos en el ar-
tículo 3o. constitucional, recibir apoyo psicológico para
quienes reincidan en la práctica de lesiones no suicidas,
mejor conocida como “cutting”. Las normas establecerán
las formas de prever y evitar estas conductas. Enunciativa-
mente, se les protegerá cuando se vean afectados por:

A. El descuido, la negligencia, el abandono, el abuso
emocional, físico y sexual, la difusión de material que
atente contra la integridad física y psíquica, y la
reincidencia en la realización de esta práctica.

B. La explotación, el uso de drogas y enervantes, el se-
cuestro y la trata.

C. Conflictos armados, desastres naturales, situaciones
de refugio o desplazamiento, y acciones de reclutamien-
to para que participen en conflictos armados.

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción. 

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro, a
6 de septiembre de 2011.— Diputada Diva Hadamira Gastélum Bajo
(rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Atención a Grupos Vulnera-
bles, para dictamen.

ARTICULO 3o. CONSTITUCIONAL

«Iniciativa que reforma el artículo 3o. de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del di-
putado José Manuel Agüero Tovar, del Grupo Parlamenta-
rio del PRI

El suscrito, José Manuel Agüero Tovar, integrante del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional
de la LXI Legislatura de la Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión, con fundamento en lo dis-

puesto en los artículos 135, en relación con el 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos; 6, numeral 1, fracción I, y 77 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración de esta so-
beranía la presente iniciativa con proyecto de decreto que
adiciona un tercer párrafo al artículo 3o. de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Antecedentes

La educación en México es un derecho consagrado por el
artículo 3o. de la Carta Magna; declara que la educación
impartida por el Estado debe ser gratuita, laica y obligato-
ria para todos los habitantes del país.

La Secretaría de Educación Pública (SEP), dio a conocer
que en el ciclo escolar 2011-2012 regresarán a las aulas
más de 27 millones 600 mil estudiantes en más de 234 mil
escuelas públicas y privadas y más de un millón 200 mil
maestros de los niveles preescolar, primaria, secundaria,
capacitación para el trabajo y normalistas reanudaran acti-
vidades y se le agrega a estos números 15 mil 400 plante-
les de bachillerato y profesional técnico, así como poco
más de seis mil instituciones de educación superior que ya
iniciaron clases.

La vida en las escuelas es un tema regido por reglamentos
internos para el funcionamiento de cada una de las institu-
ciones. Con el paso del tiempo, se han establecido normas
jurídicas que constituyen el derecho de la educación, ex-
presando los anhelos y necesidades de nuestro país.

Temas sociales, culturales, físicos, deportivos, entre otros
son impartidos en las escuelas, estableciendo periodos de
recesos para descanso, convivencia y alimentación para los
alumnos.

La escuela es como un segundo hogar y como tal, es el lu-
gar donde pasan varias horas estudiando y aprendiendo,
pero también jugando y divirtiéndose en los momentos li-
bres como el recreo.

La interacción entre el gran número de personas que con-
forman una escuela, invariablemente generan accidentes,
representando un importante problema para el personal y
los alumnos, significando para la escuela y autoridades un
trastorno que puede tener consecuencias muy serias. Un
docente que atiende a un alumno accidentado abandona al
resto del grupo; se pierden horas de clases y se altera el
funcionamiento de la Institución.
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Actualmente, este tema ha tomado especial importancia a
partir del aumento de la violencia en los juegos de los es-
tudiantes, por lo que es fundamental brindarles un lugar
con instalaciones seguras y personal capacitado para pro-
porcionarles los primeros auxilios, en caso de accidentes.

El objetivo de esta iniciativa es que el personal académico
de las Instituciones educativas esté calificado para atender
los accidentes que ocurren en las mismas, logrando la par-
ticipación activa del recurso humano que trabaja y toman-
do conciencia de la necesidad del cambio de actitud frente
a los accidentes, generando conductas de autorresponsabi-
lidad y respeto.

Consideraciones

Son contados los alumnos que no sufren accidentes duran-
te el ciclo escolar, la gran mayoría llega a tener alguna le-
sión en la piel: se raspa, se quema, se golpea en la cabeza,
pierde el conocimiento, padece esguinces, fracturas o algu-
na lesión ocular.

En algunos casos no son los estudiantes culpables de los
accidentes, sino las precarias condiciones estructurales de
las Instituciones: escaleras lisas e irregulares, deterioradas
o sin pasamanos, en suelos resbalosos, con huecos, terre-
nos con precarias condiciones para realizar actividades re-
creativas, materiales de desecho en el suelo e inadecuado
mantenimiento de instalaciones deportivas.

Además, no todas las Instituciones cuentan con planes
educativos orientados a la prevención de accidentes,  los
que cuentan con ellos se limitan a dar información a los
menores y no a trabajar en forma periódica sobre el cam-
bio de actitudes y prácticas.

Los maestros deben establecer planes claros de supervisión
de las actividades recreativas, la orientación oportuna por
parte del maestro puede llevar al alumno a no asumir ries-
gos innecesarios.

Hay que tomar conciencia que los accidentes en los niños
conforman un serio problema, ya que son la principal cau-
sa de muerte en niños de uno a catorce años. En este rango
de edad, existen más muertes por lesiones que por otra cau-
sa; tomando las precauciones necesarias en todos los ámbi-
tos, los accidentes pueden evitarse.

Cito como ejemplo las escaleras: es allí donde frecuente-
mente ocurren accidentes, debido a la tendencia natural

que tienen los niños a subirse y colgarse en las rejas de pro-
tección o a jugar en ellas; ocasionan amontonamientos so-
bre todo al bajar, provocando caídas y lesiones entre ellos.

Lo ideal es que cada instituto educativo cuente con el per-
sonal debidamente capacitado en primeros auxilios, es de-
cir, cada escuela debería contar con una enfermería con
personal suficiente para brindar atención médica ante cual-
quier situación. Presupuestalmente hablando, esto tiene un
impacto significativo en los ramos de Salud y Educación;
desafortunadamente, la situación económica actual del
país, no favorece su implementación.

La propuesta consiste en capacitar en primeros auxilios,
como mínimo al 20 por ciento de la plantilla escolar de ca-
da Institución Educativa, logrando que ante cualquier acci-
dente, el profesorado esté en condiciones de otorgar aten-
ción médica de manera inmediata y oportuna al alumno
accidentado.

Con la confianza de que la presente iniciativa contribuirá a
fortalecer la educación y la salud en las instituciones edu-
cativas del país, someto a consideración de esta soberanía,
la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto que adiciona un párrafo tercero al artículo 3o.
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos

Artículo 3o. Todo individuo tiene derecho a recibir educa-
ción. El Estado –federación, estados, Distrito Federal y
municipios–, impartirá educación preescolar, primaria y
secundaria. La educación preescolar, primaria y la secun-
daria conforman la educación básica obligatoria.

La educación que imparta el Estado tenderá a desarrollar
armónicamente, todas las facultades del ser humano y fo-
mentará en él, a la vez, el amor a la patria, el respeto a los
derechos humanos y la conciencia de la solidaridad inter-
nacional, en la independencia y en la justicia.

El Estado tendrá la obligación de capacitar en primeros
auxilios, cuando menos al 20 por ciento de la plantilla
escolar de cada institución educativa, para salvaguar-
dar la integridad física de estudiantes, personal admi-
nistrativo y académico.

I. a VIII. …



Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de septiembre de 2011.— Di-
putado José Manuel Agüero Tovar (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen.

LEY GENERAL DE DESARROLLO SOCIAL

«Iniciativa que reforma el artículo 50 de la Ley General de
Desarrollo Social, a cargo del diputado Elpidio Desiderio
Concha Arellano, del Grupo Parlamentario del PRI

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, frac-
ción II, y 72 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, así como los artículos 6 numeral 1, frac-
ción I, 76 fracción II, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, quien suscribe, diputado a la LXI Legislatu-
ra por el Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional, Elpidio Desiderio Concha Arellano, somete a
la consideración del pleno de la Cámara de Diputados del
Honorable Congreso de la Unión, la presente iniciativa con
proyecto de decreto por la que se reforma la fracción IX del
artículo 50 de la Ley General de Desarrollo Social, al tenor
de la siguiente

Exposición de Motivos

El desarrollo social de acuerdo con expertos como Sara
María Ochoa León, es un proceso de promoción del bie-
nestar de las personas en conjunción con un proceso diná-
mico de desarrollo económico, que a través del tiempo de-
be implicar el mejoramiento de las condiciones de vida de
la población para satisfacer sus necesidades fundamentales
de salud, educación, nutrición, vivienda, vulnerabilidad,
seguridad social, empleo, salarios; permitiendo reducir la
pobreza y la desigualdad en el ingreso.1

En tanto, la pobreza2 es considerada como una condición
socioeconómica y política en la que las personas viven con
muy bajos niveles de bienestar, condición que impone di-

ferencias entre distintas sociedades a su interior, entre dis-
tintas, regiones, comunidades, y grupos humanos, como
entre naciones.

En el caso de México, ha implicado darse los marcos lega-
les, instituciones y acciones necesarias para promover la
participación de todos los actores del país e ir dando res-
puestas de solución a las problemáticas en esta materia; a
través de armonizar leyes, políticas públicas, así como pro-
gramas sociales, focalizados tanto en educación y salud,
entre otros, para atender a grupos específicos como es el
caso de comunidades en zonas de alta y muy alta margina-
ción.

En el año de 2004, se crea la Ley General de Desarrollo
Social, determinando las obligaciones del Estado Mexica-
no para proponer, implementar y evaluar la política de de-
sarrollo social a través de un conjunto de acciones cuyo
quehacer busca contribuir a la construcción de acuerdos
entre los distintos grupos sociales, los tres órdenes de go-
bierno y, asimismo, articular y complementar los progra-
mas sociales.

La ley, tiene sus bases en nuestra Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, tanto por lo dispuesto en el
artículo 25 como en el artículo 26, relativos a la garantía de
que el desarrollo nacional sea integral y que, a través del
fomento al crecimiento económico, al empleo, al equitati-
vo reparto del ingreso y la riqueza, se permita el ejercicio
de la libertad y la dignidad de los individuos y grupos so-
ciales.

La Ley General de Desarrollo Social, por su carácter gene-
ral, define los objetivos de la política nacional en la mate-
ria, regula las obligaciones de los tres niveles de gobierno,
establece las instituciones responsables en el ámbito de fi-
nanciamiento, señala los lineamientos y criterios, determi-
nando que los programas, fondos y recursos destinados se-
an considerados prioritarios y de interés público, los cuales
son sujetos de evaluación y no podrán sufrir disminuciones
en su montos.

Asimismo, es importante señalar que los miembros de la
Cámara de Diputados como parte del Congreso de la
Unión, cuentan con la facultad constitucional de contribuir
a la planeación nacional, tal como lo establece el artículo
73 en su fracción XXIX-D, a saber: 

“Artículo 73. El Congreso tiene facultad:
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XXIX-D. Para expedir leyes sobre planeación nacional
del desarrollo económico y social, así como en materia
de información estadística y geográfica de interés na-
cional”; 

Ahora bien, en México, los problemas generados por la
pobreza se han visto agravados a causa de los desastres na-
turales; también a una mala administración, una gestión
poco eficiente, honesta y transparente de los responsables
de las instituciones públicas, propiciándose entre otras con-
secuencias la falta capacidad para coadyuvar en la genera-
ción de condiciones para crear empleos, favoreciendo la
economía informal, la migración laboral a otras regiones
dentro y fuera del país por falta de opciones.

De acuerdo con datos del Instituto Nacional de Estadística
y Geografía, en los últimos años la economía ha crecido a
una tasa media anual de apenas el 1.2%.3 Organismos in-
ternacionales como la Comisión Económica para América
Latina y el Caribe (CEPAL), también ofrecen sus cifras.4

Entre el año de 2000 a 2010 casi se ha triplicado la canti-
dad del Presupuesto de Egresos de la Federación, al pasar
de 1 billón 195 mil millones de pesos en el año 2000, a 3
billones 176 mil millones en el año 2010,5 y para el 2011 a
3 billones 438 mil millones,6 persistiendo los mismos pro-
blemas.

Para el año 2000 el Foro Económico Mundial ubicó a Mé-
xico en el lugar 42 en competitividad. Con base en su “Re-
porte Global de Competitividad 2010-211”, el país perdió
24 posiciones al quedar en 2010 en la posición 66 de 139
países, de bajo de países de la región como Chile, Barba-
dos, Panamá y Costa Rica.7

Al respecto del índice de Desarrollo Humano medido por
la ONU, en el año 2000, México ocupaba el lugar 54 de en-
tre 173 naciones a pesar de las políticas de asistencialismo
y de los recursos económicos canalizados a ellas, nuestro
país en el año de 2010 ocupó el lugar 56 de entre 169 paí-
ses, después de Chile, Argentina, Uruguay y Panamá.8

De acuerdo con el Consejo Nacional de Evaluación de la
Política de Desarrollo Social (Coneval) y los resultados
preliminares de la Cuenta Pública 2008, entre los años de
2005 y 2008 el gasto en el desarrollo social se incremento
38.5%; solamente en éste último año, dicho incremento fue
del 59.2%, sin embargo; el número de pobres se incremen-
to en 5.9 millones de personas entre 2006 y 2008.9

Así, para el 2008 México tenía 50.6 millones de pobres de
patrimonio, al publicar el INEG en 2009 la información de
los resultados de la Encuesta Nacional de Ingresos y Gas-
tos de los Hogares (ENIGH 2008), es decir, no contaban
con un ingreso suficiente para satisfacer sus necesidades de
salud, de educación, de alimentación, de vivienda, de ves-
tido y de transporte público, aún si dedicaran la totalidad
de sus recursos económicos a este propósito.10



En abril de 2010, el Banco Mundial, dio a conocer un in-
forme señalando que, producto de la crisis económica y fi-
nanciera de 2009 en México, además de los millones de
pobres ya existentes, se sumaron el año pasado 5 millones
más, lo cual fue confirmado por el actual Secretario de Ha-
cienda.11

De acuerdo al informe de resultados de la revisión de la
cuenta pública de 2008 de la Auditoria Superior de la Fe-
deración (ASF), los programas específicos de subsidio no
se destinaron exclusivamente a la población en condicio-
nes de pobreza y marginación;12 y se presentaron serias de-
ficiencias en el padrón de beneficiarios del Programa
Oportunidades, indicado también que el ingreso medio dia-
rio de la población mexicana más pobre es inferior a un dó-
lar.13

Por lo que se refiere a la Fiscalización de la Cuenta Públi-
ca 2009, la Auditoría Superior de la Federación, hace notar
que el Coneval en este año realizó el inventario de 145 pro-
gramas de desarrollo social, que en conjunto con la Secre-
taría de Hacienda y Crédito Público y la Secretaría de la
Función Pública, implicó la realización de 191 evaluacio-
nes.

De estas evaluaciones, se desprendieron 30 recomendacio-
nes de carácter general, cuyo grado de agregación, en con-
sideración de la Auditoría Superior de la Federación no
permite verificar de manera específica cuántas y cuáles re-
comendaciones fueron dirigidas a los programas, a las me-
tas y a las acciones de la política de desarrollo social, ni ve-
rificar cuántas y cuáles fueron para corregirlos,
modificarlos, adicionarlos, reorientarlos y suspenderlos to-
tal o parcialmente. Aunado a lo anterior, el consejo no dis-
puso la información que permita medir la contribución de
la evaluación de los programas sociales en la mejora de los
procesos de planeación, operación, ejecución y evaluación
de la política de desarrollo social.14

Respecto de la “Evaluación de los Programas Federales
2009-2010”, que elabora el Coneval, cerca de 45 de los
principales programas federales del área de desarrollo so-
cial presentan fallas y debilidades, entre los programas se
encuentran: Procampo, Alianza para el Campo, Proárbol,
Primer Empleo, Apoyo y Fomento al Empleo, Productivi-
dad, Enciclomedia, Fonart, Vivienda Rural, entre otros. En
estos programas, es constante la ausencia de mecanismos
de medición para conocer si las acciones que se realizan
son efectivas, la inexistencia o inexactitud de cifras de po-

blación objetivo limita la focalización del subsidio e inclu-
so hay carencia de diagnósticos que permita la eficacia en
la planeación.15

Por su parte, la Ley General de Desarrollo Social contem-
pla en el proceso de planeación, ejecución y la valoración
del desarrollo social, tanto a los grupos sociales beneficia-
rios, los responsables de implementar la política de desa-
rrollo social y los organismos externos, previendo la cons-
trucción del Sistema Nacional de Desarrollo Social como
un mecanismo permanente de concurrencia, colaboración,
coordinación y concertación de los gobiernos; federal, de
las entidades federativas y municipios, así como los secto-
res social y privado.

En relación a los órganos responsables, en el Sistema, se
estableció la creación de la Comisión Nacional de Desa-
rrollo Social encargada de integrar las acciones de los tres
niveles de gobierno desde el ámbito de los municipios, es-
tados y federación.16

Por mandato de ley, se publicó el decreto que regula la ac-
tuación, integración, atribuciones y alcances de la Comi-
sión, determinándose en su tercer considerando que, tiene
entre sus funciones, proponer políticas públicas de desa-
rrollo social, criterios para la planeación y ejecución de las
políticas y programas de desarrollo social en los ámbitos
estatal, regional y municipal, así como los programas esta-
tales y regionales en el marco de los instrumentos de pla-
neación del desarrollo social.17

Esta comisión, es presidida por el titular de la Sedesol, e in-
tegrada por los 32 titulares responsables del desarrollo so-
cial de los gobiernos de las entidades federativas; por los
presidentes de las comisiones de Desarrollo Social de las
Cámaras de Diputados y de Senadores; por un representan-
te de cada una de las asociaciones nacionales de autorida-
des municipales, y por los titulares de las secretarías de
Desarrollo Social; Educación Pública; Salud; Trabajo y
Previsión Social; Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural,
Pesca y Alimentación, y Medio Ambiente y Recursos Na-
turales. 

En este sentido, la comisión es considerada como una ins-
tancia de participación y coordinación de esfuerzos de los
tres órdenes de gobierno y del Poder Legislativo para co-
adyuvar en la definición e instrumentación de la política
nacional de desarrollo social para la superación de la po-
breza.
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Así, por consenso de las distintas fuerzas políticas al crear-
se la ley, esta Comisión forma parte del esfuerzo para for-
talecer el diseño de la política en la materia, a partir de una
visión estratégica.

La Comisión Nacional de Desarrollo Social, en la Ley Ge-
neral de Desarrollo Social, es la expresión misma del espí-
ritu del Federalismo a través de la concurrencia de los tres
órdenes de gobierno entre otros actores, la cual apoya en el
diseño de las políticas públicas.

Es de suma importancia la labor de la Comisión ya que du-
rante el periodo de septiembre de 2009 al mes de agosto de
2010, revisó temas como, el Informe de Resultados de la
Evaluación de la Política de Desarrollo Social, el Presu-
puesto de Egresos de la Federación para 2010, así como el
Cambio Climático y la medición de la pobreza.18

Desde mi perspectiva, esta Comisión debe potencializar y
coadyuvar aún más con su participación, siendo importan-
te destacar que dada la retroalimentación que pueden apor-
tar tanto los gobiernos de los estados, municipios y secre-
tarios de estado vinculados a temas más económicos, sería
posible lograr que la conjunción de la dinámica social y la
económica fortalezca el diseño de las políticas sociales. 

Por sus cualidades de interacción interinstitucional y de co-
ordinación intergubernamental, al respecto de los Progra-
mas sociales en particular de aquellos sujetos a Reglas de
Operación, le posibilitaría coadyuvar en la revisión de di-
chas Reglas de Operación, ya que los beneficiarios no solo
son la población objetivo de estas reglas, sino la justifica-
ción de la existencia misma de los programas sociales co-
mo de las reglas de operación que tiene entre otros propó-
sitos cumplir con eficacia, transparencia y equidad en la
asignación y ejecución del gasto y simplicidad para el ac-
ceso a los beneficios.

Es de la mayor trascendencia señalar la evolución que ex-
perimentó el artículo 29 en su fracción II del Presupuesto
de Egresos de la Federación del 2010 al actual en 2011.

En tanto el PEF de 2010 en el citado artículo y fracción,
disponía que, debían emitir opinión todas aquellas comi-
siones que tenían que ver con reglas de operación, a más
tardar el 1° de diciembre previo a la publicación de las
mismas, sin precisar disposición de que las opiniones de la
comisiones estuvieran fundadas y motivadas.

El actual Presupuesto de Egresos de la Federación 2011, en
su artículo 30 fracción II, dispone explícitamente que ór-
ganos legislativos como las comisiones legislativas que
tengan que ver con reglas de operación como la Comisión
de Desarrollo Social de la Cámara de Diputados, ahora dis-
pongan hasta el 15 de febrero como tiempo suficiente para
poder emitir en tiempo y forma su opiniones al respecto de
Reglas de Operación ya publicadas por el Ejecutivo fede-
ral, más aún debidamente fundadas y motivadas, permi-
tiéndoles contar con mayores elementos para valorar la efi-
ciencia y eficacia de dichas reglas.

En este orden de ideas, la Comisión puede coadyuvar en la
revisión y aporte de su opinión para el mejor diseño de las
Reglas de Operación, ya que éstas son un instrumento ba-
se para la operación de los programas que expresan los ob-
jetivos que persiguen, la población que atienden, los resul-
tados que esperan lograr, los bienes y servicios que
otorgan, así como los criterios de selección de los benefi-
ciarios y demás aspectos relacionados con su operación y
financiamiento.

El análisis y opinión que emita la Comisión, puede ayudar
en su simplificación administrativa y burocrática, para una
mejor operatividad, siendo una herramienta que dote de in-
formación objetiva, oportuna y de calidad para apoyar la
toma de decisiones de política pública que mejore la efi-
ciencia y eficacia de los programas sociales permitiendo la
construcción de respuestas concretas, e incida en bienestar
de la población beneficiaria, lo que permitirá generar,
transparencia y confianza, en la ciudadanía.

Lo anterior contribuirá a una mejor planeación estratégica
de los, programas sociales y productivos, relacionados al
presupuesto federal que permitirá su mejor diseño y opera-
ción ya que sus impactos son de índole municipal, estatal,
regional y nacional, evitando discrecionalidades, autorita-
rismos, decisiones unilaterales, impulsando la cultura de
una evaluación necesaria.

Por lo que en un proceso dinámico de cambio y transfor-
mación de la realidad social e institucional, los distintos
marcos legales por las que se rige, deben estar acordes con
sus necesidades y demandas que la misma realidad le im-
pone para un mejor desarrollo.

Así, la ley, establece a la comisión, en su artículo 50 un
conjunto de obligaciones, como el proponer políticas pú-
blicas de desarrollo social bajo los criterio de integralidad
y transversalidad.19



Por lo que se refiere a la ambigüedad del mandato, como
está actualmente dado en la fracción IX referida, a la apro-
bación de propuestas de reglas que deban regir la partici-
pación social que haga la secretaría, éste, requiere de ser
enriquecido, ya que una de las formas de participación de
la Secretaría de Desarrollo Social, son los programas so-
ciales particularmente los sujetos a reglas de operación,
punta de lanza de las políticas públicas en materia de desa-
rrollo social.

La ley ha venido perfeccionándose a partir de la experien-
cia de su aplicación en la práctica, que permite la formula-
ción de políticas públicas coherentes y acordes con la rea-
lidad del país.

Dada la disposición de que la Comisión, de entre sus atri-
buciones esté facultada para proponer criterios de planea-
ción y ejecución de las políticas y programas sociales  en
la materia en los ámbitos regional, estatal, y municipal; se
plantea, contribuya a través de revisión y emisión de opi-
nión, de las reglas de Operación para la generación y dis-
tribución justa y equitativa de la riqueza para que la pobla-
ción pueda cubrir sus necesidades básicas.

Por lo que, el propósito es que, conozca y analice las reglas
de operación de los programas sociales del año fiscal en
curso, para estar en posibilidades de dar su opinión de di-
chas reglas a la Secretaría de Desarrollo Social.

Por todo lo antes expuesto, someto a la consideración del
pleno de la Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión, la presente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma la fracción IX del artícu-
lo 50 de la Ley General de Desarrollo Social.

Artículo Único. Se reforma la fracción IX del artículo 50
de la Ley General de Desarrollo Social, para quedar como
sigue:

Artículo 50…

I. a VIII…;

IX. Analizar y emitir opinión, a más tardar el 15 de
febrero, al respecto de las reglas de operación de los
programas sociales del año fiscal en curso publica-
das por el Ejecutivo federal, que deban regir la parti-
cipación social que haga la Secretaría; opinión que de-
berá estar fundada y motivada conforme a los

criterios a que se refiere el último párrafo del artícu-
lo 77 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsa-
bilidad Hacendaria.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, al día 6 de septiembre de 2011.—
Diputado Elpidio Desiderio Concha Arellano (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Desarrollo Social, para dic-
tamen.

CODIGO PENAL FEDERAL

«Iniciativa que adiciona diversas disposiciones al Código
Penal Federal, a cargo del diputado Josué Cirino Valdés
Huezo, del Grupo Parlamentario del PRI

El suscrito, Josué Valdés Huezo, en mi carácter de diputa-
do federal del honorable Congreso de la Unión, en ejerci-
cio de la facultad conferida en los artículos 71, fracción II,
72 y 78 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos así como los artículos 6 numeral 1, fracción I,
76,77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados so-
meto a consideración de esta Honorable Soberanía la si-
guiente: iniciativa con proyecto de decreto que adiciona el
Título Vigésimo Séptimo, denominado “De la Responsabi-
lidad de las Personas Morales”, al Código Penal Federal, a
cargo del diputado Josué Cirino Valdés Huezo del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, al
tenor de la siguiente

I. Exposición de Motivos

La discusión sobre la responsabilidad penal de las personas
morales se relaciona estrechamente con el cambio que a ni-
vel mundial se ha realizado sobre las funciones del derecho
penal para poder sancionar penalmente a las personas mo-
rales, que en ocasiones son usadas por sus miembros, para
la comisión de ciertos ilícitos, por ejemplo: la criminalidad
económica, el lavado de dinero, la trata de personas, el te-
rrorismo, los delitos ambientales, etcétera. Estos son ámbi-
tos que están básicamente impregnados de modelos de con-
ducta colectiva, es por ello que, debido a la influencia real
de las personas morales, estas deben comenzar a ser obje-
to de estudio de la política criminal en nuestro país. 



No es casual que el legislador, en Europa continental haya
admitido, desde los años 20 en que nace el derecho econó-
mico moderno, algunas excepciones al dogma societas de-
linquere non potest1 (por ejemplo, en materia fiscal, adua-
nera o de competencia). Japón ha seguido esta tendencia a
partir de los años 30 y lo mismo ha hecho Rusia hacia fi-
nales de la década del 80.2

En la realidad de nuestros días, la mayor parte de los deli-
tos en los negocios o socioeconómicos son cometidos con
ayuda de una empresa; y el crimen organizado se sirve de
la mayor parte de las instituciones económicas: estableci-
mientos financieros, sociedades de exportación o de im-
portación, etc. Estas nuevas formas de criminalidad (eco-
nómica) han obligado a preguntarse si las actuales
excepciones no deben convertirse en regla; pues es poco
convincente, considerada la realidad y los demás subsiste-
mas del derecho, que por ejemplo el atentado contra el me-
dio ambiente cometido por una gran empresa sea compren-
dido como un hecho de una sola persona natural: la que lo
ordenó o ejecutó en una determinada medida.

El derecho penal centrado en la responsabilidad individual
resultante de la libertad de la persona y, por otro lado, el re-
conocimiento de las entidades colectivas (designadas bajo
el término genérico de empresas) constituye una innova-
ción profunda y da lugar a cambios estructurales funda-
mentales. Esta evolución implica una revisión a fondo de
criterios de política criminal, que sanciona únicamente a
las personas morales con medidas de derecho civil o admi-
nistrativo y de dogmática penal, que niega actualmente
abrir una brecha en el tradicional principio de que la res-
ponsabilidad penal sólo concierne a las personas físicas por
estar fundada en la culpabilidad. 

El alcance de esa evolución es diverso en los países en los
que se ha dado, debido a sus contextos sociales, políticos y
jurídicos en los que el cambio ha tenido lugar. El debate
sobre la evolución que se debe de tener en la política cri-
minal y la dogmática penal se ha intensificado en la medi-
da, en que tanto, en el orden nacional como en el interna-
cional se ha sentido la urgencia de reconocer a la empresa
como sujeto de derecho penal para enfrentar mejor las nue-
vas formas de criminalidad, fomentadas por el desarrollo
de la economía, de los transportes, de las comunicaciones,
en el que las empresas (nacionales y multinacionales) jue-
gan un papel cada vez más decisivo.

II. Panorama internacional

1. Primeramente, es importe establecer que en el ámbito in-
ternacional se ha reconocido la importancia de que los paí-
ses adopten medidas penales y de otra naturaleza, adecua-
das para combatir el lavado de dinero y sancionar
penalmente tanto a personas físicas como morales. Así se
encuentra establecido en las “cuarenta recomendacio-
nes” del Grupo de Acción sobre el lavado de activos
(Gafi) del 20 de junio de 2003. El apartado “A” referente
a los “Sistemas Jurídicos” en el punto 2, inciso b) textual-
mente menciona:

“2. Los países deberán garantizar que:

“a)…

“b) Se deberá aplicar a las personas jurídicas la res-
ponsabilidad penal y, en los casos en que no sea posible,
la responsabilidad civil o administrativa. Esto no debería
obstaculizar a los procedimientos penales, civiles o ad-
ministrativos paralelos con respecto a personas jurí-
dicas en aquellos países que se apliquen esas formas de
responsabilidad. Las personas jurídicas deberán estar su-
jetas a sanciones efectivas, proporcionadas y disuasivas.
Estas medidas se aplicarían sin perjuicio de la res-
ponsabilidad penal de las personas físicas.”

México es miembro desde el año 2000 del Grupo de Ac-
ción Financiera y ha endosado dichas recomendaciones pa-
ra cooperar en la lucha contra el lavado de dinero. Entre los
países miembros destacan Estados Unidos, la Gran Breta-
ña, Australia, Francia, Japón, Portugal, Suiza, España,3 en-
tre otros. Cabe destacar que algunos de los países miem-
bros del Gafi ya regulan la responsabilidad penal de las
personas morales.

2. Por otro lado tenemos la “Propuesta de decisión mar-
co del Consejo Europeo sobre la lucha contra el fraude
y falsificación de medios de pago distintos del efectivo”4
que fue adoptada por la Comisión Europea el 1 de julio de
1998. Dentro de las medidas que deben aplicarse a nivel
nacional destaca la implementación de la responsabilidad
penal de las personas morales en su artículo 3 como sigue:

“Artículo 3. Medidas que deben adoptarse en el pla-
no nacional

1. Los Estados miembros tipificarán como infracciones
las conductas establecidas en el artículo 2.5
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2. Los Estados miembros preverán que las personas ju-
rídicas sean sujetos penales por las infracciones previstas
en el párrafo 1 cometidos en su beneficio por cualquier per-
sona, actuando individualmente o como parte de un órgano
de la persona jurídica, que tenga una posición directiva en
la persona jurídica. 

a) basado en un poder de representación de la persona
jurídica, o

b) con autoridad para tomar decisiones en beneficio de
la persona jurídica, o

c) con autoridad para ejercer control en la persona jurí-
dica.

El objetivo del instrumento antes mencionado es garantizar
que el fraude en las diversas formas de medios de pago dis-
tintos del efectivo se tipifique como delito y se castigue por
medio de sanciones efectivas, proporcionadas y disuasorias
en todos los Estados miembros de la Unión Europea y que
se introduzcan los mecanismos apropiados de cooperación
para enjuiciar efectivamente a los personas físicas y mora-
les que comentan tales delitos.

3. El aforismo societas delinquere non potest predominó,
hasta hace pocos años, en el derecho penal de Europa con-
tinental. Después de la intensa discusión de los años cin-
cuenta, parecía impensable la represión penal de las em-
presas, sobre todo en el ámbito germanófilo. Así, el
legislador estableció, en Alemania, Austria y Suiza, san-
ciones específicas para las organizaciones tanto en el dere-
cho de contravenciones (Ordungswidrigkeiten) como en el
derecho penal administrativo.6

Mediante la introducción de las figuras no penales de la
responsabilidad solidaria indirecta (Austria), de la respon-
sabilidad por el resultado (Suiza) o de multas administrati-
vas (Alemania), se buscó respetar, el principio de culpabi-
lidad penal. Si bien es cierto que nunca se logró hacer
desaparecer completamente las diferencias, estos sistemas
auxiliares fueron considerados como “los hijos menores
del derecho penal”. En Austria, se fue aún más lejos me-
diante la introducción, en el Código penal en 1982 y 1987,
de la regulación del decomiso de la empresa (§ 20 C.P.) y
de la posibilidad de confiscar sus utilidades (§ 20a C.P.). 

A nivel internacional, la mayoría de los países, ante el cre-
ciente poder de las grandes empresas, han recurrido a de-
terminadas formas de represión penal. Algunos países, so-

bre todo anglosajones, disponen en esta materia de una lar-
ga experiencia. El viraje hacia esta dirección, en los años
setenta de Japón, Corea y Holanda, se puede comprender,
desde la perspectiva europea, como una pequeña concesión
al espíritu de la época. 

Mientras tanto, otros países, en los que se admite el princi-
pio de culpabilidad, han cambiado de orientación. Dina-
marca, Noruega y Suecia, establecieron, en los años
ochenta, sanciones penales específicas para las empresas
consideradas especialmente peligrosas. Francia, introdujo
en 1994, una responsabilidad general para las personas ju-
rídicas, la siguió Finlandia en 1995.

Por su parte Suiza inserto en su código penal en 2007 la
responsabilidad penal de la empresa y España en 2010 re-
conoció la responsabilidad penal de las personas morales
en determinados delitos. Existen igualmente proyectos de
ley en este sentido en países de Europa del Este (Lituania,
Hungría, Polonia). 

III. Criminalidad de la persona moral

Hay coincidencia en la doctrina respecto de que, el deno-
minado derecho penal de la empresa, constituye una rama
del derecho penal económico.7 Se trata, sin duda, de un
universo de análisis que, desde hace ya algunos años, se
encuentra en ebullición; muestra de ello son los numerosos
trabajos de investigación que, en la actualidad, se desarro-
llan.

Este interés se explica a partir del reconocimiento de que la
participación de la empresa en el sistema económico la
convierte en titular del rol de agente económico.8 En este
contexto, precisamente, el orden económico puede resen-
tirse cuando las actuaciones producidas en el ámbito del
mercado empresarial desbordan sus cauces legales y las lí-
neas generales del sistema para adentrarse en prácticas no
sólo de riesgo sino evidentemente lesivas en las que se po-
ne de relieve que la utilización abusiva e incorrecta de los
mecanismos de financiamiento produce beneficios ilícitos
a los que la practican y lesiones o perjuicio a otros compo-
nentes de la sociedad o a terceros que con ellas se relacio-
nan.9

Sin dejar de reconocer las dificultades que ofrece la deli-
mitación conceptual de esta materia, nos inclinamos por el
concepto propuesto por Bernd Schünemann. Tal opción se
justifica por considerar que, sobre la base de la misma, es
posible inferir, con cierta claridad los ámbitos de estudio



que comprende el derecho penal de la empresa. Para Schü-
nemann el concepto de criminalidad de la empresa alude a
aquellos “delitos económicos en los que por medio de
una actuación para una empresa se lesionan bienes ju-
rídicos e intereses externos, incluidos los bienes jurídi-
cos e intereses propios de los colaboradores de la em-
presa”.10

De esta manera, dos son los ámbitos respecto de los cua-
les puede predicarse el concepto: uno se perfila a com-
prender aquella criminalidad que, surgida en su seno, se
proyecta al exterior a partir de la empresa (afectando inte-
reses y bienes de terceros ajenos a ella); la otra, en cambio,
aún cuando germina en la estructura societaria, sus efectos
se despliegan en contra de la empresa o de los miembros de
las misma.11 O dicho en otras palabras, la distinción pre-
cedente puede reconducirse a la clásica diferenciación for-
mulada por Schünemann: criminalidad desde la empresa y
criminalidad dentro de la empresa.12

Dos son básicamente los grupos de casos en los que se
pueden clasificar las posibilidades de conexión de la per-
sona jurídica con el fenómeno delictivo. En efecto, si-
guiendo a Jaime Malamud Goti,13 podemos advertir la
existencia de:

1) En primer lugar, un grupo de casos en los que el uso
de la personalidad societaria constituye una modalidad
especial de burlar alguna disposición legal. Se trata de
hipótesis en las que la creación de la persona moral es
ex profeso para la actividad delictiva, como ocurriría,
por ejemplo, en el supuesto de aquellas corporaciones
constituidas con el propósito principal de evadir obliga-
ciones impositivas u obtener beneficios sobre una base
ficticia.

2) Junto a este grupo encontramos un segundo, que se
caracteriza, en cambio, porque la estructura societaria
refleja una organización orientada hacia una actividad
permisible como tal y de cuyo ejercicio se derivan una
o varias transgresiones que pueden configurar contra-
venciones o delitos. Dicho en otros términos: los hechos
antisociales propios de este grupo de casos presentan
como característica común haber sido cometidos en el
escenario que ofrece una persona jurídica, cuyo objeto
societario o actividad desarrollada no resultan ilícitos.

Ambos grupos de casos exigen, para su tratamiento por
parte del ordenamiento jurídico, la adopción de estrategias

de muy distinto grado de complejidad que, incluso, han lle-
vado a sostener la necesidad de construir un sistema de
responsabilidad penal de la persona moral diferente de
la responsabilidad que les corresponde a las personas
individuales que integran los órganos de aquélla.

IV. Propuestas de regulación

1. El sistema de doble imputación en el modelo legisla-
tivo francés. Francia incorporó en su nuevo Código Penal
la responsabilidad de las personas morales, con el sistema de
doble imputación, en vigor a partir del 1 de marzo de 1994.
Para comenzar, conviene dejar aclarado que las disposicio-
nes que prevén esta forma de responsabilidad alcanzan tan-
to a la categoría de personas jurídicas de derecho privado
(sociedades civiles o comerciales, fundaciones, etc.) como a
las de derecho público (por ejemplo, sindicatos), exclu-
yéndose, en este último caso, al Estado y a las colectivida-
des territoriales.14

Las características del modelo legislativo francés, podemos
decir que la responsabilidad es: a) acumulativa; b) especial,
y c) condicionada. 15

a) Es acumulativa por cuanto la responsabilidad penal
de la persona moral no excluye la responsabilidad de las
personas físicas a quienes se les atribuye, sea en carác-
ter de autor o de cómplice, el mismo hecho delictivo (ar-
tículo 121-2).

Respecto a esta primera condición, se ha considera-
do que, la responsabilidad de la persona moral supo-
ne siempre la actuación de una persona física. Y esta
persona física debe ser un “órgano” o un “representan-
te” de la persona moral. Por “órgano” se entenderá, por
ejemplo el consejo de administración, la asamblea ge-
neral, el consejo de vigilancia o el directorio de una so-
ciedad. En tanto que, bajo el concepto de “representan-
te” se comprende, un director general o un gerente.

b) Es también una responsabilidad especial por cuanto
ella debe estar expresamente prevista por el texto de la
ley (para el caso de delitos) o reglamento (cuando se tra-
ta de contravenciones) que define la infracción. Esto
significa, nada menos que: es necesario para poder res-
ponsabilizar a la persona moral que, tal posibilidad ha-
ya sido prevista en el propio texto que tipifica la infrac-
ción delictual o contravencional que se quiere aplicar.
Este segundo requisito se orienta a que, la concreta
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actuación de aquel órgano o representante de la per-
sona jurídica se haya realizado con el propósito de
obtener un beneficio para la misma.

El modelo legislativo descrito se completa, como una
lógica consecuencia de la consagración de esta forma
especial de imputación, con la previsión de un sistema
de sanciones penales (arts. 131-37 a 131-49) adecuado a
esta nueva categoría de sujetos (persona jurídica). Así,
se establecen como principales penas las de: multa, di-
solución de la persona jurídica, colocación de la corpo-
ración bajo vigilancia judicial, cierre del establecimien-
to, prohibición de emisión de cheques o utilización de
cartas de pago, confiscación, y publicación de la sen-
tencia condenatoria. 

c) Se trata de una responsabilidad condicionada a un do-
ble requisito: a) la infracción debe haber sido cometida
por un órgano o representante de la persona moral, y b)
debe, además, haberlo realizado a cuenta de la persona
moral.

2. Modelo legislativo alemán: Derecho penal adminis-
trativo. En el derecho penal alemán vigente no es posible
la punibilidad de las personas morales. Sin embargo, lo
cierto es que el modelo legislativo alemán se ha caracteri-
zado por prever, desde hace tiempo, sanciones de natura-
leza penal-administrativa contra la persona jurídica.
En efecto, la responsabilidad de las personas morales res-
ponde, en Alemania, a un sistema estructurado a modo de
parte general en el Código Contravencional Federal
(OWIG). “Los principios allí sentados constituyen los pre-
supuestos que rigen la responsabilidad contravencional de
las personas morales por los hechos de sus agentes, ya sea
que estos hechos importen delitos o faltas de cualquier ti-
po”.16

Ello surge, claramente, sobre todo a partir de lo estatuido
por el parágrafo 30 del citado cuerpo legal. Dicha norma
permite, en todo caso la imposición de verdaderas conse-
cuencias principales de carácter sancionador a la empresa
como tal, en forma de multas contravencionales (“Geld-
busse”).17

De esta manera, podrá imponerse una multa a las personas
jurídicas o uniones personales cuando sus órganos o repre-
sentantes lesionen mediante la realización de comporta-
mientos delictivos o contravencionales deberes de la em-
presa relacionados con ella o cuando han obtenido o
intentado su enriquecimiento.

Se puede caracterizar el sistema establecido a partir del pa-
rágrafo 30 de la OWIG, de la siguiente manera:

La imposición de una “Geldbusse” a la empresa exige, co-
mo hecho vinculante un delito o una contravención come-
tidos por una persona física plenamente imputable. El cír-
culo de autores que han cometido el hecho que sirve de
referencia para imponer la multa a la persona jurídica se
encuentra, de acuerdo con el derecho vigente, limitado
generalmente a los órganos que están autorizados para
la representación; esto es: a los miembros de tales órga-
nos y a la personas que han sido facultadas para represen-
tar a la persona moral. El hecho que sirve de conexión de-
be o bien haber vulnerado deberes que incumben a la
persona jurídica o asociación o bien debe haber producido
o perseguido el enriquecimiento de la empresa.

Según el procedimiento que se siga en la imposición de la
“Geldbusse”, debe distinguirse entre:

a) La llamada multa asociacional cumulativa, que se im-
pone en un proceso único al autor del hecho que sirve de
referencia y a la asociación de personas (parágrafo 30. I
OWIG) y

b) La denominada multa asociacional aislada que, de
conformidad al párrafo IV del parágrafo 30 de la OWIG,
se impondrá en un proceso independiente a la empresa,
siempre que no se haya incoado un proceso penal o un
proceso contravencional contra el autor del hecho vin-
culante o, aún cuando se lo incoara, si el tribunal hubie-
se suspendido la imposición de la pena.

3. Doctrina española y la imposición de medidas de se-
guridad. En la legislación Española desde hace algunos
años se reconoce la responsabilidad de la persona jurídica
en el ámbito del derecho penal administrativo (o Derecho
Administrativo Sancionador). Como muy bien lo expresa
Miguel Bajo Fernández: “En nuestro derecho, admiten la
responsabilidad directa de las personas jurídicas en el or-
den administrativo tanto doctrina como jurisprudencia y,
expresamente, así lo consagran algunas leyes (...) funda-
mentalmente la ley 30/1992 del 26 de noviembre sobre ré-
gimen jurídico de las Administraciones Públicas y de Pro-
cedimiento Administrativo Común, que en su artículo 130
dispone: ‘sólo podrán ser sancionadas por hechos cons-
titutivos de infracción administrativa las personas físi-
cas y jurídicas que resulten responsables de los mismos
aún a título de simple inobservancia’ (...)”18



Lo que ha particularizado al modelo español en esta mate-
ria es, precisamente, los esfuerzos destinados a construir
una respuesta que, manteniendo firme la estructura del
sistema de la teoría del delito (esto es: orientado a hechos
“personales”), postula que las necesidades preventivas
para combatir la criminalidad de la empresa, pueden
verse satisfechas a través de la imposición de otras con-
secuencias jurídico - penales (distintas de la pena): las
medidas de seguridad.

En este sentido se ha pronunciado Santiago Mir Puig: “La
irresponsabilidad de la persona jurídica [...] no se opone, en
cambio, a la posibilidad de que la misma quede sujeta a
medidas de seguridad y a la responsabilidad civil. La ge-
neralización y perfeccionamiento de las primeras me
parece [...] el camino adecuado para neutralizar la es-
pecial peligrosidad de la delincuencia enmascarada tras
una persona jurídica. Abundaré en ello añadiendo un ar-
gumento derivado de la propia esencia de penas y medidas:
la pena no puede dirigirse en sentido estricto a las personas
jurídicas en lugar de las físicas que tras ellas se encuentran,
porque conceptualmente implica una amenaza psicológica
de imposición de un mal para el caso de que se delinca, y
no cabe imaginar que la persona jurídica pueda sentir el
efecto de conminación psicológica alguna. Muy distinta-
mente, la medida de seguridad requiere únicamente
una peligrosidad que sí puede proceder de la utilización
de una persona jurídica”.19

Esta línea de argumentación se complementa con el reco-
nocimiento de una llamada “peligrosidad objetiva” de la
corporación; concepto con el que se alude a la probabilidad
de que las estructuras e instrumentos societarios posibiliten
la actuación criminal de los sujetos individuales.

Tal orientación no sólo se advierte como propuesta elabo-
rada a partir de un sector, francamente preponderante, de la
doctrina española, sino que, profundizando más la tenden-
cia, ha llegado a ser consagrada en proyectos legislativos.
Así fue, por ejemplo, en el proyecto de Ley Orgánica de
Código Penal de 1980. Dicho documento, luego de sentar
el principio general de que “las medidas de seguridad [...]
no se podrán imponer sino a quienes hayan ejecutado
un hecho previsto como delito, cuya comisión revele la
peligrosidad del autor” (art. 131), admitía, no obstante,
que “podrán ser sometidas a las medidas de seguridad
especialmente previstas para ellas, las asociaciones, em-
presas o sociedades a causa de los delitos que sus direc-
tivos, mandatarios o miembros cometieron en el ejerci-
cio de las actividades sociales o aprovechando la

organización de tales entes” (artículo 132). Las medidas
previstas en el artículo 153 eran: a) clausura de la empre-
sa, sus locales o establecimientos; b) disolución de la so-
ciedad; c) suspensión de las actividades de la sociedad o
empresa, y d) prohibición de la sociedad o empresa de rea-
lizar en el futuro actividades, operaciones mercantiles o ne-
gocios de la clase de aquellos en cuyo ejercicio se ha co-
metido, favorecido o encubierto el delito. 

No obstante lo dicho, y con el objeto de sortear las críticas
formuladas por un sector de la doctrina, tanto los proyectos
posteriores al de 1980 como el nuevo Código Penal san-
cionado el 23 de noviembre de 1995 (y en vigor a partir del
24 de mayo de 1996), aún cuando manteniendo, en térmi-
nos generales la enumeración de las medidas que estable-
cía el artículo 153 del proyecto de 1980 le cambiaron su
denominación. En efecto, ya no se habla de medidas de
seguridad sino de “consecuencias accesorias”.

En diciembre de 2010 entró en vigor la reforma del Có-
digo Penal operada por la Ley Orgánica 5/2010, entre
cuyas modificaciones destaca, por la indudable incidencia
que tiene la organización empresarial, el reconocimiento
de la responsabilidad penal de las personas jurídicas.

En lo referente a la sanción, es la pena de multa, por cuo-
tas –los ya habituales días multa- o proporcional al benefi-
cio obtenido o al perjuicio causado. En los supuestos más
graves el juez podrá acordar la disolución, la suspensión de
actividades, la clausura de locales y establecimientos, la in-
habilitación para obtener subvenciones y ayudas públicas,
para contratar con el sector público y para gozar de benefi-
cios e incentivos fiscales o de la Seguridad Social, la inter-
vención de la persona jurídica o la prohibición de realizar
aquellas actividades en cuyo ejercicio se hubiera cometido,
favorecido o encubierto el delito. A estas penas habrá que
añadir, lógicamente, la indemnización de los daños ocasio-
nados por el delito.

4. El mundo anglosajón. En el mundo anglosajón, Ingla-
terra y Estados Unidos, por razones más bien pragmáti-
cas y de política criminal, han ido introduciendo de ma-
nera progresiva, desde mediados del siglo XIX, la
responsabilidad penal de las personas morales. En primer
lugar, para los delitos imprudentes y de omisión, luego pa-
ra los « public welfare offences » y, finalmente, para toda
infracción. 

En la práctica, sólo se aplica fundamentalmente a la delin-
cuencia de los negocios. Según la imagen propuesta por el
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Lord Justice Denning, el agente superior (órgano, etcétera)
es considerado como “el cerebro” y el “alter ego” de la aso-
ciación, de manera que su actuación es también de la per-
sona moral misma “doctrina de la identificación”.20

Un agente subordinado, de rango inferior, no es más que
“el brazo” de la entidad jurídica cuya responsabilidad pe-
nal no es pues personal sino basada en la idea de la dele-
gación o imputación vicarious liability. Este concepto se ve
alentado y reforzado por la admisión de una responsabili-
dad penal sin culpa o sin necesidad de probar la culpa
strict liability, y esto no sólo para las agrupaciones sino
también para todos los autores. La situación jurídica es se-
mejante en Australia, donde sin embargo se reconoce pri-
macía a la primary responsability de la corporación, mien-
tras que en Estados Unidos prevalece la vicarious liability. 

Se comprueba fácilmente que son, sobre todo, los ordena-
mientos jurídicos, inspirados en un pragmatismo, los
que establecen la plena responsabilidad penal de las agru-
paciones sin gran consideración de los obstáculos dogmá-
ticos. Obstáculos que predominan en los países con un
fuerte pensamiento dogmático penal, tales como Alema-
nia, España, Grecia e Italia. Lo mismo sucede en los países
influenciados por esta corriente de pensamiento, como es
el caso de los países de América Latina, por lo que se re-
quiere urgentemente una viraje para estar a favor de un
pragmatismo y de una dogmatica penal cambiante con la
realidad social en la que vivimos. 

Una vez revisada la regulación sobre la responsabilidad pe-
nal sobre las personas morales en el ámbito internacional,
es claro advertir que nuestro país adolece de un marco nor-
mativo en la materia, por lo que es necesario crearlo con el
objetivo de sancionar aquellas conductas delictivas realiza-
das por las personas jurídicas, puesto que una organización
que se estructura de tal manera que favorece o se aprove-
cha del lavado de dinero, el financiamiento al terrorismo y
el cohecho, no puede quedar inmune a las sanciones pena-
les, con independencia de la responsabilidad que les co-
rresponde a las personas físicas que deciden y ejecutan ac-
tos delictivos a través de la persona moral. Por lo antes
expuesto propongo a su consideración el siguiente



Decreto que adiciona los artículos 13 Bis, 24 Bis, 39 Bis, 41 Bis, 50 Ter, 50 Quárter y 76 Bis, al Código Penal Federal

A cargo del diputado Josué Cirino Valdés Huezo, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional
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Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor a los treinta
días de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Segundo. Las disposiciones legales que contravengan el
contenido de esta iniciativa quedarán sin efecto a partir de
la publicación del presente decreto.

Notas:

1 Es una locución latina que significa “las sociedades no pueden de-
linquir”, utilizada en Derecho penal para referirse a un principio clási-
co sobre la responsabilidad penal de las personas jurídicas. Según este
principio, una persona jurídica no puede cometer delitos, pues carecen
de voluntad (elemento subjetivo) que abarque el dolo en sus actuacio-
nes. De esta forma, a las personas jurídicas no pueden imponérsele pe-
nas, entendidas como las consecuencias jurídico-penales clásicas, más
graves que otras sanciones.

2 Tiedemann, Klaus (1997). “Responsabilidad Penal de las Personas
Jurídicas” Anuario de Derecho Penal 96, Lima.

3 Ver http://www.fatf-gafi.org/document/19/0,3746,en_32250379_
32236869_36099475_1_1_1_1,00.html

4 Ver De la Fuente Rodríguez, Jesús, Delitos Financieros. Teoría y Ca-
sos Prácticos, Editorial Porrúa, México 2010, p. 222.

5 Artículo 2. Descripción de conductas. Las medidas establecidas en
los artículos 3 a 6 se refieren a los siguientes tipos de conductas dolo-
sas: a) apropiación indebida de un instrumento de pago; b) falsificación
o alteración de un instrumento de pago; c) manipulación, no autoriza-
da por el tenedor, de un instrumento de pago; d) posesión de un instru-
mento de pago sustraído, falso o alterado; e) utilización de un instru-
mento de pago sustraído, falso o alterado; o aceptación de un pago
hecho en dichas circunstancias; f) utilización no autorizada de datos
identificativos para iniciar o tramitar una operación de pago; g) utili-
zación de datos identificativos ficticios para iniciar o tramitar una ope-
ración de pago; h) manipulación de datos relevantes, incluida la infor-
mación relativa a cuentas, u otros datos identificativos, para iniciar o
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tramitar una operación de pago; i) utilización no autorizada de datos
identificativos para iniciar o tramitar una operación de pago; j) fabri-
cación, manejo, posesión o uso sin autorización de equipos específica-
mente adaptados o elementos de instrumentos de pago con el fin de -
fabricar o alterar cualquier instrumento de pago o parte de él; -cometer
los fraudes descritos en los apartados f) a i); Las medidas contempla-
das en el párrafo primero corresponderán asimismo a la participación
como cómplice o instigador, u obtención, a sabiendas, de un valor o
provecho pecuniario de cualquiera de las conductas descritas anterior-
mente.

6 Ver Günter Heine, La responsabilidad Penal de las Empresas: evolu-
ción internacional y consecuencias nacionales, Editorial Lima, Lima,
1996

7 Ver Terradillos Bosco, Juan, Derecho Penal de la Empresa, Editorial
Trotta, Madrid, 1955, p. 11. 

La doctrina ha enfatizado las graves dificultades que se presentan al
momento de tratar de precisar el concepto de derecho penal económi-
co. En términos generales, sin embargo, los autores concuerdan res-
pecto a que este concepto irá en consonancia con la correspondiente es-
tructura social y grado de evolución económica del Estado que ha
generado sus normas.

8 Ver García Cavero, Percy, La responsabilidad penal del administra-
dor de hecho de la empresa: criterios de imputación, Editorial Bosch,
Barcelona, 1999.

9 Ver Jufresa Patau y otros, Los delitos societarios, en “AA. VV, Deli-
tos societarios, de la receptación y contra la hacienda pública”, edito-
rial Bosch, Barcelona 1998, p. 13-14.

10 Ver Schünemann, Bernd, Cuestiones básicas de dogmática jurídico-
penal y la política criminal acerca de la criminalidad de empresa, en
“Anuario de Derecho Penal y Ciencias penales”, 1998-II, Madrid, p.
531.

11 Realiza esta distinción José de Faría Costa, La responsabilidad ju-
rídico penal de la empresa y de sus órganos (o una reflexión sobre la
alteridad en las personas colectivas a la luz del derecho penal), en
“J.M Silva Sánchez (Edición española) - B. Schünemann- J De Fi-
gueiredo Días (coordinadores), Fundamentos de un sistema europeo
del derecho penal”, Editorial J. M. Bosch, Barcelona, 1995, páginas
429-430.

12 Shünemann, obra citada.

13 Malamud Goti, Jaime, Política criminal de la empresa. Cuestiones
alternativas, Editorial Hammurabi, Madrid, 1983, p. 31.

14 Según el art. 72 de la Constitución francesa de 1958, las “colectivi-
dades territoriales” (unidad básica de la división política territorial) de
la República son: los municipios, los departamentos y los territorios de
ultramar. Según el mismo texto constitucional, queda reservada a una
ley la creación de cualquier nueva “colectividad” no comprendida en-
tre las enumeradas precedentemente.

15 Poncela, Pirette, Nouveau Code Pénal: Livere I. Dispositions gene-
rals, Reveu de Science Criminelle et de Droit Pénal Comparé, N. 3, ju-
lio-septiembre de 1993.

16 Jaime Malamud Goti, “Las penalidades a sociedades y sus directi-
vos por el hecho del agente (dos modelos del derecho comparado: la
República Federal Alemana y los Estados Unidos)”, Doctrina Penal,
año 3, 1980, p. 555

17 Cesano, José Daniel, La multa como sanción del derecho penal co-
mún: realidades y perspectivas, Editorial Alveroni, Córdoba, 1995. La
“geldbusse” ha sido diferenciada siempre de la “Geldstrafe” o multa
penal. La primera corresponde al ámbito de derecho contravencional,
la segunda a la esfera del derecho penal propiamente dicho.

18 Bajo Fernández, Miguel, La responsabilidad penal de las personas
jurídicas en el Derecho Administrativo español, en Mir Puig- Luzón
Peña (coordinadores), “Responsabilidad Penal de las Empresas y sus
órganos y responsabilidad por el producto, Editorial J.M. Bosch, Bar-
celona 1996.

19 Mir Puig, Santiago, Derecho Penal. Parte General, quinta edición,
Editorial Promociones y Publicaciones Universitarias, Madrid, 1998.

20 Ver Tiedemann, Klaus (1997). “Responsabilidad penal de las perso-
nas jurídicas”, Anuario de Derecho Penal 96, Lima.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de septiembre de 2011.— Di-
putado Josué Valdés Huezo (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.

LEY GENERAL DE IDENTIDAD DE LAS PERSONAS

«Iniciativa que expide la Ley General de Identidad de las
Personas, a cargo de Yolanda de la Torre Valdez y suscrita
por Pablo Escudero Morales, diputados de los Grupos Par-
lamentarios del PRI y del PVEM, respectivamente

La suscrita, diputada Yolanda de la Torre Valdez, integran-
te del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Ins-
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titucional, de la LXI Legislatura de la Cámara de Diputa-
dos del honorable Congreso de la Unión, con fundamento
en lo establecido en los artículos 71, fracción II, y 72 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y
77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión, expone ante pleno de esta soberanía
la siguiente iniciativa con proyecto de decreto mediante el
cual se expide La Ley General de Identidad de las Perso-
nas. Lo anterior con base en la siguiente

Exposición de Motivos 

La regulación de los mecanismos de registro y control de
los elementos informativos sobre la identidad de las perso-
nas ha sido un aspecto que ha ocupado la atención del
constituyente permanente, de manera especial durante el
periodo reciente, que va del 20 del julio de 2007, cuando se
adicionó un segundo párrafo al artículo 6o. de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, al 1o. de
junio de 2009, cuando el propio constituyente permanente
adicionó un párrafo segundo al artículo 16 de la propia
Carta Magna. En un periodo intermedio, el 18 de junio de
2008, se modificó el artículo 20 constitucional, a efecto de
incluir, dentro de las garantías de las víctimas del delito, la
protección de sus datos personales. 

De manera que queda claro que el constituyente perma-
nente ha puesto especial énfasis en establecer normas fun-
damentales, destinadas a la protección de los datos perso-
nales. 

Sin duda, el texto del segundo párrafo del artículo 16 cons-
titucional es la norma que mejor refleja la voluntad del ór-
gano revisor de la Constitución por mantener el derecho de
las personas a preservar el control de la información sobre
sus datos personales, por lo que procede tener presente su
texto: “Toda persona tiene derecho a la protección de sus
datos personales, al acceso, rectificación y cancelación de
los mismos…”

Es claro, entonces, que las personas tienen el derecho indi-
vidual de custodia y resguardo de sus datos de identifica-
ción personal y que el estado está obligado, no sólo a res-
petar ese derecho, sino a velar por su protección y
salvaguarda.  

El derecho a la protección y salvaguarda de la información
de identificación de las personas, no sólo debe preservarse,
sino que se debe de asegurar que, como derecho individual
que es, cada persona pueda, a partir de ellos, poder acredi-

tar su identidad, como un rasgo distintivo de los demás
miembros de la sociedad y, a partir de esta identificación
única, poder interactuar, ejerciendo sus derechos y cum-
pliendo con sus obligaciones en el desarrollo cotidiano de
sus actividades.

Preguntarse quiénes somos es un tema de carácter filosófi-
co, pero preguntarse cómo nos identificamos y cómo ejer-
cemos nuestros derechos, a partir del reconocimiento que
la sociedad entera, particulares y autoridades, haga de
nuestra identidad, es un tema jurídico que durante las dé-
cadas recientes, ha sido materia de especial atención en las
políticas de los estados modernos, entre otras razones, por-
que aunado al incremento del número de actos públicos en
los que un individuo tiene que participar se encuentra el
desarrollo de las tecnologías, que han hecho que el tema de
la identidad se revise, a fin de aprovechar las herramientas
del avance tecnológico y lograr mejores sistemas de iden-
tificación de las personas, tratando de evitar errores e im-
precisiones derivados de las homonimias y de otros aspec-
tos que igualmente pueden inducir a errores en la
identificación cierta e indubitable de las personas. Al mis-
mo tiempo, han surgido conductas y fenómenos sociales
que permiten el cambio de identidad o bien su manipula-
ción, como un mecanismo de torcer la ley y evitar ser lle-
vados ante las autoridades judiciales, a fin de recibir las
sanciones que determina la ley, por la comisión de ilícitos
relacionados con la alteración de la identidad. 

En México se utilizan diferentes documentos oficiales re-
lacionados con la identificación de las personas como son
el pasaporte, la clave única de registro poblacional (curp),
el acta de nacimiento, la credencial para votar, la cédula
profesional, la licencia para conducir, amén de una variada
serie de identificaciones específicas para ciertos sectores
de la población, como la de los adultos mayores y dere-
chohabientes de los sistemas de seguridad social, entre
otros, lo que contribuye a generar un ambiente de incerti-
dumbre legal respecto de la identidad de las personas, pues
esta gran variedad de documentos, no ofrece la certeza de
cuál es el documento que deberá utilizarse, o que podrá ser
aceptado, para la realización de un trámite. Las posibilida-
des de identificación son tan amplias que se abre la opción,
para las personas y para las autoridades de exigir, indiscri-
minadamente o un documento en específico, o bien de re-
querir información que, no necesariamente reportan los
distintos documentos. 

Aparte de esta confusión y del estado de incertidumbre ju-
rídica que propicia, el costo financiero que representa el
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contar con diversos documentos de identidad personal, re-
sulta demasiado elevado, tanto para el erario público, como
para las personas, que se ven obligadas a obtener diversos
documentos de identidad personal, para tener la seguridad
de que podrán identificarse, a satisfacción de quien les pi-
da acreditar su identidad. 

Este tipo de circunstancias ha dificultado el debido cum-
plimiento de la disposición contenida en el artículo 36 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
que impone a los ciudadanos la obligación de inscribirse en
el Registro Nacional de Ciudadanos, obligación que se ha
regulado, de manera imprecisa, en la Ley General de Po-
blación, así como en otros cuerpos normativos como el
Reglamento de Pasaportes, que establecen otros instru-
mentos de identificación personal, a pesar de que sus dis-
posiciones puedan resultar contrarias a las contenidas en la
ley especial.

Es así que la ley establece que tanto el Registro Nacional
de Ciudadanos, como la expedición de la Cédula de Iden-
tidad Ciudadana son servicios de interés público que pres-
ta el estado a través de la Secretaría de Gobernación. Sin
embargo, ha quedado claro que las disposiciones de la ley
en vigor no han sido suficientes para resolver, con la clari-
dad y transparencia requeridas, la regulación de los instru-
mentos de identidad personal. 

El 23 de octubre de 1996, se publicó en el Diario Oficial de
la Federación el Acuerdo para la adopción y uso por la Ad-
ministración Pública federal de la Clave Única de Regis-
tro de Población (curp) con la cual se buscó ordenar, a tra-
vés de una clave individual exclusiva –de uso general en
todos los registros públicos federales y locales– los archi-
vos y registros de los mexicanos, adoptándose como un
elemento indispensable para la conformación y el estable-
cimiento del Registro Nacional de Ciudadanos, del Regis-
tro de Menores de Edad y del Padrón de Mexicanos Resi-
dentes en el Extranjero, todos ellos, como elementos de
refuerzo del Registro Nacional de Población. 

Si bien es cierto que, con el establecimiento de la curp se
avanzó en el sistema público de identificación de las per-
sonas, no resultó un instrumento suficiente para su plena
identificación, ya que su contenido se limita a recopilar in-
formación sobre las personas, sin lograr el propósito de
identificarlas. 

Por otra parte, el 30 de junio de 1997, se publicó en el Dia-
rio Oficial de la Federación el acuerdo mediante el cual se

da a conocer el Programa para el Establecimiento del Re-
gistro Nacional de Ciudadanos y la Expedición de la Cé-
dula de Identidad Ciudadana, cuyo objetivo principal era el
de “Establecer y operar un sistema integral en materia de
registro nacional ciudadano, con los datos fehacientes de la
identidad de los mexicanos que reúnan los requisitos seña-
lados por el artículo 34 constitucional residentes en el país,
que permita la expedición de un documento oficial con va-
lor jurídico como medio de identificación ante todas las au-
toridades mexicanas asentadas en el país o en el extranjero
y ante las personas físicas y morales en el territorio nacio-
nal, para garantizar el ejercicio de sus derechos y el cum-
plimiento de sus obligaciones”. 

Desde luego, es preciso reconocer que el objetivo que se
propuso este programa nacional sigue siendo válido, como
válidos son los elementos que contemplaba reunir, a fin de
acreditar la identidad de las personas. Sin embargo, los es-
fuerzos administrativos en el cabal cumplimiento del pro-
grama a que aquí se hace referencia, no se culminaron y el
cumplimiento de sus propósitos quedó trunco. 

De ahí que, a la fecha, los ciudadanos mexicanos no conte-
mos con un instrumento público único, que sirva para iden-
tificarnos y que esta importante responsabilidad guberna-
mental esté aún pendiente de cumplirse.

Por lo que se refiere al decreto por el que se reforman y
adicionan diversas disposiciones del Reglamento de la Ley
General de Población que fue expedido por el presidente de
la República y publicado en el Diario Oficial de la Federa-
ción el 19 de enero de 2011, en donde se dispuso la refor-
ma a los artículos 47 inciso i), 54 inciso g), 59, 62 y 63, de
este ordenamiento estableciendo de manera general que los
datos que conforman el Registro Nacional de Ciudadanos
y el Registro de Menores de Edad incluirá las huellas dac-
tilares y la imagen del iris, que representa información con-
fidencial de las personas y cuyo acopio, general y obliga-
torio, por parte de la autoridad gubernamental, no parece
estar plenamente justificada, toda vez que en el propio De-
creto no se incluyen los argumentos sólidos y convincentes
que justifiquen sustraer esta información confidencial, a to-
dos los mexicanos, sin acompañar esta medida, de los me-
canismos de seguridad, resguardo y custodia necesarios,
para garantizar a las personas la tranquilidad de que esta in-
formación, sobre su identidad, no será objeto de usos con-
trarios al exclusivo propósito de disponer de información
suficiente y necesaria para la identificación de las perso-
nas.
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Por otra parte, se adicionó al propio Reglamento de la Ley
General de Población, un párrafo a su artículo 52 en el mis-
mo sentido. Este artículo hace referencia a los datos y ele-
mentos que deberá contener la cédula de identidad perso-
nal.

Derivado de las reformas y adiciones antes mencionadas,
el gobierno federal inició los trámites para la expedición de
la cédula de identidad, determinando que las primeras que
se elaborarían serían para los menores de entre cuatro y 17
años de edad. Sorprendentemente la instrumentación de es-
te nuevo programa se inició de inmediato, a partir del 14 de
marzo de 2011.

La iniciativa que ahora se somete a la consideración de es-
ta Cámara de Diputados, prevé que el registro general de
población continúe haciéndose cargo del registro nacional
de menores de edad, del registro nacional de ciudadanos y
de la expedición de la cédula de identidad nacional.

Para tal efecto la iniciativa con proyecto de Ley General de
Identidad de las Personas, consta de cinco capítulos en los
que se contemplan disposiciones generales; el registro na-
cional de menores de edad; el registro nacional de ciuda-
danos; de la cédula de identidad nacional; el instituto na-
cional de población y sanciones.

En el primer capítulo, de manera general, se hace referen-
cia que la ley reglamenta de la fracción I del artículo 36, así
como el segundo párrafo del artículo 16 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, que sus dispo-
siciones son de orden público y de observancia general en
la república. Establece que tiene por objeto regular los me-
canismos y procedimientos de identificación de las perso-
nas residentes en el país. De ahí que el gobierno federal de-
berá emprender una serie de acciones, a fin de integrar el
registro nacional de las personas, definiendo, con una gran
precisión y justificación, los elementos que constituyen la
identidad de las personas que viven en el país.

Las disposiciones de esta iniciativa, fijan los elementos que
constituyen la identidad de las personas, como un elemen-
to que permite distinguirlas del resto de la población, sien-
do éstos: apellido paterno, apellido materno y nombre (s);
lugar y fecha de nacimiento; edad; sexo; tipo de sangre; na-
cionalidad (es); ocupación; patrón del iris ocular, huella
dactilar, y los nombres, apellidos, nacionalidad y domicilio
del padre y de la madre.

La inclusión del patrón del iris ocular, como elemento
de identidad, proporcionará, entre otras ventajas, las
siguientes: estabilidad frente a cambios originados por
accidentes; la captura no invasiva de la información
que proporciona el iris, así como su unicidad, y la im-
posible falsificación de dicha información, salvo la rea-
lización de operaciones quirúrgicas que podrían dañar
severamente la visión.

Se prevé que la Secretaría de Gobernación, como depen-
dencia del Ejecutivo federal responsable de dicho registro
nacional, por conducto del instituto nacional de población,
cuya creación dispone, la propia iniciativa, como organis-
mo público descentralizado, dotado de personalidad jurídi-
ca, patrimonio propio y autonomía técnica, para resolver
los asuntos de su competencia es responsable de fijar las
reglas y políticas administrativas del registro nacional de
población, el cual se integra por el registro nacional de me-
nores de edad, el registro nacional de ciudadanos y el catá-
logo de extranjeros residentes en la República Mexicana.

Es importante destacar, que se deja asentada la obligación
de que al nacimiento de cada persona, deberá inscribírsele
en el registro nacional de población, previéndose que todos
los centros de salud, del sistema nacional, deberán coordi-
narse con las autoridades del registro nacional, para ofrecer
el servicio público de registro obligatorio de los recién na-
cidos, de manera gratuita y universal lo que permitirá lle-
var un control más estricto de la población, así como tam-
bién registrar cuando se dé algún deceso.

Si bien es cierto que es responsabilidad del instituto nacio-
nal de población el correcto funcionamiento del registro
nacional, también lo es que requiere del auxilio y corres-
ponsabilidad de las autoridades estatales y del Distrito Fe-
deral para lograr su cometido, por lo que se incluye la pre-
visión de que la autoridad nacional establezca, con las
autoridades locales y del Distrito Federal, los mecanismos
de coordinación necesarios, a fin de integrar servicios del
Registro Civil al del registro nacional de población, de ma-
nera que sus servicios estén al alcance de absolutamente to-
da la población. Se trata de un registro que debe ser acce-
sible a todos los mexicanos.

En los capítulos segundo y tercero se prevé lo relativo al
registro nacional de menores de edad y al registro nacional
de ciudadanos. En el primer caso se establece la obligación
de los padres de inscribir a sus hijos en el registro, en la fe-
cha de su nacimiento y hasta 72 horas después de dicho
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acontecimiento, de esta manera se busca disponer de toda
la información de identidad de cada recién nacido y asegu-
rar, al mismo tiempo que ambos padres, puedan ejercer sus
derechos, frente a sus hijos, así como que se facilite la exi-
gibilidad, a ambos padres, en el cumplimiento de sus obli-
gaciones, frente a ellos mismos. Se espera que este tipo de
medidas contribuya a disminuir el enorme y creciente pro-
blema de hijos sin padre, que es el origen de serios proble-
mas, no sólo de identidad, sino de acceso a servicios públi-
cos y privados, así como de padres que evitan impunemente
el cabal cumplimiento de sus obligaciones parentales. 

El registro de los ciudadanos queda como una obligación a
cargo de los mayores de edad, pudiendo cumplimentarla,
desde seis meses antes de alcanzar la mayoría de edad y
hasta seis meses posteriores.

En el capítulo relativo al registro nacional de ciudadanos se
establece la previsión que los mexicanos residentes en el
extranjero deberán notificar a las embajadas o consulados
sobre su residencia temporal, en un domicilio extranjero, lo
que permitirá brindar, de manera más eficiente servicios de
apoyo y localización a los mexicanos que residen tempo-
ralmente fuera del país.

Con este conjunto de nuevas disposiciones se busca alcan-
zar el objetivo de finalmente dotar a cada mexicano, desde
el momento mismo de su nacimiento de un documento ofi-
cial único y gratuito de identidad, renovable periódicamen-
te que deberá brindar los elementos necesarios para que to-
dos podamos identificarnos de manera ágil, cierta y
fehaciente, frente a autoridades y particulares, brindando,
por primera vez, en la historia de este país, la certeza jurí-
dica, a todos de saber quiénes somos y ante quién estamos
tratando, certeza que es soporte para el desarrollo normal y
cotidiano de la vida de cada persona, al tiempo que arroja
información de la que se pueden beneficiar los sistemas de
administración y procuración de justicia, no sólo en el ám-
bito penal, sino también administrativo, civil, mercantil y
laboral.

Por ello, la cédula de identidad nacional deberá ser obliga-
toria, única, intransferible y gratuita y el mal uso que pu-
diera llegarse a hacer de la misma, constituirá un delito que
será sancionado en los términos previstos por el Código
Penal federal. Su vigencia será de 10 años, debiéndose re-
novar al transcurrir dicho término.

Corresponderá al instituto nacional de población garantizar
el debido resguardo, custodia y acceso a la información re-

lativa a la identidad de las personas, así como de la expe-
dición de la cédula de identidad nacional, documento ofi-
cial de identificación, para ello deberá auxiliarse de los sis-
temas tecnológicos disponibles, más avanzados a fin de
poder proporcionar a la población un servicio rápido y efi-
ciente.

Para tal efecto, se establece en el artículo 19 qué informa-
ción contendrá la cédula de identidad que estará a la vista
para permitir la plena identificación de la persona, y cuál se
albergará en el chip de seguridad que se insertará en la mis-
ma. De esta manera se salvaguardarán los datos confiden-
ciales de toda persona, mismos que sólo serán accesibles
para un tercero por mandato judicial o del instituto nacio-
nal de población.

Por otra parte, el instituto nacional de población propor-
cionará la información necesaria del registro nacional de
ciudadanos, al Instituto Federal Electoral (IFE) para la in-
tegración de los instrumentos electorales, entre los cuales
se encuentra la expedición de la credencial para votar, mis-
ma que servirá únicamente para que los ciudadanos ejerzan
su derecho al sufragio, ya que carece de un marco legal
preciso para que produzca efectos de acreditación de la
personalidad, con lo que se contribuye a alcanzar el objeti-
vo de contar con un único instrumento de identidad de las
personas con el consecuente ahorro de recursos adminis-
trativos y financieros.

Se pretende que ningún recién nacido salga de las institu-
ciones y establecimientos del sistema nacional de salud, sin
su cédula de identidad nacional, para ello se deberá contar
con la infraestructura administrativa, jurídica y física nece-
saria para el cumplimiento de este propósito, que, de esta
forma aparece como un objetivo viable y alcanzable, en be-
neficio de todos los mexicanos, sin poner en riesgo, sino al
contrario, ninguno de sus derechos individuales.

A fin de evitar que los padres se desentiendan de sus hijos
recién nacidos, se prevé la obligatoriedad de que tanto la
madre como el padre proporcionen recíprocamente sus da-
tos de identidad necesarios para la expedición de la cédula,
en caso de que alguno de los dos no asistiere, corresponde-
rá al otro proporcionar la información necesaria, en el caso
de negativa se harán acreedores a una sanción. Con esta
previsión se pretende evitar la irresponsabilidad en que lle-
gan a incurrir algunos padres quienes se concretan a en-
gendrar sin hacerse cargo de la responsabilidad personal y
social que representa el ser procreador de un nuevo mexi-
cano.
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En el capítulo quinto se desarrolla lo relativo al instituto
nacional de población del cual ya se ha hecho referencia en
los párrafos precedentes, al señalar que será éste el respon-
sable del registro nacional de población.

La naturaleza jurídica de este instituto es la de un organis-
mo público descentralizado dotado de personalidad jurídi-
ca, patrimonio propio y autonomía técnica y de gestión, de-
biendo adoptar sus decisiones con plena independencia y
bajo los principios de eficacia, eficiencia y legalidad.

Con la creación de este instituto se pretende aligerar la car-
ga de trabajo que tiene la Secretaría de Gobernación, al ser
un nuevo ente especializado, el responsable de que efecti-
vamente funcionen tanto los registros nacionales de meno-
res de edad y el de ciudadanos, como de la expedición de
las cédulas de identidad nacional.

La administración del instituto nacional de población esta-
rá a cargo de una junta de gobierno y de un director gene-
ral, nombrado este último por la Cámara de Diputados, a
propuesta del presidente de la República.

La integración de la junta gobierno estará a cargo de los ti-
tulares de las Secretarías de Gobernación; de Hacienda y
Crédito Público; de Educación Pública; de la del Trabajo y
Previsión Social y, de Salud, así como de los titulares del
Instituto Federal Electoral, de la Comisión Nacional de De-
rechos Humanos, del Instituto de Acceso a la Información
y Protección de Datos, y del Instituto Nacional de Estadís-
tica y Geografía.

Por último, el capítulo sexto establece las sanciones a las
que se harán acreedores tanto los servidores públicos, co-
mo los particulares que incumplan o violenten las disposi-
ciones de esta ley.

Es importante acotar que el expedir un solo documento de
identidad y de acreditación de la personalidad, generará
certeza, eficiencia administrativa y optimizará los costos
de su elaboración, administración y distribución.

Por lo expuesto y fundado, se somete a la consideración del
pleno de esta honorable Cámara de Diputados la siguiente
iniciativa con proyecto de 

Decreto que expide la Ley General de Identidad de las
Personas.

Artículo Único. Se expide la Ley General de Identidad de
las Personas, para quedar como sigue:

Ley General de Identidad de las Personas

Capítulo I
Disposiciones Generales

Artículo 1. La presente ley, reglamenta la fracción I del ar-
tículo 36, así como el segundo párrafo del artículo 16 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es
de orden público y de observancia general en la República
Mexicana, tiene por objeto la regulación de los mecanis-
mos y procedimientos de identificación de las personas re-
sidentes en el país y de los nacionales que residen en el ex-
tranjero.

Artículo 2. La identidad de las personas está constituida
por los rasgos que permiten distinguir a cada una de ellas,
del resto de la población y está definida por:

I. Apellido del padre; 

II. Apellido de la madre; 

III. Nombre (s);

IV. Lugar de nacimiento;

V. Edad;

VI. Sexo;

VII. Tipo de sangre;

VIII. Nacionalidad (es);

IX. Ocupación;

X. Patrón del Iris Ocular;

XI: Huella dactilar, y

XII. Nombres, apellidos, nacionalidad y domicilio del
padre y de la madre.
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Artículo 3. La Secretaría de Gobernación, por conducto
del instituto nacional de población, es responsable de fijar,
sobre las bases que establece la presente ley, las reglas y
políticas administrativas de operación del registro nacional
de población.

Artículo 4. El registro nacional de población tiene como
función identificar a cada uno de los mexicanos y expedir
las constancias correspondientes.

Artículo 5. En el registro nacional de población se inscri-
birá:

I. A los mexicanos, mediante el registro nacional de me-
nores de edad y el registro nacional de ciudadanos, y

II. A los extranjeros, a través del catálogo de los extran-
jeros residentes en la República Mexicana.

Artículo 6. El registro nacional de menores de edad, se
conforma con los elementos de identidad de los mexicanos
menores de 18 años.

Artículo 7. El registro nacional de ciudadanos se integra
con los elementos de identidad de los mexicanos mayores
de edad.

Artículo 8. El catálogo de los extranjeros residentes tem-
poralmente en la República Mexicana se integra con la in-
formación de carácter migratorio que recabe la Secretaría
de Gobernación, en los términos de la ley de la materia.

Artículo 9. Al nacimiento de cada persona, obligatoria-
mente, deberá inscribírsele en el registro nacional de po-
blación aportando el (los) responsable(s) los elementos de
identidad correspondientes, a que se refiere el artículo 2 de
esta ley.

Artículo 10. Las autoridades federales, estatales y munici-
pales contribuirán a la integración del registro nacional de
población. Al efecto, el instituto nacional de población es-
tablecerá mecanismos de coordinación con las autoridades
competentes de los estados y del Distrito Federal, para re-
cabar la información correspondiente de los recién nacidos,
de las personas que no cuenten con su cédula de identidad,
así como de las defunciones, a fin de mantener permanen-
temente actualizado el registro nacional de población.

El instituto nacional de población en coordinación con las
autoridades de los estados y del Distrito Federal prestará,

tanto en sus oficinas como en todas las instituciones y es-
tablecimientos del sistema Nacional de Salud, el servicio
de inscripción de los elementos de identidad de las perso-
nas en el registro nacional de población.

Las autoridades estatales serán responsables de la veraci-
dad y oportunidad de la información que aporten sobre la
identidad de las personas.

Artículo 11. Las autoridades judiciales deberán informar al
instituto nacional de población y al Instituto Federal Elec-
toral, cuando corresponda, sobre las resoluciones que afec-
ten el ejercicio de los derechos ciudadanos, los de los me-
nores y, en general, sobre todas aquellas situaciones que
impliquen la modificación de los elementos de identidad y
capacidad de la persona.

Artículo 12. La Secretaría de Relaciones Exteriores infor-
mará a la de Gobernación y al instituto nacional de pobla-
ción, sobre la expedición y cancelación de cartas de natu-
ralización, certificados de nacionalidad y renuncias a la
nacionalidad que tramite. De igual manera, proporcionará
la información necesaria para que los mexicanos residentes
en el extranjero, queden incorporados al registro nacional
de población.

Artículo 13. Las autoridades estatales informarán al insti-
tuto nacional de población sobre los decesos de las perso-
nas dentro del término de 72 horas, después de expedida el
acta correspondiente.

Capítulo II
Registro Nacional de Menores de Edad

Artículo 14. La inscripción y actualización de datos en el
registro nacional de menores de edad son servicios de or-
den público e interés general, cuya prestación es universal,
gratuita e inmediata a través del instituto nacional de po-
blación.

Artículo 15. Los padres y tutores de los menores de edad
deberán inscribir a sus hijos y pupilos en el registro nacio-
nal de menores de edad y obtener la correspondiente cédu-
la de identidad nacional, a partir de la fecha de su naci-
miento y hasta 72 horas después de dicho suceso. Vencido
dicho término se considerará que el trámite es extemporá-
neo y se aplicarán las sanciones correspondientes.

Las instituciones y establecimientos del Sistema Nacional
de Salud deberán contar con la infraestructura necesaria
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para que coadyuven con el instituto nacional de población
en la expedición de las cédulas de identidad del menor, a
todos los recién nacidos, que reciban en sus locales, bajo
los lineamientos que el mismo instituto determine.

La omisión o tramitación extemporánea, así como el hecho
de proporcionar datos falsos, dará lugar a la aplicación de
sanciones.

Capítulo III
Registro Nacional de Ciudadanos 

Artículo 16. La inscripción y actualización de datos en el
registro nacional de ciudadanos son servicios de orden pú-
blico e interés general, cuya prestación es universal, gra-
tuita e inmediata a través del instituto nacional de pobla-
ción.

Artículo 17. Los mexicanos mayores de edad están obli-
gados a tramitar su inscripción en el registro nacional de
ciudadanos y a obtener su cédula de identidad ciudadana.

Dicho trámite lo podrán iniciar dentro de los seis meses
previos a alcanzar la mayoría de edad y hasta seis meses
después de alcanzada. 

La omisión o tramitación extemporánea, así como el hecho
de proporcionar datos falsos, dará lugar a la aplicación de
sanciones.

Artículo 18. Los mexicanos residentes en el extranjero de-
berán notificar a las embajadas o consulados sobre su resi-
dencia temporal.

Capítulo IV
De la Cédula de Identidad Nacional

Artículo 19. La cédula de identidad nacional tendrá una
vigencia de 10 años y contendrá los siguientes datos:

I. Nombre (s) y apellidos;

II. Domicilio;

III. Fotografía del titular;

IV. Número de cédula;

V. Fecha de expedición:

VI. Periodo de vigencia, y

VII. Firma. En el caso de los menores de edad, la madre
o el padre escribirá el nombre del menor.

Los datos contenidos en el artículo 2, así como la clave úni-
ca de registro de población del padre y de la madre, estarán
almacenados en el chip de seguridad que contendrá la tar-
jeta.

Artículo 20. La cédula de identidad nacional constituye el
documento oficial de identificación, que hace prueba plena
sobre la identidad de las personas; es personal, intransferi-
ble, universal, obligatoria, única y gratuita.

Los menores de edad y los ciudadanos deberán contar, res-
pectivamente, con cédula de identidad de menores y con
cédula de identidad ciudadana.

Las reposiciones de la cédula de identidad nacional causa-
rán los derechos que establezcan las leyes aplicables.

Cualquier mal uso de la cédula de identidad nacional o el
uso de ésta por un tercero, será sancionado en los términos
previstos por esta ley.

Artículo 21. La cédula de identidad nacional es el único
medio reconocido por la ley para identificar a las personas.

Artículo 22.- El instituto nacional de población es la auto-
ridad responsable del resguardo de la información sobre la
identidad de las personas.

El instituto nacional de población deberá asegurarse que la
recopilación, transmisión y resguardo de la información re-
lativa a la identidad de las personas se lleve a cabo a través
de los sistemas de administración y control de datos más
avanzados que permita la tecnología en el país, verificando
que también los estados y municipios cuenten con la in-
fraestructura necesaria para tal efecto.

Artículo 23. Los responsables de las instituciones y esta-
blecimientos del Sistema Nacional de Salud deberán ase-
gurarse que todos los recién nacidos que sean recibidos en
sus instalaciones abandonen las mismas con la correspon-
diente cédula de identidad nacional.

Artículo 24. Es obligación de los padres tramitar conjun-
tamente la cédula de identidad nacional de sus hijos. 
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Cuando el padre o la madre acudan a tramitar personal-
mente la cédula de identidad nacional de sus hijos, quien
comparezca deberá proporcionar la información de identi-
dad del ausente, justificando la razón de dicha ausencia.

La no comparecencia del padre o de la madre a la tramita-
ción de la cédula de identidad nacional del menor, no será
causa para negar su expedición.

A falta de padres los abuelos maternos y, en su defecto, los
paternos, tienen la obligación de tramitarla.

Artículo 25. El particular o responsable de la casa de asis-
tencia pública o privada que encuentre a un menor expósi-
to o abandonado en la calle o expuesto en su propiedad, de-
berá presentarlo al juez de Registro Civil, debiendo
declarar el día y lugar donde lo hubiere hallado, dándose
además intervención al Ministerio Público.

El juez de Registro Civil informará de esta situación al ins-
tituto nacional de población, a efecto de que se disponga la
expedición de la cédula de identidad correspondiente.

Artículo 26. Cualquier información falsa o alterada que
impida la cabal identificación de las personas, hará a quien
la proporcione sujeto de las sanciones que establezca la ley.

El instituto nacional de población podrá hacer uso de cual-
quier mecanismo, instrumento o procedimiento, así como
ejercer las acciones necesarias para allegarse de los datos
fehacientes que permitan identificar a las personas. El cos-
to de dichos procedimientos correrá a cargo de quien los
origine.

Artículo 27. Para el ejercicio del derecho a la identidad, la
federación, los estados y el Distrito Federal, en el ámbito
de sus respectivas competencias, se regirán por los si-
guientes principios y bases:

I. El de corresponsabilidad de los miembros de la fami-
lia, estado y sociedad;

II. El de salvaguarda y protección de los datos persona-
les, conforme a la normatividad aplicable;

III. El de asegurar una identidad legal, que debe de
coincidir con la identidad biológica, y

IV. El de objetividad, imparcialidad, veracidad e inde-
pendencia.

Artículo 28. La custodia de la cédula de identidad nacio-
nal de los menores de edad, es obligación de los padres y
tutores.

En el caso de los mayores de edad corresponde al titular de
la cédula de identidad nacional su custodia y conservación. 

Artículo 29. La cédula de identidad nacional deberá reno-
varse:

I. A más tardar, noventa días antes de que concluya su
vigencia, la cual será de 10 años;

II. Cuando esté deteriorada por su uso;

III. Cuando la persona cambie de domicilio;

IV. Cuando la persona cambie de estado civil, dentro de
los 30 días naturales siguientes, contados a partir del día
siguiente de la fecha de la resolución administrativa o
judicial correspondiente;

V. Cuando los rasgos físicos de la persona cambien de
tal suerte que no correspondan con los de la fotografía
que porta la cédula, y

VI. En caso de los menores de edad al cumplir el primer
año de vida, a los 5 y a los 10 años.

En todos los casos, el portador deberá devolver la cédula
de identidad nacional anterior al momento de recoger la
nueva.

Artículo 30. Cuando por cualquier causa la persona carez-
ca de su cédula de identidad nacional, deberá notificar al
instituto nacional de población las razones de dicha situa-
ción y tramitar la expedición o reposición correspondiente.

Artículo 31. El instituto nacional de población proporcio-
nará al Instituto Federal Electoral, la información del re-
gistro nacional de ciudadanos que sea necesaria para la in-
tegración de los instrumentos electorales, en los términos
previstos por la ley. Igualmente podrá proporcionarla a las
demás dependencias y entidades públicas que la requieran
para el ejercicio de sus atribuciones.
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Capítulo V
Del resguardo de la información

Artículo 32.El instituto nacional de población deberá ga-
rantizar la protección, resguardo y salvaguarda de la infor-
mación que obre en sus registros, evitando el mal uso y di-
vulgación de la misma con cualquier propósito distinto al
de sus funciones.

Para ello el instituto implementará las medidas de protec-
ción y resguardo que los avances de la ciencia y tecnología
permitan en materia de seguridad de información confi-
dencial.

Artículo 33. El instituto sólo podrá proporcionar informa-
ción de sus archivos mediante mandato judicial o de auto-
ridad competente que funde y motive su solicitud, garanti-
zando en todo caso, el respeto al derecho de salvaguarda
que consagra el párrafo segundo del artículo 16 constitu-
cional.

Capítulo V
Del Instituto Nacional de Población

Sección Primera
Denominación, objeto, domicilio y patrimonio

Artículo 34. El instituto nacional de población, en adelan-
te el instituto, es un organismo descentralizado sectorizado
a la Secretaría de Gobernación con personalidad jurídica y
patrimonio propio. Para el desarrollo de sus atribuciones, el
instituto gozará de autonomía técnica y de gestión.

Para el ejercicio de sus funciones el instituto adoptará sus
decisiones con plena independencia y bajo los principios
de eficacia, eficiencia y legalidad.

Artículo 35. El instituto tiene como finalidades: 

I. Llevar a cabo las acciones conducentes para registrar
a las personas que integran la población del país, con la
información que permita certificar y acreditar fehacien-
temente su identidad; 

II. Formular y promover políticas públicas para el re-
gistro de la población;

III. Integrar el registro nacional de población;

IV. Inscribir a los mexicanos menores de edad en el re-
gistro nacional de menores de edad;

V. Inscribir a los mexicanos mayores de edad en el re-
gistro nacional de ciudadanos;

VI. Expedir las cédulas de identidad de menores de
edad y las cédulas de identidad de ciudadanos;

VII. Coordinar sus acciones con las autoridades de las
entidades federativas y del Distrito Federal, para la de-
bida integración del registro nacional de población, y

VIII. Las demás que fijen las leyes.

Artículo 36. El domicilio del instituto es la Ciudad de Mé-
xico, Distrito Federal y podrá establecer delegaciones y
oficinas en otros lugares de la República Mexicana. 

Artículo 37.El patrimonio del instituto se integrará con: 

I. Los recursos presupuestales que le asigne la Cámara
de Diputados del Congreso de la Unión a través del Pre-
supuesto de Egresos de la Federación correspondiente; 

II. Los bienes muebles e inmuebles que le sean asigna-
dos; 

III. Los bienes que adquiera por cualquier otro título lí-
cito, y 

IV. Las aportaciones, donaciones, legados y demás libe-
ralidades que reciba de personas físicas y morales. 

Sección segunda
De las atribuciones

Artículo 38. Para el cumplimiento de su objeto, el institu-
to tendrá las siguientes atribuciones: 

I. organizar y operar el registro nacional de población,
inscribiendo en él a los individuos nacionales y extran-
jeros residentes en el país;

II. Levantar el registro de los mexicanos residentes en
el extranjero;

III. Expedir la cédula de identidad nacional, siendo pa-
ra los menores de edad la cédula de identidad de meno-
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res y para los ciudadanos la cédula de identidad ciuda-
dana;

IV. Establecer las normas, métodos y procedimientos
técnicos del registro nacional de población;

V. Diseñar estrategias e instrumentos, así como promo-
ver programas, proyectos y acciones para registrar a
cada una de las personas que integran la población del
país; 

VI. Verificar la adopción de medidas y programas para
llevar a cabo el registro de la población; 

VII. Implementar y garantizar las medidas de seguridad
y custodia de la información que se integra en el regis-
tro nacional de población;

VIII. Realizar estudios sobre los ordenamientos jurídi-
cos y administrativos vigentes en la materia, y proponer,
en su caso, de conformidad con las disposiciones apli-
cables, las modificaciones que considere convenientes; 

IX. Difundir los compromisos asumidos por el estado
mexicano en los instrumentos internacionales que esta-
blecen disposiciones en la materia; así como promover
su cumplimiento en los diferentes ámbitos de gobierno; 

X. Difundir y promover contenidos en los medios de co-
municación relativos a la importancia del registro de po-
blación y su actualización permanente; 

XI. Apoyar, a iniciativa del interesado, la presentación
de denuncias por actos que puedan dar lugar a respon-
sabilidades previstas en la ley de la materia u otras dis-
posiciones legales; 

XII. Establecer relaciones de coordinación con institu-
ciones públicas federales, locales y municipales, así co-
mo con personas y organizaciones sociales y privadas.

XIII. Promover y participar en reuniones internaciona-
les en materia de población; 

XIV. Promover la suscripción de convenios, acuerdos,
bases de coordinación y demás instrumentos jurídicos
con órganos públicos o privados, nacionales o interna-
cionales en el ámbito de su competencia, y

XV. Las demás establecidas en la ley, en su estatuto or-
gánico y demás disposiciones aplicables. 

Sección tercera
De los órganos de administración.

Artículo 39. La administración del instituto corresponde a: 

I. La junta de gobierno, y 

II. El director general del instituto. 

Artículo 40. La junta de gobierno, órgano supremo de di-
rección del instituto, estará integrada por nueve miembros: 

I. El titular de la Secretaría de Gobernación; quien la
presidirá 

II. El titular de la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico; 

III. El titular de la Secretaría de Educación Pública, 

IV. El titular de la Secretaría del Trabajo y Previsión So-
cial;

V. El titular de la Secretaría de Salud;

VI. El presidente del Instituto Federal Electoral,

VII. El presidente del Instituto Nacional de Estadística
y Geografía; 

VIII. El presidente de la Comisión Nacional de Dere-
chos Humanos, y

IX. El presidente del Instituto Federal de Acceso a la In-
formación y Protección de Datos.

Los miembros titulares deberán designar a sus respectivos
suplentes quienes deberán tener el nivel inferior jerárquico
inmediato. 

Asimismo, la junta de gobierno podrá tener invitados con
derecho a voz, pero no a voto.

Artículo 41. La junta de gobierno tendrá, además de aqué-
llas que establece el artículo 58 de la Ley Federal de las
Entidades Paraestatales, las siguientes atribuciones: 
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I. Aprobar su reglamento de sesiones y el estatuto orgá-
nico del instituto, con base en la propuesta que presente
el director general; 

II. Instalar el servicio profesional de carrera para los
servidores públicos, tomando como base los principios
de la Ley del Servicio Profesional de Carrera en la ad-
ministración pública federal;

III. Establecer las políticas generales para la conduc-
ción del instituto con apego a la presente ley, al estatuto
orgánico, al Programa Nacional de Población y a los de-
más instrumentos administrativos que regulen su fun-
cionamiento; 

IV. Mantener permanentemente informada a la pobla-
ción respecto de las acciones, avances e innovaciones
que se lleven a cabo en el registro nacional de pobla-
ción; 

V. Aprobar el proyecto de presupuesto que someta a su
consideración el director general y conocer los informes
sobre el ejercicio del mismo; 

VI. Aprobar el informe anual de actividades que remiti-
rá el director general del instituto a los Poderes de la
Unión; 

VII. Nombrar y remover, a propuesta del director gene-
ral, a los servidores públicos del instituto que ocupen
cargos en las dos jerarquías administrativas inferiores a
la de aquél; 

VIII. Acordar, con base en los lineamientos y priorida-
des que establezca el Ejecutivo federal, la realización de
las operaciones inherentes al objeto del organismo con
sujeción a las disposiciones aplicables y delegar discre-
cionalmente facultades en el director general, salvo
aquellas que sean indelegables de acuerdo con la legis-
lación aplicable, conforme a lo establecido en este artí-
culo; 

IX. Aprobar el tabulador de salarios del Instituto; 

X. Expedir y publicar un informe anual de la junta, y 

XI. Las demás que le confieran éste u otros ordena-
mientos. 

Artículo 42.La junta de gobierno sesionará válidamente
con la presencia de más de la mitad de sus miembros, siem-
pre que entre ellos se encuentre el presidente de la junta. 

Las resoluciones se tomarán por mayoría de los miembros
presentes y en caso de empate, el presidente tendrá voto de
calidad. 

Las sesiones que celebre la junta de gobierno serán ordina-
rias y extraordinarias; las ordinarias se llevarán a cabo por
lo menos cada tres meses, y las extraordinarias se celebra-
rán cuando lo convoque el presidente. 

Artículo 43. El director general del instituto, será designa-
do por la Cámara de Diputados, a propuesta del presidente
de la República, misma que podrá revocar dicho nombra-
miento cuando a su juicio así lo considere pertinente.

Artículo 44. Durante su encargo el director general del ins-
tituto no podrá desempeñar ningún otro empleo, cargo o
comisión, que sea remunerado, con excepción de los de ca-
rácter docente y científico. 

Artículo 45. El director general del instituto durará en su
cargo cuatro años, y podrá ser ratificado hasta por un pe-
riodo igual. 

Artículo 46. El director general del instituto tendrá, ade-
más de aquéllas que establece el artículo 59 de la Ley Fe-
deral de las Entidades Paraestatales, las siguientes faculta-
des: 

I. Planear, organizar, coordinar, dirigir, controlar y eva-
luar el funcionamiento del instituto, con sujeción a las
disposiciones aplicables; 

II. Presentar a la consideración de la junta de gobierno
el proyecto del programa del registro nacional de pobla-
ción; 

III. Someter a la consideración de la junta de gobierno
el informe anual de actividades y el informe sobre el
ejercicio presupuestal; 

IV. Ejecutar los acuerdos y demás disposiciones de la
junta de gobierno, así como supervisar su cumplimiento
por parte de las unidades administrativas competentes
del instituto; 
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V. Someter a la aprobación de la junta de gobierno el
proyecto de su estatuto orgánico; 

VI. Proponer a la junta de gobierno la designación o re-
moción de los servidores públicos del instituto, que ocu-
pen los dos niveles jerárquicos inferiores inmediatos a
éste; 

VII. Ejercer la representación legal del instituto, así co-
mo delegarla cuando no exista prohibición expresa para
ello, informando a la junta de gobierno sobre el ejerci-
cio que haga de ésta facultad; 

VIII. Atender las consultas y formular las opiniones que
le sean solicitadas por la junta de gobierno;

IX. Celebrar acuerdos de colaboración con organismos
nacionales e internacionales para el desarrollo de las
atribuciones del instituto, de conformidad con las nor-
mas aplicables y el consentimiento general de la junta
de gobierno; 

X. Proponer a la junta de gobierno el tabulador salarial
del instituto, y 

XI. Las demás que le confieran éste u otros ordena-
mientos. 

Artículo 47. El director general será auxiliado en el cum-
plimiento de sus facultades por los servidores públicos de
mando, personal de base y de confianza que establezca el
estatuto orgánico.

Asimismo, dicho estatuto determinará cuál de estos servi-
dores públicos suplirá al director general, en caso de au-
sencia. El suplente deberá tener el nivel inmediato inferior
al del director general del instituto.

El director general podrá ser removido de su cargo cuando
se determine su responsabilidad, mediante resolución defi-
nitiva dictada por autoridad competente, por encontrarse en
alguno de los supuestos contenidos en la Ley Federal de
Responsabilidades Administrativas de los Servidores Pú-
blicos.

Sección cuarta
Del comité técnico consultivo

Artículo 48. El instituto nacional de población contará con
un comité técnico consultivo cuya función fundamental se-

rá la de estudiar, analizar y asesorar a la junta directiva y
someter a su consideración propuestas técnicas sobre los
programas y métodos de identificación e inscripción del re-
gistro nacional de población, que permitan mejorar el de-
sempeño del instituto y el cabal cumplimiento de sus fun-
ciones.

Artículo 49. El comité técnico consultivo deberá celebrar
cuando menos dos sesiones ordinarias al año y las extraor-
dinarias que sean necesarias, a convocatoria del director
general del instituto. Estará integrado por el titular del ins-
tituto nacional de población –quien fungirá como presi-
dente–; el titular del Instituto Federal de Acceso a la Infor-
mación y Protección de Datos –quien será el secretario-; el
presidente del Instituto Nacional de Geografía e Informáti-
ca y por siete personas más, de alto reconocimiento a nivel
nacional, cuyas actividades se vinculen con esta materia,
designadas por la Cámara de Diputados.

Las personas designadas por la Cámara de Diputados po-
drán recibir una remuneración máxima, equivalente a dos-
cientos veinte salarios mínimos diarios vigentes en el Dis-
trito Federal y el desempeño de su encargo, no les impedirá
el desempeño de algún otro cargo, comisión o encargo,
siempre y cuando no estén adscritos a la administración pú-
blica centralizada, ni a ningún otro poder de la federación
o de los estados.

El presidente del comité podrá invitar a representantes de
las entidades federativas y de los municipios y de otras or-
ganizaciones e instituciones relacionados con estos temas,
así como a distinguidos especialistas en la materia, a parti-
cipar en el análisis y discusión de temas específicos, rela-
cionados con las instituciones que representen.

Sección quinta
De los órganos de vigilancia

Artículo 50. El instituto contará con una contraloría, órga-
no interno de control, al frente de la cual estará la persona
designada en los términos del artículo 37 de la Ley Orgá-
nica de la Administración Pública Federal. 

Corresponderá a la Secretaría de la Función Pública por sí
o a través del órgano interno de control del instituto, el
ejercicio de las atribuciones que en materia de control, ins-
pección, vigilancia y evaluación le confieren la Ley Orgá-
nica de la Administración Pública Federal, sin perjuicio de
las facultades que corresponden a la Auditoría Superior de
la Federación. 
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El órgano de vigilancia del instituto estará integrado por un
comisario público propietario y un suplente, designados
por la Secretaría de la Función Pública quienes ejercerán
sus funciones de acuerdo con las disposiciones legales apli-
cables. 

El comisario acudirá con voz, pero sin voto a las sesiones
de la junta de gobierno. 

Artículo 51. El comisario público, tendrá las siguientes fa-
cultades: 

I. Vigilar el cumplimiento de las disposiciones legales,
así como de las reglamentarias, administrativas y de po-
lítica general que se emitan; 

II. Promover y vigilar que el instituto establezca indica-
dores básicos de gestión en materia de operación, pro-
ductividad, de finanzas y de impacto social, que permi-
tan medir y evaluar su desempeño; 

III. Vigilar que el instituto proporcione con la oportuni-
dad y periodicidad que se señale, la información que re-
quiera en cuanto a los ingresos y gastos públicos reali-
zados; 

IV. Solicitar a la junta de gobierno o al director general
del instituto, la información que requiera para el desa-
rrollo de sus funciones, y 

V. Las demás inherentes a su función y las que le seña-
le expresamente la Secretaría de la Función Pública, en
el ámbito de su competencia. 

Sección sexta
Prevenciones generales

Artículo 52. Para el desempeño de sus actividades, el ins-
tituto regirá sus actividades administrativas de conformi-
dad con los principios de legalidad, objetividad, seguridad,
resguardo, confidencialidad y reserva.

Artículo 53. Las normas que rijan el servicio profesional
de carrera en el instituto, deberán tener como objetivo la
profesionalización de los trabajadores que pertenezcan a él
y favorecer su permanencia, desarrollo y ascenso, confor-
me al estatuto que al efecto apruebe la junta de gobierno.

Artículo 54. Queda reservado a los tribunales federales el
conocimiento y resolución de las controversias en que sea
parte el instituto. 

Sección séptima
Régimen laboral

Artículo 55. Las relaciones de trabajo del organismo y su
personal se regirán por la Ley Federal de los Trabajadores
al Servicio del Estado, reglamentaria del apartado “B” del
artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos. 

Artículo 56. Los servidores públicos del instituto deberán
firmar un acuerdo de confidencialidad, mediante el cual se
comprometen a no divulgar por ninguna causa ni medio la
información a que tengan acceso con motivo del cumpli-
miento de sus funciones.

Capítulo VI
Sanciones

Artículo 57. Los servidores públicos del instituto nacional
de población serán sancionados con suspensión de empleo
hasta por treinta días o destitución cuando:

I. Dolosamente o por grave negligencia entorpezcan el
trámite normal de los asuntos de registro de menores de
edad, de ciudadanos y de mexicanos en el extranjero;

II. No expidan la cédula de identidad nacional a la per-
sona que lo solicite, exhibiendo la documentación re-
querida o retengan indebidamente dicha cédula una vez
expedida, y

III. Cometan actos u omisiones que violen los derechos
humanos de las personas que se encuentran sujetas a es-
ta ley.

Artículo 58. La imposición de sanciones disciplinarias a
servidores públicos en ejercicio de funciones de identifica-
ción, no impide la interposición de las acciones civiles, pe-
nales y administrativas a las que hubiere lugar.

Artículo 59. Los servidores públicos del instituto que in-
cumplan con lo establecido en el acuerdo de confidenciali-
dad, se harán acreedores a las siguientes sanciones:

I. Destitución del cargo;
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II. Inhabilitación temporal por un mínimo de noventa
días, y

III. Multa de treinta a trescientas veces el salario míni-
mo diario vigente en el Distrito Federal.

Si el Instituto o el titular del órgano interno de control tu-
vieran conocimiento de hechos que impliquen responsabi-
lidad penal, deberán denunciarlos ante el Ministerio Públi-
co o, en su caso, instar al área jurídica a que formule las
querellas a que hubiere lugar, cuando así se requiera.

Artículo 60. Las autoridades federales, estatales o munici-
pales que incurran en violaciones a la presente ley o a las
disposiciones que la reglamenten, que no constituyan deli-
tos, serán sancionados con multa hasta de doscientos cin-
cuenta salarios mínimos diarios vigentes en el Distrito Fe-
deral y suspensión en caso de reincidencia.

Artículo 61. El que auxilie, encubra o aconseje a cualquier
individuo violar las disposiciones de esta ley y su regla-
mento en materia que no constituya delito, será castigado
con multa de hasta cien salarios mínimos diarios generales
vigentes en el Distrito Federal en el momento de consumar
la conducta, o bien arresto hasta por treinta y seis horas si
no pagare la multa.

Artículo 62. En la tramitación de la cédula de identidad
nacional de un recién nacido, el padre o la madre que se
niegue a proporcionar los datos de identidad del padre o la
madre faltante a realizar el trámite, será sancionado con
multa hasta de doscientos días de salario mínimo general
vigente en el Distrito Federal y arresto hasta por treinta y
seis horas.

Artículo 63. La persona que proporcione información fal-
sa o alterada que impida la correcta identificación de las
personas, será sancionada con privación de su libertad de
uno a seis años y con multa de hasta doscientos días de sa-
lario mínimo general vigente en el Distrito Federal.

Artículo 64. La persona que lleve a cabo de manera ex-
temporánea una inscripción, tanto en el registro nacional
para menores de edad, como en el registro nacional de ciu-
dadanos, será sancionada con multa de hasta cien días de
salario mínimo general vigente en el Distrito Federal.

Artículo 65. Quien usurpe la identidad de un tercero o uti-
lice una ficticia será sancionado en los términos estableci-
dos en el artículo 243 del Código Penal federal.

Artículo 66. La persona que sea descubierta tratando de
identificarse o identificar a un tercero con una cédula de iden-
tidad nacional que no sea la suya se le castigará conforme lo
establecido en el artículo 382 del Código Penal federal.

También será sancionada aquella persona que acompañe a
un menor y no lleve con ella la cédula de identidad nacio-
nal del mismo, con multa de hasta cien días de salario mí-
nimo general vigente en el Distrito Federal.

Artículo 67. Será sancionado con arresto de treinta y seis
horas el servidor público o particular que retenga ilegal-
mente la cédula de identidad nacional a quienes la exhiban
con fines de identificarse.

Transitorios

Primero. La presente ley entrará en vigor a los noventa dí-
as hábiles siguientes al de su publicación en Diario Oficial
de la Federación.

Segundo. Se derogan los capítulos VI registro nacional de
población y VII registro nacional de ciudadanos y cédula
de identidad ciudadana de la Ley General de Población, así
como aquellas disposiciones que se opongan a lo estableci-
do en la presente ley.

Tercero. El instituto nacional de población, deberá iniciar
sus funciones seis meses después de que entre en vigor la
presente ley. 

Cuarto. El instituto nacional de población deberá iniciar la
expedición de las cédulas de identidad nacional a más tar-
dar un año después de que inicie formalmente sus funcio-
nes, tomando en consideración que dichas cédulas consti-
tuyen el único medio reconocido por la ley para identificar
a las personas.

Quinto. Los mexicanos deberán contar con su cédula de
identidad nacional a más tardar tres años después de que el
instituto nacional de población, haya iniciado la expedición
de la misma.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de septiembre de 2011.— Di-
putados: Yolanda de la Torre Valdez (rúbrica), Pablo Escudero Mora-
les (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación, para dictamen
y a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública para
opinión.
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LEY GENERAL DE SALUD

«Iniciativa que reforma el artículo 61 de la Ley General de
Salud, a cargo de la diputada María Cristina Díaz Salazar,
del Grupo Parlamentario del PRI

La suscrita, integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional en la LXI Legislatura del
Congreso de la Unión, en ejercicio de la facultad que con-
fieren los artículos 71, fracción II, de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos; y 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de esta asamblea iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforma el artículo 61 del capítulo V
de la Ley General de Salud, respecto al tamiz neonatal am-
pliado y al diagnóstico y tratamiento de padecimientos au-
diovisuales en el prematuro, de conformidad con los si-
guientes

Antecedentes

Uno de cada mil recién nacidos aparentemente normales
tienen en forma latente una enfermedad de consecuencias
graves e irreversibles que no se manifiestan en el naci-
miento, sino más tardíamente, y que son causa de retraso
mental y a veces de epilepsia, ceguera u otros trastornos
graves que se manifestarán semanas o meses después.

Afortunadamente hay la posibilidad de detectar estos pade-
cimientos a tiempo, al nacimiento cuando aún no se ha ins-
talado el daño orgánico. Esta detección se logra mediante
el tamiz neonatal. Los programas de tamiz neonatal consti-
tuyen una prioridad en la atención de los problemas de sa-
lud pública, pues desde hace más de cuatro décadas el ta-
mizaje ha demostrado ser un procedimiento eficaz en gran
número de países desarrollados.

El tamiz neonatal es un examen que se realiza desde hace
unos años en forma rutinaria a los recién nacidos, y con-
siste en el análisis de unas gotas de sangre obtenidas al na-
cimiento del cordón umbilical o del talón del pie.

En 1973, el doctor Antonio Velázquez inició un programa
de tamiz neonatal en México, el primero en América Lati-
na. En 1988 se hizo obligatorio someter al tamiz para la de-
tección de hipotiroidismo congénito a todos los recién na-
cidos en México.

Recientemente, gracias a nuevos procedimientos, se han
extendido los beneficios de dichos estudios con el tamiz

neonatal ampliado, haciendo posible diagnosticar más pa-
decimientos.

Exposición de Motivos

La mayor parte de las enfermedades genéticas sólo es re-
conocida después de algunos meses o años ante síntomas y
signos diversos que confunden el diagnóstico, algunas ve-
ces con crisis dolorosas inexplicables, trastornos psicomo-
tores, incluso retraso mental. Entonces ya es demasiado
tarde y los tratamientos disponibles sólo pueden detener la
evolución o retrasar la agravación.

En ocasiones, las consecuencias del defecto genético se
manifiestan en las dos o tres primeras semanas del naci-
miento, cuando el recién nacido ya no está estrictamente
vigilado como en la institución hospitalaria y los trastornos
que se producen no se relacionan inmediatamente con  las
causas que lo producen.

Estas enfermedades, aunque son poco frecuentes, se pue-
den controlar si se descubren a tiempo. De no hacerlo, las
consecuencias pueden ser graves, como enfermedades del
hígado, cataratas, problemas pulmonares (fibrosis quística)
y trastornos neuromusculares, cardiacos o muerte súbita.
Por esto es importante diagnosticarlos a tiempo, ya que se
pueden controlar con cambios en la alimentación o con la
administración de medicamentos.

El objetivo del tamiz neonatal es detectar la existencia de
una enfermedad o deficiencia congénita antes que ésta se
manifieste.

Los programas de tamiz neonatal deben ser aplicados a to-
dos los recién nacidos para poder encontrar a los afectados.
Con la introducción de nuevos procedimientos de análisis,
se han extendido los beneficios con dichos estudios para
los recién nacidos, con la denominación de “tamiz neona-
tal ampliado”, una herramienta muy valiosa de la medicina
preventiva, con la cual se pueden descubrir y tratar 36 pa-
decimientos, lo que amplía el número de detecciones res-
pecto a los análisis anteriores.

En todos los países donde se ha implantado el tamizaje am-
pliado se ha mostrado el beneficio costo-eficiencia. El cos-
to es muy inferior a los beneficios de prevenir retraso men-
tal y muerte de los niños. La revista Economic Evaluation
of Tándem Mass Spectrometry Screening in California, pu-
blicada en 2006 de la revista científica Pedriatics, señala
los beneficios de reducir en 7.2 millones de dólares, en pro-
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medio, los costos del cuidado médico de por vida a los ni-
ños con enfermedades congénitas.

El tamiz neonatal ha sido muy efectivo para prevenir retar-
do mental en pacientes con hipotiroidismo congénito, entre
otros. De ahí la importancia de practicar este examen al be-
bé antes de salir del hospital, o sea, en los primeros dos o
cuatro días de nacido.

Desde el punto de vista jurídico, toda persona tiene dere-
cho a la atención médica preventiva o curativa relacionada
con las enfermedades de tipo genético. La ética médica es
parte integral, y en el tamiz neonatal estos principios deben
ser aplicados cuidadosamente, pues se trata de una forma
de medicina preventiva.

El objetivo del tamiz neonatal es prevenir el retardo físico,
el retraso mental o la muerte en los niños afectados. Este
análisis no puede ser considerado una prueba aislada de la-
boratorio; es necesario dirigirlo como un programa que in-
cluye la detección de la enfermedad, el control del trata-
miento y el seguimiento de la evolución de los niños en su
desarrollo físico y psicomotor. Es una labor de equipo de-
bidamente coordinada, que evitará que un niño afectado
por alguna de estas enfermedades no sea diagnosticado
oportunamente.

Para el éxito de esta prueba, se necesita que la cobertura de
la población tamizada supere 95 por ciento. La Secretaría
de Salud reporta una cobertura de 89 por ciento de los na-
cimientos en dicha institución y que más de 60 por ciento
de los recién nacidos en otras instituciones no son tamiza-
dos.

Aunado a los padecimientos de origen genético, se deben
tomar en cuenta los padecimientos neonatales prevenibles,
provocados por el nacimiento prematuro de los niños.
Cuando el nacimiento ocurre más de tres semanas antes de
lo previsto, se habla de niños prematuros, habiendo tenido
menos tiempo para desarrollarse y madurar en el útero. Co-
mo resultado, tienen mayor riesgo de problemas médicos al
nacer. Estos riesgos son mucho mayores para los muy pre-
maturos.

Las complicaciones del bebé prematuro dependen en gran
medida de los meses de gestación, de la inmadurez de los
órganos y de las complicaciones derivadas de los trata-
mientos necesarios para salvar su vida.

Inicialmente pasará un periodo más o menos largo en la
unidad de neonatología, pudiendo necesitar respirador arti-
ficial e incubadoras que regulen su temperatura; las com-
plicaciones más graves afectan pulmones, cerebro, aparato
digestivo o riñones.

Los bebés prematuros presentan gran riesgo de tener pro-
blemas visuales y auditivos. Dos problemas suelen ocurrir
de forma muy precoz, y cuanto antes se detecten podrán te-
ner tratamiento satisfactorio: la retinopatía del prematuro,
que se debe tratar durante los primeros 40 días de nacido
para evitar la ceguera y la sordera neurosensorial, que de
no recibir tratamiento durante el primer año de vida puede
tener graves consecuencias, con hipoacusia significativa,
estando en el mayor riesgo de sordera.

En conclusión, la retinopatía del prematuro debe ser trata-
da precozmente para evitar la ceguera, y en la hipoacusia
del prematuro el tratamiento antes del año de vida incre-
menta enormemente las posibilidades de rehabilitación.

Por lo expuesto, se somete a consideración de la honorable
asamblea el siguiente proyecto de

Decreto que reforma el artículo 61 de la Ley General de
Salud

Artículo Único. Se reforma el artículo 61 de la Ley Gene-
ral de Salud, para quedar como sigue:

Capítulo V
Atención Materno-Infantil

Artículo 61. La atención materno-infantil tiene carácter
prioritario y comprende las siguientes acciones:

I. La atención de la mujer durante el embarazo, el parto
y el puerperio;

II. La aplicación del tamiz neonatal ampliado en to-
das las instituciones públicas y las privadas;

III. La revisión de retina y tamiz auditivo al prema-
turo;

IV. La detección temprana de trastornos de la salud
visual y auditiva durante el desarrollo del niño y ac-
ciones para su diagnóstico en las escuelas públicas y
en las privadas;
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V. La promoción y aplicación oportuna de la vacu-
nación; y

VI. La atención del niño y su vigilancia durante el
crecimiento y desarrollo, y promoción de la integra-
ción y del bienestar familiar.

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de septiembre de
2011.— Diputada María Cristina Díaz Salazar (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen

ESTADO DE COAHUILA

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la PGR a realizar las investigaciones derivadas de las de-
nuncias interpuestas por la SHCP sobre la presunta falsifi-
cación de documentos para contratar deuda pública duran-
te la administración del ex gobernador de Coahuila
Humberto Moreira, a cargo del diputado Jesús Ramírez
Rangel, del Grupo Parlamentario del PAN

El suscrito, diputado Jesús Ramírez Rangel, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional en la
LXI Legislatura, con fundamento en lo dispuesto en los ar-
tículos 58 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, y 79,
numeral 2, del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
mete a consideración del pleno la siguiente proposición
con puntos de acuerdo, de urgente y obvia resolución, por
el que se exhorta a la Procuraduría General de la Repúbli-
ca a realizar las investigaciones derivadas de las denuncias
interpuestas por la SHCP sobre la presunta falsificación de
documentos para la contratación de deuda pública durante
la administración del ex gobernador de la entidad, Hum-
berto Moreira, con base en las siguientes

Consideraciones

La economía de Coahuila fue de las que en mayor grado re-
sintió en el país la crisis financiera internacional de 2008 y

2009. Entre 2003 y 2008, el crecimiento del PIB de la en-
tidad fue semejante al de todo el país al mostrar una tasa de
crecimiento promedio anual de 3.3 por ciento contra la de
3.5 por ciento del país.

Sin embargo, en 2009 la economía nacional resintió los
efectos de la recesión económica mundial, como lo de-
muestra la tasa de crecimiento negativa de -6.2 por ciento
real en ese año. En el caso de Coahuila, fue la entidad que
observó la mayor contracción económica del país, inclu-
yendo al Distrito Federal, al caerse su PIB en -12.3 por
ciento en términos reales.

Para 2010, una vez que la economía nacional pasó de su fa-
se recesiva a la de recuperación y posterior expansión, el
PIB se recuperó hasta mostrar un crecimiento real de más
de 5.0 por ciento; mientras que para Coahuila, a través del
indicador trimestral de la actividad económica estatal, que
publica el Inegi, se aprecia un crecimiento de 11.6 por cien-
to. 

Lo anterior denota que la economía coahuilense se apega a
la dinámica global de la economía nacional en periodos es-
tables, sin embargo, no es capaz de resistir los embates que
se producen en la economía mundial y que afectan a la na-
cional al ser arrastrada como se observó en 2009 ante la ca-
ída de la demanda externa de bienes nacionales.

En este tenor, resalta la situación particular de la deuda pú-
blica del estado de Coahuila por las siguientes razones:

1. Las finanzas de Coahuila ya enfrentaron un momen-
to bastante severo que le costó casi una década (1996-
2004) no disponer de la confianza de los mercados fi-
nancieros y al acceso al financiamiento. Esto fue
consecuencia de la falta de previsión del riesgo de sus
autoridades financieras, lo que implicó haber sido arras-
tradas las finanzas de la entidad tras el colapso econó-
mico que se vivió en el país a fines de 1994 y en 1995.
Esta falta de previsión se demuestra ya que antes de que
el país viviera esta crisis económica, Coahuila recurrió
a la deuda pública de manera desproporcionada con ta-
sas de crecimiento reales de 91.5 por ciento en 1994 y
38 por ciento en 1995.

2. Tras ese pésimo manejo en la previsión de riesgos, de
1996 a 2004 esta entidad del país enfrentó un proceso
severo de saneamiento financiero, que implicó recurrir
en menor medida a la deuda pública como lo denotan las
tasas de crecimiento reales negativas en su saldo de la
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deuda a partir de 1996 y hasta 2004. De esta forma, del
saldo de la deuda de finales de 1995 a 2004, pasó de
2,484.0 a 250.4 millones de pesos respectivamente.

3. Pese a esta experiencia, a partir de 2005 hasta 2011 la
deuda pública de Coahuila se ha vuelto a incrementar de
manera ininterrumpida hasta pasar de los 250.4 millones
de pesos de fines de 2004 ya mencionados a 5,628 mi-
llones de pesos en marzo de 2011, es decir, un aumento
real de 2,147.6 por ciento en el periodo.1

4. Este severo manejo de la deuda de la entidad también
se reflejó en el mejoramiento de su relación deuda res-
pecto a sus ingresos por participaciones federales. En
1994, según la SHCP, esta relación en la entidad era de
53.3 por ciento; es decir, de cada peso de participacio-
nes, 53 centavos ya estaban comprometidos para pagar
deuda. Pese al esfuerzo de austeridad y saneamiento de
su deuda que permitió que esta relación disminuyera a
4.8 por ciento en 2004, a diciembre de 2010 esta rela-
ción alcanzó el porcentaje más elevado en 18 años has-
ta situarse en 78.2 por ciento.

5. Al 31 de marzo de 2011 Coahuila dispuso de un sal-
do de la deuda de 8,342.2 millones de pesos, contribu-
yendo con el 2.6 por ciento de la deuda pública total re-
gistrada en la SHCP por todas las entidades federativas
incluyendo al DF. Este saldo está respaldado al 100 por
ciento por sus participaciones federales.

No obstante estos datos que en si ya son alarmantes en lo
que se refiere a la deuda pública y las finanzas estatales, en
marzo de este año hubo un suceso que a la fecha no ha si-
do aclarado y que debe ser investigado a profundidad.  El
entonces, el entonces titular del Servicio de Administración
Tributaria del Estado de Coahuila (SATEC), Javier Villa-
rreal fue acusado de haber contratado deuda pública falsi-
ficando algunos documentos.

Existen pruebas ya presentadas por el Partido Acción Na-
cional y por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público
ante la Procuraduría General de la República, que respal-
dan los hechos en que los funcionarios estatales mintieron
y entregaron algunos documentos apócrifos ante la Secre-
taría de Hacienda y Crédito Público para, supuestamente,
sustentar su contratación de deuda pública con institucio-
nes financieras, misma que no fue autorizada por el Con-
greso del estado por un monto de 3 mil millones de pesos,
lo que puede constituir un delito grave.

El desfalco a las finanzas del estado de Coahuila es algo
que no puede quedar impune, y la responsabilidad en este
asunto no sólo cae en el exfuncionario Javier Villarreal, si-
no también en el exgobernador Humberto Moreira.

Los ciudadanos de Coahuila exigen transparencia respecto
a los recursos públicos; exigen que este tipo de hechos se-
an investigados hasta las últimas consecuencias, porque lo
que la sociedad no se puede permitir es que haya más fun-
cionarios públicos que se sirvan de sus puestos para enri-
quecerse o para multiplicar las redes de complicidades en
la entidad.

Malos manejos, desvío de recursos públicos, deficiencia en
la administración pública, corrupción, son los elementos
que motivan el presente exhorto.

El presumible desfalco perpetrado durante la administra-
ción de Humberto Moreira es un serio atentado no solo en
contra del erario público, sino de toda la sociedad coahui-
lense. Es por ello preciso que la Procuraduría General de la
República haga todo lo que esté en sus manos para investi-
gar y perseguir, en caso de demostrarse delitos cometidos,
a todos y cada uno de los funcionarios públicos que parti-
ciparon en ellos.

Por lo expuesto, se somete a consideración de esta asam-
blea la siguiente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. Se exhorta a la Procuraduría General de la Re-
pública a realizar las investigaciones derivadas de las de-
nuncias interpuestas por la SHCP sobre la presunta falsifi-
cación de documentos para la contratación de deuda
pública durante la administración del ex gobernador de la
entidad, Humberto Moreira.

Segundo. Se exhorta a la Auditoría Superior del Estado de
Cuahuila a que, en el ámbito de sus atribuciones, realice
una profunda revisión sobre el estado que guarda la deuda
pública estatal, la supuesta contratación de deuda que no
pasó por la aprobación del Congreso del estado y el desti-
no que se ha dado a los recursos contratados durante 2011.

Nota:

1 En el gobierno de Coahuila del periodo 2006 a 2011, la tasa de cre-
cimiento de la deuda pública es de 2,202.7 por ciento en términos rea-
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les al pasar de 283.5 en diciembre de 2005 a 5,628.2 millones de pesos
al 31 de marzo de 2011.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de septiembre de
2011.— Diputado Jesús Ramírez Rangel (rúbrica).»

Se turna a la Junta de Coordinación Política, para su
atención. 

MIGRANTES MEXICANOS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al gobierno federal a instaurar medidas a fin de que a los
migrantes que retornan a México sean aceptadas sin obstá-
culo las tarjetas de crédito y de débito al pagar el depósito
exigido para la importación temporal de vehículos, y a re-
ducir el monto de éste, a cargo del diputado José María To-
rres Robledo, del Grupo Parlamentario del PRD

El suscrito diputado, integrante del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática, con fundamen-
to en los artículos 6, 76 y 79 numeral 2 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, presento a consideración de esta
soberanía, la siguiente proposición con punto de acuerdo
de urgente u obvia resolución, con base en las siguientes

Consideraciones

La contribución de nuestros paisanos que laboran en el ex-
tranjero a través de las remesas es fundamental para nues-
tra economía y el bienestar de sus familias y sus comuni-
dades. Por lo que se deben tomar las medidas necesarias
para facilitar su ingreso a nuestro país, del que han partido
ante la falta de oportunidades dignas de trabajo, y no to-
marlo como pretexto para obtener ingresos fiscales.

Cuando los migrantes de nacionalidad mexicana, se inter-
nan en nuestro país con su automóvil, deben tramitar un
“permiso de importación temporal de vehículos”.

Y bien, en las recientes vacaciones de verano, muchos de
nuestros connacionales que laboran en Estado Unidos de
América y tenían la intención de visitar a nuestro país y re-
encontrase con sus familiares, renunciaron a sus planes, ya
que en los puntos de entrada a nuestro país se encontraron
con dos criticables novedades: el incremento del paga por
permiso de vehículo a 44 dólares más IVA y, la negativa a

aceptar sus tarjetas de crédito o débito para cubrir el depó-
sito en garantía exigido de 400 dólares para la internación
de sus automóviles, conocido legalmente, repito como
“importación temporal de vehículos”.

Medidas que aparte de injustas, no fueron publicitadas a
tiempo para que nuestros connacionales se hubieren prepa-
rado oportunamente.

Sobre el depósito para la “importación temporal de vehícu-
los”, el “Programa Paisano” y la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público, han señalado que en ningún momento se
ha suprimido el uso de tarjetas de crédito o débito interna-
cionales para cubrir este depósito, que en todo caso se pu-
do deber a una actitud arbitraria de algunos servidores pú-
blicos. Esto en oposición a la denuncia de un amplio
número de nuestros connacionales.

Lo cierto, es que la SHCP y el “Programa Paisano”, deben
tomar las medidas necesarias para que se sigan recibiendo
las tarjetas aludidas sin ningún problema, como medio de
pago del depósito ya múltiples aludido.

Por otro lado, debe reducirse el monto del permiso de ve-
hículo y el depósito en garantía de 400 dólares que se co-
bra a nuestros connacionales que regresan a nuestro país,
para facilitar e impulsar su visita, lo que no sólo apoya
nuestra economía sino el reencuentro familiar.

Por todo lo expuesto y fundado, someto a la consideración
de esta soberanía, con el carácter de urgente u obvia reso-
lución, la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta al gobierno federal para que instrumen-
te las medidas necesarias, incluidas las de difusión, para
que a los migrantes de nacionalidad mexicana que retornan
a nuestro país, les sean aceptada sin ningún obstáculo las
tarjetas de crédito y débito internacionales para cubrir el
depósito exigido para la importación temporal de vehícu-
los, igualmente para que el monto de éste por 400 dólares,
regla general, y el permiso de vehículo sean reducido bajo
criterios de equidad en vista de la tutela de sus derechos
humanos.

Diputado José María Torres Robledo (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Población, Fronteras y Asun-
tos Migratorios, para dictamen. 
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DELITOS EN CONTRA DE MIGRANTES

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al Ejecutivo federal a establecer por la PGR en la estructu-
ra orgánica de ésta una fiscalía especializada en prevención
y atención de delitos cometidos contra migrantes, suscrita
por integrantes de la Comisión de Población, Fronteras y
Asuntos Migratorios

Los suscritos diputados federales integrantes de la Comi-
sión de Población, Fronteras y Asuntos Migratorios de la
H. Cámara de Diputados de la LXI Legislatura, con funda-
mento en lo dispuesto por los artículos 79, numeral 1, frac-
ción II y numeral 2 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, sometemos a consideración de esta soberanía el
siguiente punto de acuerdo, por el que se exhorta al Poder
Ejecutivo Federal, a través de la Procuraduría General de la
República, para que se establezca a la brevedad en la es-
tructura orgánica de esa institución, una Fiscalía Especiali-
zada en Prevención y atención de delitos cometidos en con-
tra de migrantes, con base en las siguientes:

Consideraciones

Actualizar la política migratoria del Estado mexicano no
fue, sino hasta en fechas recientes, una asignatura que se
encontraba pendiente. Ahora gracias a la coordinación del
Poder Legislativo federal y diversas dependencia del Go-
bierno federal, ya existen las bases de una política migra-
toria que se contienen en la nueva Ley de Migración re-
cientemente aprobada por el Congreso de la Unión y que
trata de integrar explícitamente la política migratoria de
México en sus tres dimensiones, como país de origen, trán-
sito y destino de migrantes.

La necesidad de una política migratoria acorde a las actua-
les condiciones del fenómeno, adquirió mayor relevancia
al considerar los cambios y la situación específica en que
se desarrollan los procesos migratorios en México, espe-
cialmente en la última década.

Es debido a su especial posición geográfica que nuestro
país se ha convertido en la ruta de miles de migrantes na-
cionales y extranjeros que inician un viaje tortuoso y peli-
groso con destino hacia los Estados Unidos, con el único
fin de cruzar la frontera y mejorar sus condiciones y cali-
dad de vida.

Desgraciadamente, esto ha dado origen también a que di-
versos grupos del crimen organizado hayan encontrando en

este importante flujo migratorio, una forma de financiar
sus actividades ilícitas, ya que estos delincuentes asaltan,
roban, violan y secuestran a muchos de los migrantes que
transitan por territorio nacional, hechos en los cuales tam-
bién han participado autoridades corruptas que se encuen-
tran coludidas con dichos grupos delictivos.

En este desafortunado contexto se han perpetrado ataques
que han cobrado la vida de migrantes inocentes, como el
acontecido en agosto del 2010 en el municipio de San Fer-
nando, Tamaulipas, en el que murieron 72 personas origi-
narias de Guatemala, El Salvador, Honduras y Ecuador, o
bien, la desaparición de un grupo de entre 40 y 50 migran-
tes, presuntamente secuestrados en diciembre pasado en el
municipio de Chahuites, Oaxaca; así como el descubri-
miento de fosas clandestinas en diversos estados de la Re-
pública Mexicana en el que se encontraron decenas de
cuerpos de personas presumiblemente migrantes.

Estos acontecimientos trágicos que se han venido multipli-
cando en los últimos meses, han propiciado la irritación so-
cial y el reclamo justo de la comunidad internacional. Y
aunque los distintos órdenes de gobierno han intentado im-
plementar acciones y mecanismos que brinden atención a
los delitos cometidos en contra de los migrantes, estos me-
canismos han sido evidentemente insuficientes para solu-
cionar el enorme y complejo problema.

A mayor abundamiento, el presidente de la Comisión Na-
cional de los Derechos Humanos (CNDH) informó recien-
temente que la institución que encabeza tiene registrados
214 casos de secuestros colectivos de migrantes perpetra-
dos en México durante abril a septiembre de 2010, en los
que en promedio fueron privadas de su libertad 50 perso-
nas en cada acto ilícito, aunque la cifra es mayor si se con-
tabilizan los últimos meses del año pasado, los estados y
zonas donde se acentúa esta problemática son Chiapas, Oa-
xaca y Tamaulipas, además de la parte sur de Veracruz, la
zona de Tabasco colindante con Guatemala y algunas re-
giones de Coahuila y San Luis Potosí, es decir, la común-
mente denominada “Ruta del migrante”.

Otro factor de preocupación, es el alto grado de vulnerabi-
lidad del que padecen los migrantes al utilizar medios de
transporte de alto riesgo como los vagones o el techo del
ferrocarril y camiones de transporte de carga, así como
también la utilización de caminos poco transitados, cir-
cunstancias que son aprovechadas por los delincuentes De
igual forma, ante su situación irregular no acuden a las au-
toridades a denunciar los delitos de que son víctimas, ya
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sea por temor a ser deportados o porque simplemente des-
confían de las instancias de gobierno.

En consecuencia, el objetivo del presente punto de acuerdo
es el de exhortar Poder Ejecutivo Federal para que se cree,
a la brevedad, en la estructura orgánica de la Procuraduría
General de la República, una Fiscalía Especializada en ma-
teria de atención de delitos cometidos en contra de migran-
tes, en términos de lo dispuesto por el segundo párrafo del
artículo 14 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General
de la República, que dispone a la letra lo siguiente:

“Artículo 14. ...

“El Procurador General de la República, de conformi-
dad con las disposiciones presupuestales, podrá crear
unidades administrativas especializadas distintas a las
previstas en el reglamento de esta ley, para la investiga-
ción y persecución de géneros de delitos y para el ejer-
cicio de la función ministerial, policial y pericial, aten-
diendo a las necesidades del servicio, así como fiscalías
especiales para el conocimiento, atención y persecución
de delitos específicos que por su trascendencia, interés
y características así lo ameriten”

Ante este escenario, es necesario y urgente fortalecer la ca-
pacidad de respuesta de las estructuras del gobierno fede-
ral, particularmente las de procuración de justicia, a fin de
prevenir y, en su caso, atender de manera pronta y eficaz
los delitos cometidos en contra de migrantes, considerando
su alta vulnerabilidad. 

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a la considera-
ción de esta H. Cámara de Diputados el siguiente:

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta al Poder Ejecutivo Federal, a través de
la Procuraduría General de la República, para que se esta-
blezca a la brevedad en la estructura orgánica de esa insti-
tución, una Fiscalía Especializada en prevención y aten-
ción de delitos cometidos en contra de migrantes.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 6 días del mes de
septiembre de 2011.— Diputados: Norma Leticia Salazar Vázquez (rú-
brica), presidenta; Julieta Octavia Marín Torres (rúbrica), Ana Georgi-
na Zapata Lucero (rúbrica), Cristabell Zamora Cabrera (rúbrica), Gu-
mercindo Castellanos Flores (rúbrica), Ramón Jiménez Fuentes
(rúbrica), Teresa Guadalupe Reyes Sahagún (rúbrica), secretarios; He-
riberto Ambrosio Cipriano, Guillermina Casique Vences (rúbrica), Jo-

sé del Pilar Córdova Hernández, Jorge Venustiano González Ilescas,
Olivia Guillén Padilla (rúbrica), Sandra Méndez Hernández (rúbrica),
Héctor Pedraza Olguín, Miguel Ernesto Pompa Corella, Adriana Te-
rrazas Porras, Carlos Martínez Martínez (rúbrica), Jaime Oliva Ramí-
rez (rúbrica), María Yolanda Valencia Vales, Francisco Arturo Vega de
Lamadrid (rúbrica), Ariel Gómez León, José M. Torres Robledo, Al-
fonso Primitivo Ríos Vázquez, Eduardo Ledesma Romo, Rafael Ro-
dríguez González, Moisés Villanueva de la Luz.»

Se turna a la Comisión de Población, Fronteras y Asun-
tos Migratorios, para dictamen. 

ESTADO DE VERACRUZ

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al Ejecutivo federal a reubicar por la SCT, en coordinación
con el director de Capufe, la caseta de cobro número 49 del
puente nacional Tampico a Tampico Alto, en Veracruz, a
cargo del diputado Patricio Chirinos del Ángel, del Grupo
Parlamentario del PRI

El suscrito, diputado Patricio Chirinos del Ángel, integran-
te del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Ins-
titucional del estado de Veracruz, Distrito I, Pánuco, e in-
tegrante de esta honorable Cámara de Diputados de la LXI
Legislatura, con fundamento en el artículo 79 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, someto a la considera-
ción del pleno la siguiente proposición con punto de acuer-
do, al tenor de los siguientes

Considerandos

1. El puente nacional Tampico se encuentra en el munici-
pio de Pueblo Viejo, Veracruz, que cuenta con más de 70
mil habitantes, de los cuales 90 por ciento vive en la zona
urbana. Fue inaugurado y puesto en operación en el año de
1988 por el entonces presidente Miguel de la Madrid Hur-
tado, poniendo fin al problema constante de falta de comu-
nicación entre los vecinos de los municipios de Tampico y
Ciudad Madero, Tamaulipas, y Pueblo Viejo y Tampico Al-
to, Veracruz; ya que hasta antes de su construcción repre-
sentaba un cuello de botella entre el tráfico terrestre del sur
con los estados del norte del país, y se formaban largas fi-
las de vehículos ligeros y pesados para abordar los chala-
nes que atravesaban el río Panuco, mismos que en más de
una ocasión fueron arrasados por las fuertes corrientes que
se generan en época de lluvias. 

Año III, Primer Periodo, 6 de septiembre de 2011 / Anexo Diario de los Debates de la Cámara de Diputados78



2. En dicho puente se ubica la caseta de cobro número 49
del puente nacional Tampico, que depende de la delegación
regional número VII zona Golfo y se encuentra ubicada en
el kilómetro 191+800 de la carretera 180, de Matamoros-
Puerto Juárez, localizada en el municipio de Pueblo Viejo,
Veracruz, que cuenta con tres accesos carreteros. Hacia al
sur la carretera 180 Matamoros–Puerto Juárez, colindando
con el municipio de Anáhuac, el cual se une a su vez con la
carretera federal Valles–Tampico, colindando con el muni-
cipio de Pánuco, Veracruz, y hacia el norte, con la carrete-
ra 180 del eje del Golfo de México que va de Matamoros,
Tamaulipas, a Puerto Juárez, Yucatán, y que atraviesa sobre
el puente Tampico a la altura de Ciudad Cuauhtémoc, Ve-
racruz, para colindar con el municipio del mismo nombre
del estado de Tamaulipas.

3. Esta obra fundamental para el desarrollo de la región,
creó un problema paralelo ya que afecta a los sectores pro-
ductivos de la zona el costo de peaje que se tiene que pa-
gar debido al traslado constante que tienen que realizar en
la misma zona, causando un detrimento a la economía de
los habitantes de los municipios circunvecinos al puente; y
de manera particular a los municipios de Pueblo Viejo y
Tampico Alto, del estado de Veracruz, que por falta de in-
fraestructura e insumos dependen de forma económica, so-
cial y laboral, de los municipios de Tampico, Ciudad Ma-
dero y Altamira, Tamaulipas; ya que en esas ciudades
acuden a realizar actividades académicas y laborales, mé-
dicas, de comercio, bancarias, ganaderas y turismo, entre
otras, por lo que diariamente se encuentra ante la necesidad
de trasladarse a través del puente que une a estos munici-
pios del estado de Veracruz con los municipios del estado
de Tamaulipas.

4. Debido a lo anterior, las autoridades estatales y munici-
pales de los estados de Tamaulipas y Veracruz, han solici-
tado, por ser sumamente necesaria, la reubicación de la ca-
seta de cobro numero 49, existiendo antecedentes tanto en
la Cámara de Senadores como de Diputados, de pronun-
ciamientos de representantes de las mismas en que con una
iniciativa de punto de acuerdo se ha exhortado a la Secre-
taría de Comunicaciones y Transportes, así como a la Di-
rección de Caminos y Puentes Federales, siendo ésta últi-
ma en el año 2002 quién informó que se procedería a la
reubicación de la caseta a través de un mecanismo finan-
ciero que no dañara las finanzas públicas de la dependen-
cia, sin que a la fecha haya resultados positivos.

5. Amayor abundamiento a principios de 2005, se llevó a
cabo una reunión de los gobernadores de Tamaulipas y Ve-

racruz, ingeniero Eugenio Hernández Flores y Fidel Herre-
ra Beltrán, así como los presidentes municipales de los cin-
co municipios conurbados, y se tomaron acuerdos para la
reubicación de la caseta de cobro a 14 kilómetros hacia el
sur y de esta forma estar ubicada a 800 metros al sur de la
entrada principal al municipio de Tampico Alto, benefi-
ciando de esta forma también al municipio de Pueblo Vie-
jo, Veracruz, propiciando el desarrollo de la ribera del río
Pánuco, el impulso a la conurbación, integración y desa-
rrollo económico en la zona sur de Tamaulipas y norte de
Veracruz.

6. Hoy, de nueva cuenta, como representante popular de la
región norte de Veracruz, escuchando el reclamo de la so-
ciedad económicamente activa, de que dicha caseta sea
reubicada al punto que se menciona en el párrafo anterior,
vengo a esta soberanía para que se exhorte al Poder Ejecu-
tivo federal para que por conducto de la Secretaría de Co-
municaciones y Transportes y la Dirección de Caminos y
Puentes Federales de Ingresos y Servicios Conexos se lle-
ve a cabo la reubicación de la mencionada caseta al lugar
que la población lo ha venido planteando, desde los inicios
de la operación del puente.

Por lo anterior, someto a consideración del honorable ple-
no de esta soberanía el siguiente 

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta al titular del Poder Ejecutivo federal pa-
ra que por medio del titular de la Secretaría de Comunica-
ciones y Transportes, en coordinación con el director de
Caminos y Puentes Federales de Ingresos y Servicios Co-
nexos, se reubique la caseta número 49 del puente nacional
Tampico al municipio de Tampico Alto, en el estado de Ve-
racruz; con lo cual se propiciará el desarrollo económico de
los habitantes de los municipios circunvecinos a dicho
puente.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de septiembre 2011.— Diputa-
do Patricio Chirinos del Ángel (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Transportes, para dictamen. 
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LAMPARAS FLUORESCENTES COMPACTAS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Sener y a la Semarnat a establecer de manera coordina-
da en la NOM-017-ENER/SCFI-2008, “Eficiencia energé-
tica y requisitos de seguridad de lámparas fluorescentes
compactas. Límites y métodos de prueba”, los límites má-
ximos permisibles de contenido de mercurio en las unida-
des que se comercializan en territorio nacional; y a garan-
tizar la congruencia de dicha disposición con los estándares
internacionales en la materia, a cargo de la diputada Au-
gusta Valentina Díaz de Rivera Hernández, del Grupo Par-
lamentario del PAN

La suscrita, Augusta Díaz de Rivera, diputada en la LXI
Legislatura, integrante del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional, con fundamento en lo dispuesto en el
artículo 79, numeral 1, fracción II, del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a la consideración de este
pleno, la proposición con punto de acuerdo para exhortar a
las Secretarías de Energía y Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para que de manera coordinada establezcan den-
tro de la NOM-017-ENER/SCFI- 2008. “Eficiencia Ener-
gética y Requisitos de Seguridad de Lámparas Fluorescen-
tes Compactas. Límites y Métodos de Prueba”, los límites
máximos permisibles de contenido de mercurio en las lám-
paras fluorescentes compactas que se comercializan en te-
rritorio nacional, y que está sea acorde con los estándares
internacionales en la materia; que establezcan la informa-
ción homologada que deban contener los empaques de las
lámparas fluorescentes compactas sobre su manejo y dis-
posición final y que esta sea de forma clara y visible, con
base en las siguientes

Consideraciones

Las lámparas fluorescentes compactas o ahorradoras se de-
nominan así debido a que duran aproximadamente diez ve-
ces más que un foco incandescente, y consumen una cuar-
ta parte de energía eléctrica que un foco convencional.

El inventario preliminar sobre emisiones de mercurio
(2001), estimó que al romperse una lámpara fluorescente,
el 25 por ciento de su contenido de mercurio era emitido al
aire y que cerca del 98 por ciento de todas las lámparas ins-
taladas se rompían durante el primer año de uso1. Por Tan-
to podemos estimar que  las emisiones de mercurio gene-
radas por la rotura de lámparas fluorescentes en México,
son de 0.229 toneladas por año2.

Debemos considerar que el mercurio es un metal pesado,
extendido y persistente que se encuentra de manera natural
en el entorno.

Dentro de las diversas fuentes responsables para  la libera-
ción del mismo en el aire y en el agua tenemos la meteori-
zación de rocas que contienen minerales de mercurio debi-
do a actividades humanas, los procesos industriales, la
deforestación, incineración de residuos, la fabricación de
amalgamas dentales, lámparas fluorescentes, así como ins-
trumentos médicos, por mencionar algunos.

Es necesario reconocer que el mercurio está relacionado
con diversos tipos de enfermedades tanto a nivel infantil
como en la adultez, además de ser un elemento que conta-
mina el medio ambiente.

Por otro lado, la Comisión para la Cooperación Ambiental
ha señalado que las emisiones provenientes de las lámpa-
ras fluorescentes son menores que las generadas por las
emisiones de las plantas carboeléctricas.

Esto quiere decir que las lámparas fluorescentes represen-
tan una gran oportunidad para la reducción de emisiones de
mercurio, debido a que en promedio, una planta de carbón
emite 10 miligramos de mercurio para producir electrici-
dad requerida para hacer funcionar una lámpara incandes-
cente, comparada con 2.4 miligramos de mercurio que se
emiten para hacer funcionar una lámpara ahorradora com-
pacta3.

Al mismo tiempo, hay que considerar que en el mercado
existen varios tipos de lámparas fluorescentes, y todas ellas
contienen mercurio, y sobre todo no están reguladas en
cuanto al contenido de mercurio, ni a lo que deben de ha-
cer los consumidores una vez acabada su vida útil.

En la normatividad jurídica no se encuentra ningún dato
que mencione las especificaciones de contenido de mercu-
rio permitido en estas lámparas fluorescentes, igualmente,
los registros que se reportaron en el diagnóstico del mercu-
rio en México4 no arrojaron ningún dato que indicara que
existe una homologación de los límites de mercurio de
acuerdo a organismos internacionales. Por el contrario los
datos indican que en México se utilizan lámparas fuera de
los límites de los estándares internacionales.

Por ejemplo, en el año de 1996 la producción de lámparas
fluorescentes era de 22 millones y su contenido de mercu-
rio era de 40 miligramos por lámpara. El contenido de mer-
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curio de toda la producción fue de 880 kilogramos; para
1997 la producción fue de 25 millones y por lámpara el
contenido de mercurio era de 40 miligramos y el total de
mercurio para toda la producción fue de 1000 kilogramos.

Finalmente, para el año de 1999 se produjeron 30 millones
de lámparas con un contenido de mercurio por lámpara de
30 miligramos, y un total de producción de 900 kilogra-
mos5.

Hacemos hincapié que en México no se reciclan las lám-
paras fluorescentes, ni ningún otro dispositivo eléctrico
que contenga mercurio.

Pero lo que si se hace es recuperar el mercurio de los con-
centrados de plata/mercurio que se producen en las prime-
ras etapas del proceso de refinación del metal, ya que, el
mercurio puede ser atrapado en un condensador. De tal for-
ma que el mercurio recuperado se vende a las empresas
productoras de lámparas fluorescentes y clientes diversos
en el país, sobre todo en San Luis Potosí y Nuevo León
(Fuente: Inventario Preliminar de Emisiones Atmosféricas
de Mercurio, 2001).

Sin embargo, es necesario señalar que en nuestro sistema
jurídico existen vacíos en cuanto al adecuado manejo de
desechos de lámparas fluorescentes, o para que los fabri-
cantes proporcionen información en el empaque final a los
consumidores sobre el manejo y disposición de aquéllas
que ya no tienen vida útil, y que deben de ser desechadas
bajo ciertas condiciones, a través de un Plan de Manejo. 

La National Electrical Manufacturers Association (NEMA
por sus siglas en inglés)6, institución reconocida a nivel in-
ternacional, ha establecido dentro de sus estándares que el
contenido de mercurio máximo en una lámpara debe de ser
de 5 miligramos.

La solicitud en este punto de acuerdo radica en adicionar a
la NOM-017-ENER/ SCFI-2008: Eficiencia energética y
requisitos de seguridad de lámparas fluorescentes compac-
tas. Límites y métodos de prueba, los límites máximos per-
misibles  en cada unidad. Así como la disposición para que
las empresas establezcan una leyenda en el empaque de la
lámpara fluorescente, que señale el manejo adecuado de la
misma una vez que  termine su vida útil. 

Lo anterior, conforme a los lineamientos y estrategias a ob-
servar en los planes de manejo, a que hace referencia el se-
gundo párrafo de la fracción I del artículo 28 de Ley Ge-

neral para la Prevención y Gestión Integral de los Resi-
duos, además de considerar necesario que los consumido-
res de lámparas fluorescentes tienen que conocer cómo de-
ben de ser desechadas y  bajo que  condiciones, con el fin
de reducir su impacto ambiental o los daños a la salud pú-
blica, pues no existe información clara o visible sobre su
manejo.

Recordando que la Ley sobre Metrología y Normalización
señala como una de las finalidades de las normas oficiales
mexicanas el establecimiento de criterios y o especifica-
ciones que promuevan el mejoramiento del medio ambien-
te, el cuidado de la salud humana, animal, vegetal, y labo-
ral7.

Por todas las consideraciones expuestas anteriormente, re-
sulta necesario y urgente que se incluyan en la Norma Ofi-
cial parámetros sobre los límites del contenido del mercu-
rio en las lámparas fluorescentes compactas, de tal forma
que estas deben de estar homologadas con los estándares
internacionales, además de plasmar claramente en el em-
paque el manejo a realizar con la lámpara una vez  termi-
nada su vida útil.

Con esta medida se coadyuvará a la reducción de emisio-
nes de mercurio al ambiente, mitigando los efectos del
cambio climático, y protegiendo la salud humana de todos
aquellos consumidores que compran lámparas fluorescen-
tes.

Por lo expuesto y fundado, expongo ante esta soberanía los
siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. Se exhorta a las Secretarías de Energía y de Me-
dio Ambiente y Recursos Naturales, para que de  manera
coordinada establezcan dentro de la  NOM-017-ENER/
SCFI- 2008 Eficiencia Energética y Requisitos de Seguri-
dad de Lámparas Fluorescentes Compactas. Límites y
Métodos de Prueba, los límites máximos permisibles de
contenido de mercurio en las lámparas fluorescentes com-
pactas que se comercializan en territorio nacional, y que
esta sea acorde con los estándares internacionales en la ma-
teria

Segundo. Se exhorta a las Secretarias de Energía y de Me-
dio Ambiente y Recursos Naturales para que en NOM-
017- ENER/SCFI_2008 establezcan la información homo-
logada que deban contener los empaques de las lámparas
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fluorescentes compactas sobre su manejo y disposición fi-
nal y que esta sea de forma clara y visible.

Notas:

1 Instituto Nacional de Ecología (INE), 2000: Diagnóstico del Mercu-
rio en México, 2000.

2 Ibídem.

3 Mercury, in Compact Fluorescent Lamps. The US, Environmental
Protection Agency.

4 Diagnóstico de Mercurio. Desarrollado por el Instituto Nacional de
Ecología y Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales y Pes-
ca. Año 2000 (Es el único diagnóstico que se ha realizado para el mer-
curio).

5 Cifras tomadas del Diagnóstico de Mercurio en México, elaborado
por el Instituto Nacional de Ecología junio 2000. 

6 Disponible en: http://www.nema.org/lamprecycle/index.html

7 Ley Federal sobre Metrología y Normalización. Sección II de las
Normas Mexicanas. Sección adicionada en DOF 20-05-1997.

Dado en el Palacio Legislativo, a 6 de septiembre de 2011.— Diputa-
da Augusta Valentina Díaz de Rivera Hernández (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Energía y de Me-
dio Ambiente y de Recursos Naturales, para dictamen. 

TRABAJADORAS Y TRABAJADORES DOMESTICOS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la STPS y al Senado de la República a ratificar el Conve-
nio 189, sobre el trabajo decente para las trabajadoras y los
trabajadores domésticos, aprobado en la 100 Conferencia
Internacional del Trabajo, suscrita por los diputados Fran-
cisco Hernández Juárez, Claudia Edith Anaya Mota, Dolo-
res de los Ángeles Nazares Jerónimo y Rodolfo Lara La-
gunas, del Grupo Parlamentario del PRD

Los suscritos diputados Francisco Hernández Juárez, Clau-
dia Edith Anaya Mota, Dolores de los Ángeles Nazares Je-
rónimo, Rodolfo Lara Lagunas, del Grupo Parlamentario
del PRD, y Gerardo Sánchez García, del Grupo Parlamen-

tario del PRI, en la LXI Legislatura, con base en los artí-
culos 6, numeral 1, fracción I, y 79, numerales 1, fracción
II, y 2, del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
temos a consideración de esta honorable asamblea la si-
guiente proposición con punto de acuerdo relativo a la ra-
tificación del Convenio 189 sobre el trabajo decente para
las y los trabajadores domésticos, aprobado en la 100 Con-
ferencia Internacional del Trabajo, al tenor de las siguien-
tes:

Consideraciones

1. Las trabajadoras domésticas en México tienen una larga
historia en la reivindicación de sus derechos laborales.
Desde los años veinte del siglo pasado se inicia un proceso
de organización, en las ciudades de Cuautla, Morelos, y
Ensenada, Baja California, ciudades en que se dieron los
primeros intentos de sindicalizar a las trabajadoras domés-
ticas.

De 1922 a 1923, en la ciudad de Veracruz las Mujeres Li-
bertarias del Sindicato de Inquilinos promovieron la sindi-
calización de trabajadoras domésticas, tanto las que traba-
jaban en casa particulares como en hoteles. En la ciudad de
Tampico en 1930, se organizó el Sindicato de Trabajadoras
de Casas Particulares, pero no obtuvo su registro porque no
proporcionó el registro de los patrones.

Los primeros sindicatos que obtuvieron su registro fueron
el Sindicato de Domésticas de Tampico y sus Colonias
(1931), el Sindicato de Trabajadores Domésticos de Ciu-
dad Madero y sus Colonias (1934) y el Sindicato Femenil
de Trabajos Domésticos y Similares del Puerto de Veracruz
(1934).

Sólo el Sindicato de Tampico prevalece, afiliando ahora a
camaristas de pequeños hoteles. Además hubo sindicatos
que obtuvieron su registro en Baja California Sur, Chiapas,
Chihuahua, Distrito Federal, Jalisco, Oaxaca, Sonora y Ta-
basco1.

Fue hasta la década de los años setenta del siglo pasado en
que se retoma nuevamente por las trabajadoras del hogar y
los grupos de apoyo feministas la organización y capacita-
ción de ese sector.

Este largo proceso empezó a tomar forma cuando las tra-
bajadoras tomaron en sus propias manos el proceso de rei-
vindicación y de organización. En los principales jardines
de la ciudad de México iniciaron la tarea de comunicar a la
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opinión pública su deseo de ser consideradas como traba-
jadoras con plenos derechos, de sensibilizar a las emplea-
doras para ser tratadas como personas, a erradicar los tér-
minos despectivos y discriminatorios referentes al género,
raza, etnia y clase social.

Ellas convocaron a un plebiscito en los jardines para deter-
minar su identidad como trabajadoras. Se reconocieron co-
mo empleadas del hogar, erradicando el término doméstico
por las connotaciones discriminatorias y culturales de esta
expresión y las prácticas venidas de siglos atrás.

Desde 1987 empezaron a estudiar, analizar y actualizar el
único marco legal que las protege de manera específica,
aunque parcial: el Titulo Sexto de Trabajos Especiales, Ca-
pítulo XIII, Trabajadores Domésticos, en la Ley Federal
del Trabajo vigente. Este proceso las llevó a reencontrar su
identidad como trabajadoras al darse cuenta de la gran au-
sencia que existe en la protección de sus derechos y de su
calidad de vida.

Ellas construyeron sus categorías, analizaron sus condicio-
nes de trabajo, la violencia laboral en la que han estado in-
mersas por la mirada discriminatoria hacia su persona da-
dos los quehaceres domésticos que desempeñan.
Caminaron y compartieron reflexiones con la feministas
especialistas en trabajo del hogar no asalariado para enten-
der del por qué de la desvalorización de su trabajo, y de có-
mo las empleadoras, siendo la mayoría de ellas mujeres, no
han logrado valorizar su propio trabajo en el hogar como
un aporte al desarrollo del país.

Su conocimiento transitó desde la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, los convenios internacio-
nales de la Organización Internacional del Trabajo, las con-
venciones internacionales contra la discriminación y la
violencia y las leyes generales por una vida libre de vio-
lencia y la de igualdad entre hombres y mujeres.

Este proceso de organización y construcción de sus dere-
chos humanos laborales, las fue llevando a buscar los
acuerdos entre las organizaciones de trabajadoras del hogar
que se han venido constituyendo a lo largo del país. Esto
tuvo como resultado una primera propuesta de iniciativa de
reforma laboral presentada durante la LVI legislatura en el
Senado. A partir de este primer paso, han mantenido un tra-
bajo permanente en cada legislatura para colocar su pro-
puesta: en las legislaturas LIX, LX y LXI se han presenta-
do iniciativas con las propuestas que han actualizado las
trabajadoras del hogar.

2. Como resultado de la profunda crisis económica, se ha
lanzado a millones de mujeres al trabajo precario, descali-
ficado, sin acceso a la seguridad social y con magros sala-
rios, enfrentando condiciones de esclavitud, de trabajo for-
zoso y de un incremento desmesurado de mano de obra
infantil en este sector.

Las condiciones en que laboran las 100 millones de traba-
jadoras en el hogar a nivel mundial, según datos del diag-
nostico de la Organización Internacional del Trabajo (OIT,
en lo sucesivo) realizado en 2009. Los resultados del estu-
dio condujeron al Consejo de Administración de la OIT a
incorporar en su agenda la elaboración de un anteproyecto
de convenio sobre los derechos de las trabajadoras domés-
ticas, convocando a los representantes del espacio triparti-
to que rige esta institución. Los empleadores, las trabaja-
doras y los representantes gubernamentales iniciaron en la
99ª conferencia Internacional del 2010 la discusión del an-
teproyecto de convenio y recomendación.

Las trabajadoras se organizaron a nivel internacional, cre-
ando la Red Internacional de Trabajadoras Domésticas con
el respaldo de centrales sindicales globales y organismos
internacionales de la sociedad civil, establecieron coordi-
naciones regionales por continente –América Latina, Asia,
África, Europa–, acordando una estrategia para lograr sen-
sibilizar a la opinión pública y obtener el respaldo político
en cada país, en cada región del mundo sobre el reconoci-
miento de sus derechos laborales y ser valoradas como ciu-
dadanas con derechos plenos.

En julio de 2011 en la 100 Conferencia Internacional de la
OIT, se definiría que las trabajadoras del hogar concretaran
un etapa de su larga lucha, obteniendo un convenio y una
recomendación donde quedaran las bases mínimas para
dignificar sus derechos laborales, erradicar la discrimina-
ción y la violencia en sus espacios de trabajo.

Se aprobaron mayoritariamente ambos mecanismos, asig-
nándole el número 189 de su convenio y el número 201 a
la recomendación, sobre el Trabajo Decente para las Tra-
bajadoras y Trabajadores Domésticos.

El gobierno mexicano votó a favor de ambos instrumentos.
El Convenio es un tratado internacional vinculante para los
Estados miembros que lo ratifiquen, por lo cual, ahora el
Gobierno Mexicano por medio del Senado debe ratificarlo
y así reconocer el trabajo del hogar como un derecho de las
personas que lo realizan.
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3. El Convenio establece en la introducción que “el traba-
jo doméstico continúa siendo infravalorado e invisible y lo
realizan principalmente las mujeres y las niñas, muchas de
las cuales son migrantes o forman parte de comunidades
desfavorecidas, y son particularmente vulnerables a la dis-
criminación con respecto a las condiciones de empleo y de
trabajo, así como a otros abusos de los derechos humanos”.

El Convenio 189, tiene tal relevancia, que juega un papel
muy importante para prevenir el tráfico de mujeres y me-
nores por razones de explotación laboral y/o servidumbre
personal.

Por lo cual debe ratificarse,  a fin  para ser congruente con
los esfuerzos contra la trata de personas, de las que Méxi-
co es promotor en la campaña del Corazón Azul que im-
pulsa la Organización de las Naciones Unidas

Por lo anteriormente expuesto y fundado, los suscritos di-
putados y diputadas federales sometemos a consideración
de esta honorable Asamblea la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados exhorta al titular del Eje-
cutivo federal y al Senado de la Republica, para que en el
marco de sus respectivas atribuciones, ratifique el Conve-
nio 189 sobre el trabajo decente para las trabajadoras y los
trabajadores domésticos.

Nota:

1 Goldsmith Connelly, Mary. "Política, trabajo y género: la sindicali-
zación de las y los trabajadores domésticos y el Estado mexicano", en
Ma. Teresa Fernández Aceves, Carmen Ramos Escandón y Susie Por-
ter (coord.), Orden social e identidad de género. México, siglos XIX y
XX, Guadalajara, CIESAS y UdG, 2006, pp. 215-244.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 6 de septiembre de 2011.— Dipu-
tados: Francisco Hernández Juárez (rúbrica), Claudia Edith Anaya Mo-
ta (rúbrica), Dolores de los Ángeles Nazares Jerónimo (rúbrica), Ro-
dolfo Lara Lagunas (rúbrica), Gerardo Sánchez García.»

Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen. 

ENFERMOS MENTALES

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se solicita a
la CNDH que investigue sobre las posibles violaciones de
los derechos humanos de los enfermos mentales; y al Eje-
cutivo federal, que envíe por la Secretaría de Salud un
diagnóstico sobre el estado de las personas con tal condi-
ción recluidas en las instituciones públicas de salud mental
y en los centros de readaptación social, a cargo de la dipu-
tada Diva Hadamira Gastélum Bajo, del Grupo Parlamen-
tario del PRI

La suscrita, diputada federal Diva Hadamira Gastélum Ba-
jo, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional de la LXI Legislatura en la Cámara
de Diputados del honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, y 6, fracción I, y 79, numeral 1, fracción II, y numeral
2, del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de este pleno la presente proposición con
puntos de acuerdo para solicitar a la Comisión Nacional de
los Derechos Humanos que lleve a cabo una investigación
inmediata sobre las posibles violaciones a los derechos hu-
manos de los enfermos mentales, así como al Ejecutivo fe-
deral para que a través de la Secretaría de Salud envíe un
diagnóstico sobre la situación de los enfermos mentales re-
cluidos en las diversas instituciones públicas de salud men-
tal y en los Centros de Readaptación Social. 

Exposición de Motivos

Según datos de la Organización Mundial de la Salud, cer-
ca de 450 millones de personas en todo el mundo sufren de
algún problema mental, neurológico o de comportamiento;
es decir que el 15 por ciento por ciento de la población
mundial padece o padecerá algún trastorno durante su vida.

Aproximadamente 873 mil individuos en el planeta mue-
ren por suicidio cada año y uno de cada cuatro pacientes
que visitan al médico no son diagnosticados y mucho me-
nos tratados.

Estas cifras representan una señal de alerta mundial debido
a los grandes costos económicos y sociales que se generan
a partir de esta clase de trastornos. 

En nuestro país, menos de la mitad de los mexicanos con
enfermedades mentales reciben atención especializada. Lo
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anterior se debe al deficiente acceso a los servicios clíni-
cos, la discriminación y el alto costo de los medicamentos.
Esta situación es contradictoria con la presunta política de
prevención de las enfermedades mentales prevista en el ar-
tículo 72 de la Ley General de Salud.

No obstante de que las enfermedades mentales van en as-
censo, el principal obstáculo para hacer frente a este pro-
blema es el estigma cultural que gira alrededor de este fe-
nómeno así como la inoperancia de las autoridades.

En teoría, el sistema de seguridad social mexicano cubre la
atención de la salud mental; sin embargo, en la praxis no
existe una cobertura real, por citar un ejemplo, en el caso
del trastorno bipolar, generalmente suministran medica-
mentos para la depresión y si por esta causa alguna perso-
na pierde su empleo no es considerado como un discapaci-
tado.

Según datos de la encuestadora Parametría, a seis de cada
diez mexicanos les avergonzaría visitar a un psicólogo o
psiquiatra, mientras que dos de cada diez opinan no tener
ningún problema. 

Este resultado indica que existe un gran prejuicio entre los
mexicanos para acudir con los especialistas mentales, pero
la mayoría no acepta tenerlo. Es decir, esta empresa en-
cuestadora concluye que al preguntarle al entrevistado di-
rectamente si le daba pena asistir con el psicólogo o psi-
quiatra, sólo el 28 por ciento lo reconoció, y el 62 por
ciento restante dijo que no le causaba ningún conflicto.

La Secretaría de Salud ha reconocido la gravedad de este
fenómeno. En diciembre de 2010 señaló que México ocu-
pa el segundo lugar a nivel mundial en las estadísticas de
incidencia del estrés laboral, al registrar entre un 30 y un
40 por ciento. Esto se debe a los problemas económicos,
ambientales y sociales como la violencia, tensiones de pa-
reja o familiares y, en general, al nivel de vida de las gran-
des ciudades.

Por su parte la situación de los enfermos mentales que de-
ben ser confinados en los hospitales psiquiátricos guberna-
mentales son inhumanas debido a que son sometidos a tra-
tamientos médicos degradantes, incluida la lobotomía y la
administración de fármacos inadecuados, así como la falta
de higiene, el hacinamiento y constantes vejaciones que
vulneran día a día sus garantías individuales. 

En diciembre de 2010, Disability Rights International
(DRI) y la Comisión Mexicana de Defensa y Promoción
de los Derechos Humanos (CMDPDH) elaboraron de
manera conjunta el informe Abandonados y desapareci-
dos. Segregación y abuso de niños y adultos con disca-
pacidad en México. 

El primer antecedente de este análisis tuvo lugar hace más
de diez años, cuando integrantes de estas organizaciones
visitaron orfanatos y clínicas del país y emitieron un repor-
te en el que señalaron la falta de atención digna de quienes
padecen alguna discapacidad mental. 

En respuesta, las autoridades mexicanas se comprometie-
ron a mejorar esta situación en seis meses, e incluso pro-
movieron ante la Organización de las Naciones Unidas la
Convención sobre Derechos de las Personas con Disca-
pacidad, firmada y ratificada en 2006.

Sin embargo, los hechos demuestran que el gobierno no es
congruente con su posición internacional y con su misión
en materia de salud, ya que once años después del primer
informe no se han realizado cambios en este sistema. 

El análisis de referencia fue elaborado mediante una serie
de visitas a 20 hospitales, orfanatos y albergues —18 de
ellos públicos—, de agosto de 2009 a septiembre de 2010,
en donde realizaron más de un centenar de entrevistas que
arrojaron serias violaciones a los derechos humanos de los
enfermos mentales.

El director ejecutivo de Disability Rights International,
Eric Rosenthal, señaló un caso paradigmático para ejem-
plificar la gravedad de este problema. 

En el año 2000 una interna del Centro de Asistencia e Inte-
gración Social (CAIS) Villa Mujeres, en la delegación
Gustavo A. Madero, en el Distrito Federal, estaba atada a
su silla de ruedas, y diez años después continuaba en las
mismas condiciones. 

Dado lo anterior, podemos aseverar que las autoridades sa-
nitarias no cumplen con lo dispuesto en el artículo 75 de
la Ley General de Salud, que a la letra dice:

“Artículo 75. El internamiento de personas con padeci-
mientos mentales en establecimientos destinados a tal
efecto, se ajustará a principios éticos y sociales, además
de los requisitos científicos y legales que determine la
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Secretaría de Salud y establezcan las disposiciones jurí-
dicas aplicables.”

Asimismo otro grave problema que arrojó esta investiga-
ción fue que diversas instituciones psiquiátricas que operan
bajo el sistema de seguridad social ofrecen programas de
servicios ambulatorios ya que resultan más económicos
que un internamiento, lo cual no beneficia a los pacientes. 

Las condiciones de la mayor parte de las instituciones de
estancia prolongada son antihigiénicas. En el CAIS Villa
Mujeres, según datos de Disability Rights International,
los olores son tan abrumadores que algunas pacientes in-
formaron que se sientan afuera para alejarse del olor de los
edificios. La coordinadora de Operación de los CAIS in-
formó a esa organización que su presupuesto es tan reduci-
do que no pueden comprar papel de baño o jabón para los
internos y que ellos dependen de donativos o son los inter-
nos quienes tienen que comprarlo por su cuenta. 

En la institución Samuel Ramírez Moreno, en el Distrito
Federal, observaron a hombres y mujeres deambulando por
ahí o acostados en el suelo de concreto, completamente
desnudos o semidesnudos, orinando en los pisos, pisando y
arremolinándose en su propia suciedad. De igual forma,
observaron a un hombre recoger un contenedor de comida
de una cloaca abierta y lamerlo frente al personal que no
hizo nada para evitarlo. 

Una enfermera en la Cruz del Sur, en Oaxaca, informó de
goteras en las instalaciones en épocas de lluvia y que, has-
ta hace poco, los pacientes estaban obligados a dormir en
el suelo debido a la falta de colchones. En septiembre de
2010, el director del Samuel Ramírez Moreno señaló que el
agua corriente sólo estaba disponible de 6 a 9 de la maña-
na, por consiguiente el resto del día no hay agua para los
inodoros, lavabos, regaderas o lavandería.

Por su parte, en el Batam de Puebla, los investigadores de
DRI y de la CMDPDH observaron a un paciente atado a
una banca de madera en el pabellón varonil y como no po-
día caminar hasta el baño, el hombre se orinó, después se
quitó los pantalones e intentó escurrirlos. Nadie se acercó
para ayudarlo a cambiarse o limpiar la orina.

En el pabellón femenil de esta Institución, los investigado-
res observaron a una anciana en una silla de ruedas cubier-
ta de orina y heces. Cuando los investigadores alertaron al
director de las condiciones de esa mujer, ordenó a una en-

fermera que la limpiara y le colocara un pañal. La enfer-
mera se llevó a la mujer a otra habitación. Después de cin-
co minutos, los investigadores observaron a la misma mu-
jer en el dormitorio. No la habían cambiado, simplemente
la habían colocado en una esquina. Cuando los investiga-
dores interrogaron al Director de nueva cuenta respecto a
la mujer, admitió que la institución no cuenta con un pre-
supuesto suficiente para comprar pañales. A pesar de ello,
no se hizo ningún esfuerzo para limpiar a la mujer.

En el CAISAME EP de Guadalajara observaron un pabe-
llón entero de pacientes formados para tomar sus medica-
mentos. Uno por uno, recibían sus pastillas y se las pasa-
ban con agua que tomaban de un mismo vaso de plástico
que todos compartían. El riesgo de enfermedades o infec-
ciones fue ignorado. 

Otro problema que lacera los derechos de los discapacita-
dos mentales es que carecen de privacidad y espacio per-
sonal; es decir, los cuartos de baño son abiertos y las rega-
deras son comunales. 

Asimismo, los internos psiquiátricos han sido objeto de
violencia y abuso sexual. Existe una falta de rehabilitación
y habilitación lo que agudiza el problema al no existir pro-
gramas ocupacionales.

Por lo anterior, las instituciones psiquiátricas enfrentan
grandes carencias de apoyo económico y falta de servicios
de calidad, ya que no cuentan con suficiente personal de
enfermería, ni tampoco están capacitados y sensibilizados
para dar una atención de cuidados especiales y brindar las
terapias y apoyo necesarios para evitar un mayor deterioro
de los pacientes. En muchos casos el personal actual está
rebasado y han creado un mecanismo de protección para
continuar en sus trabajos. 

Otro sector vulnerable son los enfermos mentales recluidos
en los diversos Centros de Readaptación Social de los tres
niveles de gobierno, que históricamente han sido una fuen-
te de vulneraciones a los derechos humanos de los internos. 

Al respecto, en reiteradas ocasiones la Comisión Nacional
de los Derechos Humanos ha hecho claros pronunciamien-
tos en cuanto a que en el Sistema Penitenciario se carece de
medidas de atención para enfermos mentales que no han si-
do ubicados en áreas aptas, por lo que constantemente su-
fren diversos abusos de parte de internos y del personal de
seguridad y custodia.
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Estos hechos atentan contra las recientes inclusiones, pu-
blicadas en el Diario Oficial de la Federación el 18 de ju-
nio de 2008 y el 06 de junio del año en curso, al artículo 18
constitucional párrafo segundo que establece los principios
bajo los cuales se regirá la reinserción social. 

A la letra dice:

“Artículo 18. ...

El sistema penitenciario se organizará sobre la base del
respeto a los derechos humanos, del trabajo, la capaci-
tación para el mismo, la educación, la salud y el depor-
te como medios para lograr la reinserción del sentencia-
do a la sociedad y procurar que no vuelva a delinquir,
observando los beneficios que para él prevé la ley. Las
mujeres compurgarán sus penas en lugares separados de
los destinados a los hombres para tal efecto.

...”

De igual forma el artículo 76 de la Ley General de Salud
señala la obligación de la Secretaría de Salud de establecer
normas técnicas para aquellos enfermos mentales que se
encuentran en reclusorios o en otras instituciones no espe-
cializadas en salud mental. Para ello esta Secretaría esta-
blecerá la coordinación entre las autoridades sanitarias, ju-
diciales y administrativas. 

Asimismo, en las reglas mínimas para el tratamiento de
los reclusos, aprobada por el Consejo Económico y So-
cial de la ONU, existe una parte específica establecida en
el inciso B y que literalmente señala:

“Los alineados no deberán ser recluidos en prisiones. En
sus traslados se tomarán disposiciones para trasladarlos
lo antes posible a establecimientos para enfermos men-
tales.

Los reclusos que sufran otras enfermedades o anormali-
dades mentales deberán ser observados y trasladados a
instituciones especializadas dirigidas por médicos.”

En este tenor, el número 4 de las reglas de referencia cita:

“El servicio médico o psiquiátrico de los estableci-
mientos penitenciarios deberá asegurar el tratamiento
psiquiátrico de todos los demás reclusos que necesiten
dicho tratamiento.”

Aunado a lo anterior, el artículo 39 fracciones I, VI y VII
de la Ley Orgánica de la Administración Pública Fede-
ral ratifican las disposiciones anteriormente descritas al
señalar:

“Artículo 39. A la Secretaría de Salud corresponde el
despacho de los siguientes asuntos:

I. Establecer y conducir la política nacional en materia
de asistencia social, servicios médicos y salubridad ge-
neral, con excepción de lo relativo al saneamiento del
ambiente; y coordinar los programas de servicios a la
salud de la administración pública federal, así como los
agrupamientos por funciones y programas afines que, en
su caso, se determinen.

...

...

...

...

VI. Planear, normar, coordinar y evaluar el sistema na-
cional de salud y proveer a la adecuada participación de
las dependencias y entidades públicas que presten servi-
cios de salud, a fin de asegurar el cumplimiento del de-
recho a la protección de la salud. Asimismo, propiciará
y coordinará la participación de los sectores social y pri-
vado en dicho sistema nacional de salud y determinará
las políticas y acciones de inducción y concertación co-
rrespondientes;

VII. Planear, normar y controlar los servicios de aten-
ción médica, salud pública, asistencia social y regula-
ción sanitaria que correspondan al sistema nacional de
salud;

... “

Una garantía fundamental de una persona que padece de
sus facultades mentales y se encuentra privada de su liber-
tad por la comisión de un ilícito es que se le ubique en un
área distinta al resto de la población que cuente con todos
los servicios, lo que en la práctica no aplica y resulta fun-
damental ya que este tipo de internos pueden sufrir agre-
siones o contagios o bien pueden arremeter contra el resto
de la población. Es importante destacar que esta medida no
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representa que los internos sean incomunicados, ya que
cuentan con el derecho de recibir contacto con el exterior y
recibir visitas de sus familiares, defensores y amigos; sim-
plemente requieren de un tratamiento especial. 

Como ya se mencionó con antelación, la salud es un dere-
cho fundamental. En nuestro texto constitucional y en con-
gruencia con las disposiciones internacionales en esta ma-
teria, el artículo 4o. establece que toda persona tiene
derecho a la salud, cuya protección es una función a
cargo de la federación, el Distrito Federal y los munici-
pios, en sus respectivas competencias. 

De igual forma, la Ley General de Salud en su artículo 2o.
señala que este derecho tiene por objeto:

– El bienestar físico y mental del hombre, para contri-
buir al ejercicio pleno de sus capacidades;

– La prolongación y mejoramiento de la calidad de la vi-
da humana;

– La protección y el acrecentamiento de los valores que
coadyuven a la creación, conservación y disfrute de
condiciones de salud que contribuyan al desarrollo so-
cial;

– La extensión de actitudes solidarias y responsables de
la población en la preservación, conservación, mejora-
miento y restauración de la salud;

– El disfrute de servicios de salud y de asistencia social
que satisfagan eficaz y oportunamente las necesidades
de la población;

– El conocimiento para el adecuado aprovechamiento y
utilización de los servicios de salud, y el desarrollo de la
enseñanza y la investigación científica y tecnológica pa-
ra la salud.

De igual forma, el Pacto Internacional de Derechos Eco-
nómicos, Sociales y Culturales señala lo siguiente:

“Artículo 12. ...

1. Los Estado parte en el presente pacto reconocen el
derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel
posible de salud física y mental.

2. Entre las medidas que deberán adoptar los Estados
parte en el pacto, a fin de asegurar la plena efectividad
de este derecho, figurarán las necesarias para:

...

d) La creación de condiciones que aseguren a todos asis-
tencia médica y servicios médicos en caso de enferme-
dad.”

La Declaración Universal de Derechos Humanos, el
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales
y Culturales —ratificado por México el 23 de marzo de
1981— y, en conexidad, con la Convención Americana
sobre Derechos Humanos, misma que establece:

“Artículo 5.1. Toda persona tiene derecho a que se res-
pete su integridad física, psíquica y moral.”

En el mismo sentido, la Declaración Universal de Dere-
chos Humanos —aprobada por la Asamblea General de la
Organización de Naciones Unidas (ONU), mediante Reso-
lución 217 A (III) de fecha 10 de diciembre de 1948—,
puntualiza en su artículo 25, lo siguiente:

“Artículo 25. Toda persona tiene derecho a un nivel
adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud
y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido,
la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales
necesarios, tiene asimismo derecho a los seguros en ca-
so de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez y
otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia por
circunstancias independientes de su voluntad.”

En este tenor, la Observación General 14 de la Organiza-
ción de las Naciones Unidas expone: 

“Todo ser humano tiene derecho al disfrute del más alto
nivel posible de salud que le permita vivir dignamente
[...] El derecho a la salud no debe entenderse como un
derecho a estar sano. El derecho a la salud entraña li-
bertades y derechos [...] entre los derechos figura el re-
lativo a un sistema de protección de la salud que brinde
a las personas oportunidades iguales para disfrutar del
más alto nivel posible de salud”.

Por su parte, la Declaración de los Derechos del Retra-
sado Mental, aprobada por la Asamblea General de las
Naciones Unidas mediante la resolución 2856 (XXVI),
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de fecha 20 de diciembre de 1971, tiene por objeto esta-
blecer las bases necesarias para la protección de los dere-
chos de los discapacitados mentales tanto en el plano na-
cional como internacional, los cuales consisten en:

– El enfermo mental debe gozar, hasta el máximo grado
de viabilidad, de los mismos derechos que el resto de los
seres humanos.

– El enfermo mental tiene derecho a la atención médica
y al tratamiento físico que requiera su caso, así como a
la educación, la capacitación, la rehabilitación y la
orientación que le permitan desarrollar al máximo su ca-
pacidad y sus aptitudes. 

– El enfermo mental tiene derecho a la seguridad eco-
nómica y a un nivel de vida decoroso. Tiene derecho en
la medida de sus posibilidades, a desempeñar un empleo
productivo o alguna otra ocupación útil.

– De ser posible, el enfermo mental debe residir con su
familia, o en un hogar que remplace al propio y en parti-
cipar en las distintas formas de la vida de la comunidad.
El hogar en que viva debe recibir asistencia. En caso de
que sea necesario, internarlo en un establecimiento espe-
cializado, el ambiente y las condiciones de vida dentro de
tal institución deberán asemejarse, en la medida de lo
posible a los de la vida normal.

– El enfermo mental debe poder contar con la atención
de un tutor calificado cuando esto resulte indispensable
para la protección de su persona y sus bienes.

– El enfermo mental debe ser protegido contra toda ex-
plotación y todo abuso o trato degradante. En caso de
que sea objeto de una acción judicial, deberá ser some-
tido a un proceso justo en que se tenga plenamente en
cuenta su grado de responsabilidad, atendidas sus facul-
tades mentales.

– Si algunos enfermos mentales no son capaces, debido
a la gravedad de su impedimento, de ejercer efectiva-
mente todos sus derechos, o si se hace necesario limitar
o incluso suprimir tales derechos, el procedimiento que
se emplee a los fines de esta limitación o supresión de-
berá entrañar salvaguardas jurídicas que protejan al en-
fermo mental contra todas formas de abuso. Dicho pro-
cedimiento deberá basarse en una evaluación de su
capacidad social por expertos calificados. Asimismo, tal
limitación o supresión quedará sujeta a revisiones pe-

riódicas y reconocerá el derecho de apelación a autori-
dades superiores. 

Por lo anteriormente expuesto, podemos concluir que tan-
to los tres niveles de gobierno como la sociedad civil tene-
mos una cuenta pendiente con este sector que ha sido obje-
to de discriminación y olvido.

El principal obstáculo para enfrentar este problema es la
falta de entendimiento de la seriedad del asunto. En el ca-
so de nuestro país el sistema de salud debe abatir los pre-
juicios que existen entre los mexicanos respecto a este tipo
de enfermedades. Asimismo, uno de los aspectos más pre-
ocupantes del tema es que no hay estadísticas fidedignas
que nos permitan conocer con precisión cuántas personas
están ingresadas, en qué sitios y por qué terminaron ahí,
aunque las previsiones indican que cada vez hay más en-
fermos en estas circunstancias. 

Es momento que la Secretaría de Salud sea congruente con
su misión consistente en:

“Contribuir a un desarrollo humano justo, incluyente y
sustentable, mediante la promoción de la salud como
objetivo social compartido y el acceso universal a servi-
cios integrales y de alta calidad que satisfagan las nece-
sidades y respondan a las expectativas de la población al
tiempo que ofrecen oportunidades de avance profesio-
nal a los prestadores, en el marco de un financiamiento
equitativo, un uso honesto, transparente y eficiente de
los recursos y una amplia participación ciudadana.”

Por lo expuesto, se somete a consideración de esta sobera-
nía la aprobación de los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. Se solicita a la Comisión Nacional de los Dere-
chos Humanos que, en uso de las facultades que le confie-
re el apartado B del artículo 102 de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos y la fracción XII del
artículo 6 de la Ley de la Comisión Nacional de los Dere-
chos Humanos, realice una investigación inmediata sobre
las posibles violaciones a los derechos humanos de los en-
fermos mentales recluidos en las instituciones públicas de
salud mental del país, así como en los Centros de Readap-
tación Social de los tres niveles de gobierno, a efecto de
que informe a esta soberanía, con la brevedad, sobre los re-
sultados de la misma. 
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Segundo. Se exhorta al Ejecutivo federal para que, a través
de la Secretaría de Salud, envíe un diagnóstico a esta sobe-
ranía, así como datos estadísticos, sobre la situación de los
enfermos mentales del país recluidos en las Instituciones
Públicas de Salud Mental y en los Centros de Readaptación
Social de los tres niveles de gobierno. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de septiembre de
2011.— Diputada Diva Hadamira Gastélum Bajo (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Derechos Humanos, para
dictamen. 

SERVICIO CIVIL DE CARRERA DE 
LA CAMARA DE DIPUTADOS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se solicita a
la Junta de Coordinación Política y a la Conferencia para la
Dirección y Programación de los Trabajos Legislativos de
esta soberanía que realicen las gestiones conducentes a in-
cluir en el Estatuto de la Organización Técnica y Adminis-
trativa del Servicio Civil de Carrera de la Cámara de Dipu-
tados el nombre y las funciones del CEAMEG, a cargo de
la diputada Augusta Valentina Díaz de Rivera Hernández,
del Grupo Parlamentario del PAN

La suscrita, Augusta Valentina Díaz de Rivera Hernández,
integrante de la LXI Legislatura por el Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional, con fundamento en lo dis-
puesto en el artículo 79, numeral 1, fracción II, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados somete a consideración
de este pleno proposición con punto de acuerdo por el que
se solicita a la Junta de Coordinación Política y a la Con-
ferencia para la Dirección y Programación de los Trabajos
Legislativos de la Cámara de Diputados que realicen las
gestiones conducentes a que en el Estatuto de la Organiza-
ción Técnica y Administrativa del Servicio Civil de Carre-
ra de la Cámara de Diputados se incluyan el nombre y las
funciones del Centro de Estudios para el Adelanto de las
Mujeres y la Equidad de Género (CEAMEG), al tenor de la
siguiente

Exposición de Motivos

En 2003, la Oficina en México del Alto Comisionado de
las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (OAC-
NUDH) elaboró un diagnóstico sobre la situación de los

derechos humanos en México. Éste, en el capítulo 5, desa-
rrolla de manera específica un estudio de los derechos hu-
manos de las mujeres.

Dicho documento, además de identificar los problemas y
las causas que impiden lograr una plena vigencia de los
derechos humanos de las mujeres en el país, identifica las
necesidades de reformas legislativas y acciones adminis-
trativas necesarias, a través de la formulación de reco-
mendaciones y propuestas viables con un espíritu cons-
tructivo.

En 2006, el citado estudio fue actualizado, con lo que se
pudo observar el avance en las propuestas así como en su
implementación. Al mismo tiempo, la OACNUDH actuali-
zó el capítulo 5, que se refiere a los “derechos humanos de
las mujeres”. Esto permitió realizar un análisis de dichas
propuestas y conocer los avances en su implantación, los
resultados que se han obtenido, así como los obstáculos
que han impedido acciones o generado retrocesos.

De las observaciones emitidas por la OACNUDH destaca-
mos las de carácter legislativo, entre las que se encuentran
la necesidad de la incorporación de las prescripciones de
las Convenciones Internacionales (CEDAW 1979 y Belem
do Pará 1994) en la legislación nacional y estatal, así como
su debido cumplimiento.

La incorporación de la perspectiva de género en las políti-
cas, programas, presupuestos y gestión de las instituciones
públicas, en todos los niveles de gobierno y en los tres po-
deres del Estado, la promoción de la eliminación de estere-
otipos de género, la promoción y procuración del respeto a
los derechos reproductivos y sexuales de las mujeres, así
como la adopción de medidas para eliminar la discrimina-
ción contra las mujeres, en la esfera de sus derechos eco-
nómicos, sociales y culturales.

Éstas, entre otras demandas de carácter internacional y na-
cional, han hecho necesario que el Poder Legislativo, en el
orden federal y en el estatal, incluya personal capacitado en
temas de derechos humanos de las mujeres y género, que
auxilien al Poder Legislativo a cumplir dichos compromi-
sos internacionales.

El 3 de agosto de 2005 se publicó en el Diario Oficial de la
Federación el decreto por el que se reforma el numeral 3
del artículo 49 de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, el cual ordena a la Cámara
Diputados contar con los Centros de Estudios de las Finan-

Año III, Primer Periodo, 6 de septiembre de 2011 / Anexo Diario de los Debates de la Cámara de Diputados90



zas Públicas; de Derecho e Investigaciones Parlamentarias;
de Estudios Sociales y de Opinión Pública; de Estudios pa-
ra el Desarrollo Rural Sustentable y la Soberanía Alimen-
taria, y de Estudios para el Adelanto de las Mujeres y la
Equidad de Género, los que deberán estar adscritos a la Se-
cretaría de Servicios Parlamentarios y la Secretaría Gene-
ral, lo cual sin duda abona de manera profesional al traba-
jo legislativo de los diputados.

Por su parte, el Manual General de Organización de la Cá-
mara de Diputados señala en el apartado relativo a los cen-
tros de estudios las funciones de cada uno de ellos.

Sin embargo, dichas modificaciones de la Ley Orgánica del
Congreso y del manual no han sido armonizadas con la
normativa interna de la Cámara de Diputados, de tal suerte
que éstas no se reflejan en el Estatuto de la Organización
Técnica y Administrativa y del Servicio de Carrera de la
Cámara de Diputados.

Por lo anterior, los presentes puntos de acuerdo pretenden
armonizar lo señalado en la Ley Orgánica del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos y el Manual Ge-
neral de Organización con lo establecido en el Estatuto de
la Organización Técnica y Administrativa y del Servicio de
Carrera de la Cámara de Diputados.

Por su parte, la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos señala:

Artículo 34. A la Junta corresponden las atribuciones si-
guientes:

f) Elaborar y proponer a la Conferencia para la Direc-
ción y Programación de los Trabajos Legislativos el an-
teproyecto de la parte relativa del Estatuto, por el cual se
nombrará el Servicio de Carrera Administrativo y Fi-
nanciero a efecto de que lo considere para la redacción
del proyecto de dicho instrumento normativo.

Artículo 38. La Conferencia tiene las siguientes atribu-
ciones:

b) Proponer al pleno el proyecto de Estatuto que regirá
la organización y funcionamiento de la Secretaría Gene-
ral, de las Secretarías de Servicios Parlamentarios, y de
Servicios Administrativos y Financieros, y demás cen-
tros y unidades, así como lo relativo a los servicios de
carrera, en los términos previstos en esta ley;

Por la anterior fundamentación legal se concluye que la
Junta de Coordinación Política y la Conferencia para la Di-
rección y Programación de los Trabajos Legislativos tienen
la facultad de realizar los cambios que mediante este pun-
to de acuerdo se solicitan: que se incluya en el Estatuto el
nombre del Centro de Estudios para el Adelanto de las
Mujeres y la Equidad de Género.

De igual forma, que se publiquen las siguientes funciones
de dicho centro:

a) Formular el proyecto del programa anual, conside-
rando las directrices y pautas establecidas por el comité
del centro y las prioridades y necesidades del trabajo le-
gislativo.

b) Conducir los trabajos a cargo del centro, conforme a
las disposiciones de los ordenamientos aplicables, el
programa aprobado por el secretario de Servicios Parla-
mentarios y el comité del centro.

c) Realizar investigaciones y estudios comparados des-
de la perspectiva de género, de carácter jurídico, legis-
lativo, histórico, sectorial, estadístico, económico, polí-
tico y social, sobre los derechos y adelanto de las
mujeres, para enriquecer y orientar el trabajo parlamen-
tario.

d) Realizar análisis, seguimiento y evaluación de las po-
líticas públicas, así como de los presupuestos y el gasto
etiquetado para mujeres, para ofrecer información que
permita a los y las legisladoras cumplir con sus atribu-
ciones de aprobación del presupuesto y vigilancia de la
ejecución del gasto, buscando mayor equidad de género
en su distribución.

e) Integrar bases de datos y estructurar sistemas de in-
formación, que permitan diagnosticar la realidad, en
materia de adelanto de las mujeres y equidad de género,
así como hacer posible la generación de indicadores
sensibles al género, para apoyar los estudios e investi-
gaciones del centro y sustentar el trabajo de las comi-
siones legislativas en los temas relacionados con la
equidad de género.

f) Promover con instituciones afines reuniones acadé-
micas multidisciplinarias vinculadas al adelanto de las
mujeres y la equidad de género, a fin de intercambiar in-
formación, conocimientos y experiencias, así como im-
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pulsar acciones comunes en favor del desarrollo de las
mujeres.

g) Celebrar convenios de colaboración con centros de
estudios e instituciones académicas nacionales e inter-
nacionales para impulsar encuentros, programas, pro-
yectos, intercambio de experiencias y especialistas y, en
general, acciones que redunden en el adelanto de las
mujeres y la equidad de género.

h) Diseñar e instaurar un programa editorial y de divul-
gación sobre estudios especializados en el adelanto de
las mujeres y la equidad de género y los productos del
trabajo del centro.

i) Promover y participar, en el ámbito de su competen-
cia, en las actividades de capacitación para la forma-
ción, actualización y especialización del personal del
centro y de la Cámara, así como de los legisladores,
cuando lo soliciten.

j) Presentar a consideración del comité del centro y del
secretario de Servicios Parlamentarios los requerimien-
tos presupuestales para el desempeño de sus funciones,
a efecto de que se considere en el anteproyecto de pre-
supuesto de la Cámara.

k) Elaborar y presentar a las autoridades competentes
informes periódicos sobre las actividades desarrolladas
por el centro que permitan el seguimiento y la evalua-
ción del programa operativo anual.

l) Realizar además todas las funciones que coadyuven al
logro del objetivo del centro y las que se deriven del
presente manual, así como de las normas, las disposi-
ciones y los acuerdos aplicables.

Por todo lo expuesto, se somete a consideración de esta so-
beranía la aprobación de la siguiente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. Se solicita a la Junta de Coordinación Política y
a la Conferencia para la Dirección y Programación de los
Trabajos Legislativos de la Cámara de Diputados que in-
cluyan y publiquen en el Estatuto de la Organización Téc-
nica y Administrativa del Servicio de Carrera de la Cáma-
ra de Diputados el nombre del Centro de Estudios para el
Adelanto de las Mujeres y la Equidad de Género.

Segundo. Asimismo, para que se publiquen en el Estatuto
de la Organización Técnica y Administrativa del Servicio
de Carrera de la Cámara de Diputados las funciones del
Centro de Estudios para el Adelanto de las Mujeres y la
Equidad de Género.

Dado en el Palacio Legislativo, a 6 de septiembre de 2011.— Diputa-
da Augusta Valentina Díaz de Rivera Hernández (rúbrica).»

Se turna a la Conferencia para la Dirección y Progra-
mación de los Trabajos Legislativos, para su atención.

ESTADO DE COAHUILA

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al Ejecutivo federal a efecto de que, por la coordinación
entre la STPS, la Secretaría de Economía, el IMSS, la Se-
gob y las autoridades locales de Coahuila, se adopten me-
didas de protección civil para prevenir de raíz los riesgos
de accidentes mortales de mineros en la zona carbonífera
de dicha entidad, a cargo de la diputada Mary Telma Gua-
jardo Villarreal, del Grupo Parlamentario del PRD

La suscrita, Diputada Mary Telma Guajardo Villarreal, in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática, con fundamento en los artículos 6, 76 y
79 numeral 2, fracción III del Reglamento de la Cámara de
Diputados, presenta a esta Soberanía con el carácter de ur-
gente u obvia resolución, la siguiente proposición con pun-
to de acuerdo, con base en las siguientes:

Consideraciones

El “horror” es una palabra insuficiente para describir la
realidad que sufre nuestro país. La muerte se cosecha todos
los días al mayoreo, poniendo en riesgo la existencia mis-
ma de nuestra Nación. Los poderes Legislativo y Judicial
no pueden seguir como cómplices de esta barbarie, que tar-
de que temprano acarreará responsabilidades frente a la
justicia y la historia.

La razón de fondo de la sangre que inunda nuestras calles,
es la misma que ha reducido a nada el valor de la vida hu-
mana en los centros de trabajo: el sacrificio de los intereses
sociales al egoísmo criminal de unos cuantos sometidos de
manera vergonzosa a intereses extranjeros.
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Otra vez el 26 de agosto de 2011, Juan de Sabinas, Coa-
huila se vistió de luto con la muerte de 4 mineros, ahora en
la mina La Esmeralda de la empresa Minerales Monclova
Sociedad Anónima (Mimosa).

Apenas, semanas antes la “Familia Pasta de Conchos,” ha-
bía presentado informe ante la presidencia de la OIT, sobre
la zona carbonífera de Coahuila, denunciando 124 muertes
desde 2006, incluidos los 65 que murieron en Pasta de
Conchos. Denunciando que el gobierno federal, carece de
control sobre el número de muertes y de los centros mine-
ros y enfatizando en que la Secretaría del Trabajo y Previ-
sión Social, insiste en permitir el funcionamiento de los po-
citos. 

La muerte de estos 4 mineros en la mina La Esmeralda
ocurrió a consecuencia de un derrumbe de cien toneladas
de carbón como consecuencia de la acumulación de gas
metano. Ya fueron rescatados los cuerpos sin vida de los
cuatro jóvenes mineros que perecieron: Mario Alberto Flo-
res Martínez, Miguel Ángel Hernández Martínez, Ángel
González Pineda y, Jesús Tobías Hernández. Por fortuna no
sufrieron daños otros 128 trabajadores que se encontraban
laborando en el tercer turno.

Los mineros han denunciado que todo es consecuencia de
la omisión criminal en el respeto de las normas para la pre-
vención de los riesgos de trabajo y seguridad e higiene, de
parte de la empresa Grupo Acerero del Norte, con la com-
plicidad de Javier Lozano Alarcón, secretario de Trabajo y
Previsión Social. 

El Sindicato Nacional de Trabajadores Mineros, Metalúr-
gicos, Siderúrgicos y Similares de la República Mexicana,
ha señalado: “...estamos ante otro posible homicidio indus-
trial, como el ocurrido el 19 de febrero de 2006...” Todo es-
to ocurrió a poco más de tres meses de la tragedia de Sabi-
nas que dejó un saldo de 14 trabajadores muertos; apenas
el pasado 3 de agosto había muerto el minero Willhem Er-
nesto López García en un pozo de carbón en Villa Agujita
donde ocurrió un derrumbe.

No se puede permitir que la zona carbonífera de Coahuila,
siga produciendo “carbón de sangre”; debe apartarse la
apatía y tomarse las medidas necesarias para que se pre-
vengan de raíz la muerte constante de mineros y el dolor de
sus familias, que debe ser el dolor de todos los mexicanos.

Por todo lo expuesto y fundado someto a la consideración
de esta soberanía con el carácter de urgente u obvia resolu-
ción, la siguiente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión, exhorta al Ejecutivo federal para que mediante la
coordinación de la Secretaría del Trabajo y Previsión So-
cial, la Secretaría de Economía, el Instituto Mexicano del
Seguro Social, la Secretaría de Gobernación y las autorida-
des locales del estado de Coahuila, se adopten las medidas
urgentes y necesarias para prevenir de raíz los riesgos de
accidentes mortales de mineros en la zona carbonífera de
este estado.

Segundo. La Cámara de Diputados exhorta al Ejecutivo fe-
deral, para que proceda a interponer las denuncias penales
y demás acciones legales procedentes, en contra de los em-
presarios y servidores públicos con probable responsabili-
dad en los hechos referidos, de manera que la impunidad
deje de ser la norma en este tipo de tragedias.

Tercero. La Cámara de Diputados exhorta al Ejecutivo fe-
deral otorgue a los familiares de los cuatro mineros falleci-
dos todo el apoyo para el respeto de sus derechos, ponien-
do fin al desamparo en que se suele dejar a los deudos.

Cuarto. La Cámara de Diputados exhorta a la Comisión
Nacional de Derechos Humanos a iniciar de oficio una in-
vestigación sobre la muerte de los cuatro mineros en la Mi-
na la Esmeralda, en la zona carbonífera de Coahuila.

Quinto. La Cámara de Diputados exhorta a la Comisión
para el seguimiento a la problemática surgida por los con-
flictos mineros en el país, a dejar su inacción frente a la ca-
dena de terribles hechos que han llenado de luto a la zona
carbonífera de Coahuila; baste señalar que a la fecha no se
ha constituido el grupo de trabajo para investigar los he-
chos de San Juan Sabinas, aprobado por la Comisión Per-
manente del H. Congreso de la Unión.

Dado en el salón de sesiones de la Cámara de Diputados en San Láza-
ro, a los seis días del mes de septiembre de dos mil once.— Diputada
Mary Telma Guajardo Villarreal (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen.
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SERVICIO CIVIL DE CARRERA DE 
LA CAMARA DE DIPUTADOS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se solicita a
la Junta de Coordinación Política y a la Conferencia para la
Dirección y Programación de los Trabajos Legislativos de
esta soberanía que en el Estatuto de la Organización Téc-
nica y Administrativa del Servicio Civil de Carrera de la
Cámara de Diputados se incluyan el nombre y las funcio-
nes del CEDRSSA, a cargo de la diputada Augusta Valen-
tina Díaz de Rivera Hernández, del Grupo Parlamentario
del PAN

La suscrita, Augusta Díaz de Rivera, diputada en la LXI
Legislatura, integrante del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional, con fundamento en lo dispuesto en el
artículo 79, numeral 1, fracción II, del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración de este ple-
no, la proposición con punto de acuerdo por el que se le so-
licita a la Junta de Coordinación Política y a la Conferen-
cia para la Dirección y Programación de los Trabajos
Legislativos de la Cámara de Diputados, para que en el Es-
tatuto de la Organización Técnica y Administrativa del Ser-
vicio Civil de Carrera de la Cámara de Diputados, se in-
cluyan el nombre y funciones del Centro de Estudios para
el Desarrollo Rural Sustentable y la Soberanía Alimentaria
(CEDRSSA), al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos

México es uno de los países más ricos en biodiversidad.
Junto con Indonesia, tiene una estrecha interrelación entre
biodiversidad y cultura, es decir diversidad biológica y cul-
tural.

La gran biodiversidad en México sólo puede explicarse por
su gran complejidad fisiográfica y su complicada historia
geológica y climática, lo que hace que flora y fauna mues-
tren patrones geográficos correlacionados con el medio fí-
sico.

Esto hace que algunas zonas cuenten con una exuberante
vegetación, y otras como el desierto con una densidad me-
nor de vegetación1.

La biodiversidad de nuestro país también se ve reflejada en
la gran variedad de ecosistemas ya que existen por ejem-
plo, selva alta perennifolia; selva baja o bosque tropical ca-
ducifolio; selva mediana o bosque tropical subcaducifolio;

pastizal; sabana; pradera de alta montaña; bosque de enci-
no; bosque de coníferas; matorral xerófilo o bosque espi-
noso; o los ecosistemas insulares2.

Toda esta riqueza biológica se encuentra estrechamente
vinculada con los usos y aprovechamientos de diversas et-
nias, poblaciones indígenas, así como habitantes de las
ciudades y conglomerados humanos en diversas formas.

Sin embargo, el uso que se ha dado de nuestros recursos ha
llevado a muchas especies al riesgo de la extinción. Los
bosques se han visto amenazados por la tala ilegal, pero
también por el cambio de uso de suelo para siembra, y ga-
nadería. El resultado ha sido la extinción local de algunas
especies y la fragmentación del hábitat.

También los recursos pesqueros han sido sobre explotados
y se hace necesaria una racionalidad que encuentre el ba-
lance entre alimentación y sostenibilidad. Es la preocupa-
ción sobre el deterioro ambiental y sus recursos, la que mu-
chas veces ha llevado ha implementar acciones a favor de
él.

El sector ambiental ha sido afectado por políticas equivo-
cadas, aplicadas en el pasado y la conservación de nuestros
recursos ha implicado un mejor desarrollo como país para
mejorar nuestra calidad de vida, en donde el sector rural ha
desempeñado un papel fundamental. 

Una parte importante de la riqueza biológica del país se en-
cuentra en el área rural, en los bienes y los servicios am-
bientales que nos brindan, tales como el agua, el aire, los
servicios de recreación, los cuales también son generados
en los espacios rurales mexicanos. 

La importancia que para los diputados, y para el país, re-
presenta el sector rural mexicano ha sido motivo de la cre-
ación de un centro de estudios que se dedique a estudiar los
diversos aspectos del desarrollo rural sustentable en apoyo
a la tarea legislativa.

En la exposición de motivos de la iniciativa que dio paso a
la creación del centro, se expresaron las siguientes razones:
limitada inversión productiva; migración de la población
rural sin opciones de empleo; la gran cantidad de personas
que viven en el campo; aumento considerable de la pobre-
za rural; la desigualdad productiva, social y regional; in-
cremento del deterioro de los recursos naturales en la zonas
rurales; afectación a la base material para la producción
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agropecuaria y forestal; así como, la producción de bienes
y servicios ambientales fundamentales para el desarrollo y
calidad de vida.

Queda claro que los motivos que dieron nacimiento al cen-
tro, fueron de tipo rural, y que sólo de manera somera se
hace referencia al deterioro de los recursos, sin observar el
aspecto de conservación y sostenibilidad, no considerando
que sin el cuidado del medio ambiente no puede existir un
adecuado desarrollo rural.

El 10 de mayo de 2004, se publicó en el Diario Oficial de
la Federación el decreto por el que se reformó la Ley Or-
gánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, con lo cual se señalaba que la Cámara Diputados
contaría, en el ámbito de la Secretaría General y adscritos
a la Secretaría de Servicios Parlamentarios, con el Centro
de Estudios para el Desarrollo Rural Sustentable y la So-
beranía Alimentaria (CEDRSSA), además de los otros tres
centros de estudios que ya operaban en la Cámara de Di-
putados. 

Por otra parte, el 22 de mayo de 2000, se publicó el Esta-
tuto de la Organización Técnica y Administrativa del Ser-
vicio de Carrera de la Cámara de Diputados en el Diario
Oficial de la Federación. Al día de hoy, dicho estatuto, no
incluye el nombre del CEDRSSA. 

En el estatuto en comento, existen los siguientes artículos
en donde se definen las funciones de tres centros de estu-
dios de los cinco con los que cuenta la Cámara: artículo 42:
Centro de Estudios de Finanzas Públicas; artículo 43: Cen-
tro de Estudios de Derecho e Investigaciones Parlamenta-
rias; artículo 44: Centro de Estudios Sociales y de Opinión
Pública. Sin embargo, no existe ningún artículo que dé
cuenta de las funciones del CEDRSSA, por lo que es nece-
sario que se incluyan de manera explícita.

El tema ambiental es un tópico transversal, ya que áreas
cómo la salud, la educación, el turismo, la pesca, equidad
y género, por mencionar algunas, están directamente en in-
terdependencia mutua. Es conveniente resaltar que en esta
Cámara de Diputados no existe un centro de información y
procesamiento que trabaje exclusivamente con el tema am-
biental, por lo que resulta necesario que el CEDRSSA for-
talezca sus actividades en dichos aspectos.

Al mismo tiempo, la Ley Orgánica del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos señala: 

Artículo 34. A la junta le corresponden las atribuciones
siguientes:

f) Elaborar y proponer a la Conferencia para la Direc-
ción y Programación de los Trabajos Legislativos el an-
teproyecto de la parte relativa del estatuto, por el cual se
nombrará el Servicio de Carrera Administrativo y Fi-
nanciero, a efecto de que lo considere para la redacción
del proyecto de dicho instrumento normativo.

Artículo 38. La conferencia tiene las siguientes atribu-
ciones:

b) Proponer al pleno el proyecto de estatuto que regirá
la organización y funcionamiento de la Secretaría Gene-
ral, de las Secretarías de Servicios Parlamentarios y de
Servicios Administrativos y Financieros, y demás cen-
tros y unidades, así como lo relativo a los servicios de
carrera, en los términos previstos en esta ley;

Por la anterior fundamentación legal se concluye que la
Junta de Coordinación Política y la Conferencia para la Di-
rección y Programación de los Trabajos Legislativos tienen
la facultad para realizar los cambios necesarios al estatuto,
incluyendo la ampliación de las funciones en el aspecto
ambiental.

Considerando que el soporte a la tarea legislativa sería más
enriquecedor para los diputados, si el CEDRSSA llevara a
cabo investigaciones que arrojen datos sobre la problemá-
tica ambiental, creemos que con investigaciones dedicadas
al tema de medio ambiente, los legisladores tendrán más
herramientas para enfrentar los desafíos que se presentan.

Por último, las funciones descritas a continuación fueron
elaboradas, acorde con las necesidades que imperan para el
área ambiental en la Cámara de Diputados; examinando las
lagunas que tiene el CEDRSSA, debido a que las líneas de
trabajo del centro actualmente se abocan principalmente
para el área rural, dejando sin posibilidades de investiga-
ción la problemática ambiental; tomando en cuenta la se-
siones de trabajo que de manera conjunta se realizaron con
personal del mismo centro y asesores de la promovente,
aprovechando con esto la experiencia del personal del cen-
tro, al mismo tiempo que se obtuvieron consensos en cuan-
to a la problemática que afecta al medio ambiente; final-
mente, promover la agenda en temas ambientales que están
en interdependencia constante y que por ende requieren de
tratamiento interdisciplinario.
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Todo con un objetivo: la inclusión de aspectos que están
concatenados no sólo con el aspecto rural, sino con diver-
sos temas ambientales, de tal suerte que el CEDRSSA se
actualice en la agenda ambiental y brinde frutos para los di-
putados, la población y al medio ambiente.

También este cúmulo de funciones propuestas está dirigido
a ser más efectivo el trabajo, contar con datos fehacientes
apegados a la realidad que vive el país.

Destacando que la preocupación de este documento legis-
lativo es hacer congruente y coherente el marco normativo
de los órganos técnicos de apoyo a los diputados, promo-
viendo investigaciones confiables y oportunas sobre diver-
sos temas e incluyendo el de medio ambiente, se propone
que en el Estatuto de la Organización Técnica y Adminis-
trativa del Servicio Civil de Carrera de la Cámara de Dipu-
tados se consideren las funciones siguientes:

• Realizar una sistematización de información especializa-
da, elaboración de análisis, seguimiento, y evaluación y
formulación de propuestas en aspectos ambientales, así co-
mo de las evaluaciones de políticas gubernamentales en la
materia.

• Analizar los principales programas, políticas, e instru-
mentos del Ejecutivo federal para promover el desarrollo
sustentable.

• Dar seguimiento y analizar el ejercicio del Presupuesto de
Egresos de la Federación de los programas ambientales.

• Recopilar, sistematizar y analizar información sobre la
biodiversidad, manejo forestal sustentable, contaminación
atmosférica, del suelo y del agua, ecoturismo, etcétera.

• Dar seguimiento a las políticas sobre cambio climático.

• Analizar los impactos ambientales de las iniciativas de
ley.

• Colaborar con los otros centros de estudios de la Cámara
de Diputados, en estudios e investigaciones con el fin de
que haya una integralidad en la información que se obten-
ga, en cuanto al manejo de los recursos naturales y otros as-
pectos ambientales.

• Recopilación, sistematización y análisis de los principa-
les instrumentos jurídicos, incluyendo los tratados interna-
cionales, en materia ambiental.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, expongo ante es-
ta soberanía la siguiente proposición con 

Puntos de Acuerdo

Primero. Se hace un atento exhorto a la Conferencia para
la Dirección y Programación de los Trabajos Legislativos
de la Cámara de Diputados, para que en el Estatuto de la
Organización Técnica y Administrativa del Servicio Civil
de Carrera de la Cámara de Diputados, se incluyan el nom-
bre y funciones del Centro de Estudios para el Desarrollo
Rural Sustentable y la Soberanía Alimentaria (CEDRSSA).

Segundo. De igual forma, se exhorta a Conferencia para la
Dirección y Programación de los Trabajos Legislativos de
la Cámara de Diputados, para que analice la posibilidad de
ampliar las funciones del CEDRSSA sobre aspectos am-
bientales y los incluya en el estatuto anteriormente citado. 

Notas:

1. Semarnat. Capital Natural de México. Conabio. 2009.

2. Fuente: Instituto Nacional de Estadística y Geografía. 2008.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de septiembre de 2011.— Di-
putada Augusta Valentina Díaz de Rivera Hernández (rúbrica).»

Se turna a la Conferencia para la Dirección y Progra-
mación de los Trabajos Legislativos, para su atención.

LAMPARAS FLUORESCENTES COMPACTAS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se solicita al
Ejecutivo federal que acredite por la Secretaría de Econo-
mía y la Sener organismos de certificación que verifiquen
el cumplimiento de la NOM-017-ENER/SCFI-2008, sobre
lámparas fluorescentes compactas que se comercialicen en
territorio nacional, a cargo de la diputada Augusta Valenti-
na Díaz de Rivera Hernández, del Grupo Parlamentario del
PAN

La suscrita, Augusta Valentina Díaz de Rivera Hernández,
integrante de la LXI Legislatura por el Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional, con fundamento en lo dis-
puesto en el artículo 79, numeral 1, fracción II, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados somete a consideración
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del pleno proposición con puntos de acuerdo por los que se
solicita al Ejecutivo federal que acredite por las Secretarí-
as de Economía, y de Energía organismos de certificación
que verifiquen el cumplimiento de la NOM-017-
ENER/SCFI-2008, sobre lámparas fluorescentes compac-
tas que se comercialicen en territorio nacional, al tenor de
las siguientes

Consideraciones

Han pasado muchos años desde que Thomas Alva Edison
patentara la primera lámpara eléctrica, la única para su
tiempo.

En la actualidad, el mercado ofrece diferentes opciones de
lámparas. Por ejemplo, hay las bombillas incandescentes,
que emiten luz cuando la corriente eléctrica pasa por un
delgado filamento que se calienta y se vuelve incandescen-
te; su duración es de aproximadamente mil horas. Los tu-
bos fluorescentes crean una descarga de gases, y su dura-
ción aproximada es de 6 mil horas.

También hay lámparas halógenas, las cuales requieren me-
nor cantidad de energía para generar luz, y ésta es más po-
tente. Su duración media es de 2 mil horas.

Las lámparas fluorescentes compactas o de bajo consumo
duran más y requieren menos energía que una incandes-
cente. Su duración aproximada es de 8 mil horas.

En México, las lámparas ahorradoras compactas disponi-
bles proceden principalmente de China, aunque están res-
guardadas por marcas de reconocimiento internacional. Sin
embargo, no cumplen las especificaciones de la legislación
vigente.

Esto se debe a que muchas lámparas ahorradoras importa-
das no cumplen el rendimiento que prometen: por un lado,
ahorran menos energía; y, por otro, duran menos de lo que
indica la norma.

La importación de lámparas ahorradoras que no están den-
tro de los parámetros permitidos en nuestras normas repre-
senta un problema para los sectores consumidores de la so-
ciedad, ya que se tornan lámparas inseguras y pueden
llegar a producir cortocircuitos, exponiendo a la población
a posibles accidentes.1

En México, la legislación vigente que se encarga de la re-
gulación de las lámparas fluorescentes es la NOM-017-

ENER/SCFI-2008, “Eficiencia energética y requisitos de
seguridad de lámparas fluorescentes compactas autobalas-
tradas. Límites y métodos de prueba”. Ésta tiene por obje-
to fijar los límites mínimos de eficacia de lámparas fluo-
rescentes compactas, con potencia hasta de 28 W, y de los
balastros con que operan éstas.

El objeto de esta norma es atender la necesidad de comer-
cializar productos que propicien el uso eficiente de la ener-
gía, favoreciendo con ello que no se introduzcan en el te-
rritorio productos de mala calidad.

Corresponde a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público
organizar y dirigir los servicios aduanales y de inspección,
así como el apoyo para la inspección fiscal y aduanera, de
acuerdo con el artículo 31 de la Ley Orgánica de la Admi-
nistración Pública Federal.

En el mismo orden de ideas, la NOM-017-ENER/SCFI-
2008 dicta que las Secretarías de Economía, y de Energía,
a través de la Comisión Nacional de Energía y la Procura-
duría Federal del Consumidor, conforme a sus atribuciones
y en el ámbito de sus respectivas competencias, son las au-
toridades a cargo de vigilar el cumplimiento de la misma
norma (numeral 11).

En dicha norma se establece el procedimiento para la eva-
luación de la conformidad (PEC, numeral 12), el cual fija
los lineamientos que tienen que seguir los organismos de
certificación, independientemente de los que, en su caso,
determine la autoridad competente.

Es necesario el énfasis en el certificado de conformidad del
producto, ya que éste es un documento mediante el cual el
organismo de certificación otorga un certificado y hace
constar que un producto o una familia de productos deter-
minados cumplen o no las especificaciones establecidas en
la norma citada.

Igualmente, la evaluación de conformidad debe realizarse
por laboratorios de prueba y organismos de certificación,
acreditados y aprobados en la NOM. El usuario debe soli-
citar la evaluación de conformidad cuando lo requiera para
dar cumplimiento a las disposiciones legales, y el organis-
mo de certificación entregará al interesado el certificado.

Cabe agregar que el PEC es aplicable a los productos de fa-
bricación local o de importación que se comercialicen en
territorio nacional.
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Así, podemos establecer que tenemos medidas jurídicas
pertinentes para que por nuestras fronteras no entren lám-
paras fluorescentes que no cumplan la normativa. Incluso
con estas medidas legales siguen entrando lámparas fluo-
rescentes con mala calidad.

Aun cuando las Secretarías de Economía, y de Energía ex-
piden el certificado, esto no ha sido suficiente: el mercado
nacional está saturado de lámparas fluorescentes compac-
tas de muy mala calidad, que llegan a costar hasta 13 pesos
y duran un mes.

Con esto sólo se obtiene que haya competencia desleal, lo
cual deja en condiciones de desventaja a las empresas que
cumplen la norma vigente, y con todo el proceso de trámi-
tes para introducir lámparas de buena calidad.2 Esto da
ventaja a las empresas que no se esfuerzan por introducir
lámparas en buen estado.

Es necesario que se inspeccione y verifique el cumpli-
miento de la norma citada, al mismo tiempo que se forta-
lezcan las acciones de inspección y vigilancia en aduanas,
con objeto de cumplir los mínimos de eficiencia y evitar
competencia desleal en la comercialización de lámparas
fluorescentes en el país.

Por lo expuesto y fundado, se someten a consideración de
esta soberanía los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. Se exhorta al Ejecutivo federal a acreditar por las
Secretarías de Economía, y Energía organismos de certifi-
cación que verifiquen el cumplimiento de la NOM-017-
ENER/SCFI-2008, de todas las lámparas fluorescentes
compactas que se comercialicen en territorio nacional.

Segundo. Se exhorta al Ejecutivo federal a fortalecer por
las autoridades aduaneras las acciones de inspección y vi-
gilancia para verificar el punto de entrada en el país y el
cumplimiento de la NOM-017-ENER/SCFI-2008, “Efi-
ciencia energética y requisitos autobalastradas. Límites y
métodos de prueba”.

Notas:

1 Laboratorio de Luminotecnia del Centro de Física y Metrología del
Instituto Nacional de Tecnología Industrial de Argentina. Especialistas
analizaron el funcionamiento de 544 lámparas de 17 marcas reconoci-
das, todas importadas de China, y se encontró baja calidad.

2 Tomado de la tercera mesa de diálogo Hacia una propuesta de ley
para prohibir la comercialización de lámparas incandescentes en Mé-
xico, llevada a cabo en la Cámara de Diputados el 10 de marzo de
2010.

Dado en el Palacio Legislativo, a 6 de septiembre de 2011.— Diputa-
da Augusta Valentina Díaz de Rivera Hernández (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Energía y de Me-
dio Ambiente y de Recursos Naturales, para dictamen. 

REPUBLICA DE ARMENIA - 
REPUBLICA DE AZERBAIYAN

«Proposición con punto de acuerdo, relativo al conflicto de
Armenia-Azerbaiyán y la tragedia de Jodyalí, a cargo del
diputado Marcos Pérez Esquer, del Grupo Parlamentario
del PAN

De conformidad con el artículo 79, numeral 1, fracción II,
y numeral 2 del Reglamento de la Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión, el que suscribe, diputado
Marcos Pérez Esquer, presidente del Grupo de Amistad
México-Azerbaiyán de la LXI Legislatura de la Cámara de
Diputados, realizó proposición con puntos de acuerdo en
torno al conflicto de Armenia-Azerbaiyán y la Tragedia de
Jodyalí, al tenor de los siguientes antecedentes y conside-
raciones.

I. Antecedentes

1. El artículo 46 numeral 5 de la Ley Orgánica del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, dispone que
a propuesta de la Junta de Coordinación Política, el pleno
propondrá constituir grupos de amistad para la atención y
seguimiento de los vínculos bilaterales con órganos de re-
presentación popular de países con los que México sosten-
ga relaciones diplomáticas. Los grupos de mérito tendrán
una vigencia ligada a la de la Legislatura en que se confor-
maron y podrán, desde luego, ser establecidos nuevamente
para cada legislatura.

2. Por acuerdos de 6 de abril y 4 de mayo de 2010, emiti-
dos por la Junta de Coordinación Política de la Cámara de
Diputados, se crearon y modificaron, respectivamente, di-
versos grupos de amistad para la LXI Legislatura, entre
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ellos, el de México-Azerbaiyán, del cual se designó como
presidente al suscrito.

3. El 17 de febrero de 2011, se instaló formalmente el Gru-
po de Amistad México-Azerbaiyán, contando con la pre-
sencia como testigo de honor, del excelentísimo señor Ilgar
Mukhtarov, embajador de la República de Azerbaiyán en
México.

4. En el acta constitutiva del 17 de febrero de 2011, el Gru-
po de Amistad México-Azerbaiyán dejó sentado que en las
relaciones internacionales, el diálogo entre los diversos ac-
tores de los Estados democráticos nacionales fortalece la
cooperación entre las naciones; que el ejercicio pleno de la
diplomacia parlamentaria convoca a los representantes a
sostener un diálogo permanente y frecuente que constituya
un foro de interlocución privilegiado para el intercambio
de opiniones y propuestas que coadyuven al fortalecimien-
to de las relaciones internacionales; y que nuestro país pro-
cura salvaguardar los principios fundamentales de la con-
vivencia pacífica entre las naciones, como son la
autodeterminación de los pueblos, la no intervención, la so-
lución pacífica de controversias, la proscripción del uso de
la fuerza en la relaciones internacionales; la igualdad jurí-
dica de los Estados; la cooperación internacional para el
desarrollo y la lucha por la paz y la seguridad internacio-
nal.

5. Las actividades desarrolladas por el Grupo de Amistad
México-Azerbaiyán, parten de considerar que la coopera-
ción entre los Estados se ha convertido en una de las prin-
cipales necesidades de la sociedad internacional, ya que
permite buscar soluciones a problemas complejos que
atentan el desarrollo de las naciones; asimismo, que la po-
lítica exterior ya no es función exclusiva del Poder Ejecu-
tivo, pues los países han mostrado interés en extender el
manejo de las relaciones internacionales a los poderes le-
gislativos, haciendo posible el contacto entre legisladores
y/o parlamentarios de diversos Congresos y/o Parlamentos;
siendo precisamente los Grupos de Amistad y las Reunio-
nes Interparlamentarias, mecanismos de participación del
legislativo con el exterior. 

II. Consideraciones

1. A finales de 1987, comienza el denominado “periodo re-
ciente” del conflicto Armenia-Azerbaiyán, el cual se identi-
fica con los ataques por parte de los armenios a los azerbai-
yanos en Khankandí, también conocido como Stepanakert.

A ese evento siguió el ataque perpetrado el 22 de febrero
de 1988 en contra de azerbaiyanos que protestaban pacífi-
camente cerca del poblado de Asarán, en contra de la deci-
sión del Consejo Regional de la región autónoma de Na-
gorno-Karabaj (NKAO por su siglas en inglés), de
presentar una petición ante los Soviets Supremos de la Re-
pública Socialista Soviética de Azerbaiyán y la de Arme-
nia, para transferir la NKAO de Azerbaiyán y anexarla a
Armenia. En esa ocasión, perdieron la vida dos jóvenes
azerbaiyanos; y en días posteriores, veintiséis armenios y
azerbaiyanos murieron como resultado de disturbios en
Sumgait.

Entre 1988 y 1989, se suscitaron constantes ataques en los
que, por lo menos, 216 azerbaiyanos fueron asesinados y
mil 154 sufrieron graves heridas; asimismo se originó un
proceso de deportación masiva de aproximadamente 200
mil personas.

2. En septiembre de 1989, el liderazgo del Soviet Supremo
de la República Socialista Soviética de Azerbaiyán, aprobó
entre otras cosas, que la soberanía de ese república debía
abarcar el territorio por completo, incluyendo la región au-
tónoma de Najicheván y la región autónoma de Nagorno-
Karabaj; asimismo dispuso que las fronteras de Azerbaiyán
con otra Unión de Repúblicas sólo podían modificarse con
el consentimiento mutuo de las repúblicas interesadas. Por
su parte, el 1 de diciembre del mismo año, el Soviet Su-
premo de Armenia aprobó la resolución para la reunifica-
ción de Armenia y de Nagorno-Karabaj; decisión que fue
calificada de ilegal el 10 de enero de 1990 por el Presídium
del Soviet Supremo de la URSS, dado que se emitió sin el
consentimiento de la república de Azerbaiyán.

A fines de 1991 y principios de 1992, aprovechando la in-
estabilidad política ocasionada por la disolución de la
Unión Soviética, se intensificó el conflicto entre Armenia
y Azerbaiyán al pasar a una fase militar que inició con ope-
raciones combate por parte de fuerzas armenias en Nagor-
no-Karabaj (NKAO).

3. Durante la noche del 25 al 26 de febrero de 1992, tuvo
lugar una masacre sin precedentes por parte de fuerzas ar-
madas armenias contra la población de Azerbaiyán en Jod-
yali; en ella perecieron 613 azerbaiyanos, entre ellos 106
mujeres, 63 niños y 70 ancianos; 1,275 habitantes fueron
tomados como rehenes, mientras que el destino de 150 per-
sonas aún se desconoce. Además, 487 habitantes de Jodya-
li fueron mutilados, incluyendo 76 menores de edad. 26 ni-

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 6 de septiembre de 2011 / Anexo99



ños quedaron huérfanos y otros 130 perdieron al menos a
uno de sus padres. El ataque quedó plenamente documen-
tado por diversos organismos de la República de Azerbai-
yán, y numerosas fuentes independientes.

Después del genocidio, las fuerzas armenias ocuparon
Shushá (centro administrativo de Azerbaiyán); Kalbajar,
Aghdám, Fuzulí, Yabraíl, Gubadlí y Zangilán.

4. El 30 de abril y el 29 de julio de 1993, el Consejo de Se-
guridad de la Organización de las Naciones Unidas (ONU)
aprobó las Resoluciones números 822 y 853, a través de las
cuales:

a) Exigió la cesación inmediata de todas las hostilida-
des, con miras a establecer un cese al fuego duradero,
así como el retiro inmediato de todas las fuerzas en los
territorios de Kalbajar y Agdám, y otras localidades
ocupadas de Azerbaiyán;

b) Instó a las partes interesadas a reanudar las negocia-
ciones para la solución del conflicto, y abstenerse de
cualquier acto que obstaculizara el logro de una solu-
ción pacífica;

c) Pidió se permitiera el acceso libre del socorro huma-
nitario internacional en la región, a fin de aliviar los su-
frimientos de la población civil, reafirmando que todas
las partes tienen la obligación de acatar los principios y
normas del derecho humanitario internacional; y

d) Pidió al Secretario General que, en consulta, con el
Presidente en funciones de la Conferencia sobre la Se-
guridad y la Cooperación en Europa (CSCE) y el Presi-
dente del Grupo de Minsk de la Conferencia, evaluara la
situación en la región y presentara un nuevo informe al
Consejo. 

El 14 de octubre del mismo año, el Consejo de Seguridad
de la ONU aprobó la resolución número 874, mediante la
cual, entre otras cuestiones:

a) Hizo un llamamiento a las partes para hacer efectiva
y permanente la cesación del fuego;

b) Reiteró su pleno apoyo al proceso de paz pretendido
en el marco de la CSCE;

c) Pidió la aplicación inmediata de las medidas recípro-
cas y urgentes previstas por el Grupo de Minsk de la

CSCE, incluyendo el retiro de las fuerzas de los territo-
rios ocupados;

d) Pidió la pronta convocatoria de la Conferencia de
Minsk de la CSCE para lograr un arreglo negociado del
conflicto;

e) Pidió a todas las partes abstenerse de cometer cual-
quier violación del derecho humanitario internacional,
reiterando el llamamiento a permitir el acceso de los
servicios internacionales de socorro humanitario en las
zonas afectadas; y

f) Instó a todos los Estados de la región a abstenerse de
todo acto hostil y de cualquier injerencia o intervención
que pudiera llevar al agravamiento del conflicto, soca-
var la paz y la seguridad en la región.

El 11 de noviembre de 1993, a través de la Resolución nú-
mero 884, el Consejo de Seguridad de la ONU, entre otros
aspectos:

a) Condenó la violación al cese al fuego establecido en-
tre las partes, que tuvo como resultado la reanudación
de hostilidades y la ocupación de nuevos territorios de
la República de Azerbaiyán;

b) Instó al gobierno de Armenia a lograr que sus nacio-
nales establecidos en la región de Nagorno-Karabaj
acaten las resoluciones 822, 853 y 874 del Consejo de
Seguridad;

c) Exigió a las partes interesadas la inmediata cese de
hostilidades y el retiro unilateral de fuerzas armadas de
los territorios ocupados en Azerbaiyán;

d) Exhortó a las partes interesadas a reanudar y hacer
efectiva en forma permanente la cesación al fuego y a
continuar buscando un arreglo negociado del conflicto;

e) Exhortó nuevamente a los Estados de la región a abs-
tenerse de todo acto hostil y de cualquier injerencia o in-
tervención que pudiera llevar al agravamiento del con-
flicto, socavar la paz y la seguridad en la región; y

f) Pidió al secretario general y a los organismos interna-
cionales competentes, proporcionar asistencia humani-
taria urgente a la población civil afectada y ayudar a los
refugiados y personas desplazadas a retornar a sus ho-
gares sin peligro y con dignidad.
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Con esas resoluciones, el Consejo de Seguridad de la ONU
reafirmó los principios de respeto a la soberanía, integridad
territorial e inviolabilidad de las fronteras internacionales.

5. El conflicto armado en los territorios de la República de
Azerbaiyán, generó la ocupación ilegal de casi un quinto
del territorio de ese Estado y que al menos, una de cada
ocho personas se convirtieran en desplazados o refugiados.
20 mil personas fueron asesinadas, 50 mil más fueron heri-
das o quedaron inválidas, y se estima que aproximadamen-
te, 5 mil se encuentran desaparecidos.

Las áreas económicas del país quedaron gravemente afec-
tadas; fueron destruidos hospitales, casas, departamentos,
edificios de negocios, auditorios, escuelas, fábricas, siste-
mas de irrigación, puentes, carreteras, tuberías para abaste-
cimiento de agua y de gas, así como estaciones de sumi-
nistro. El daño infringido a la República de Azerbaiyán se
ha estimado en decenas de miles de millones de dólares.

6. Aunque el 12 de mayo de 1994, mediante acuerdo toma-
do en la cumbre de la CSCE en Budapest, se determinó el
cese al fuego, las fuerzas armenias han violado reiterada-
mente esa tregua, con mayor frecuencia a partir de 2003.

En la cumbre de Lisboa, llevada a cabo el 2 y 3 de diciem-
bre de 1996, la Presidencia Conjunta del Grupo de Minsk
de la CSCE, sugirió los principios que serían la base para
la resolución del conflicto; empero, no fueron admitidos
por la República de Armenia. Tales principios consisten en
el respeto a la integridad territorial de las Repúblicas de Ar-
menia y de Azerbaiyán; establecimiento de un estatus legal
de Nagorno-Karabaj (NKAO) basado en la autodetermina-
ción, que le confiera el más alto grado de auto-gobierno
dentro de Azerbaiyán; y seguridad garantizada para NKAO
y toda su población.

En 1997, se instituyó la figura de la Triple Presidencia
Conjunta de la CSCE; misma que el 1 de junio de ese año,
presentó un documento preliminar de acuerdo integral pa-
ra la resolución del conflicto, que implicaba el cese al fue-
go y un consenso sobre el estatus de NKAO. Armenia, re-
chazó definitivamente el enfoque propuesto. En septiembre
de ese mismo año, la Presidencia Conjunta presentó nuevas
propuestas que tampoco fueron admitidas por Armenia.

Desde el 2004, se iniciaron pláticas directas entre los mi-
nistros de Azerbaiyán y Armenia, que se han identificado
como el “Proceso de Praga”; sin embargo, a la fecha, las

partes no han podido lograr un avance sustancial que per-
mita la solución de conflicto. 

El problema de la resolución del conflicto es cotidiana-
mente abordado en las Cumbres de la CSCE, en donde se
enfatiza en la importancia de un diálogo de paz y los es-
fuerzos para lograr una solución basada en las normas y
principios del derecho internacional1.

III. Pronunciamiento

Por lo expuesto, se somete a la consideración de esta ho-
norable asamblea, proposición con los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. Se condenan la ocupación del territorio de la Re-
pública Azerbaiyana y las muertes, lesiones y vejaciones
causadas a pobladores de la República de Azerbaiyán, par-
ticularmente, las que tuvieron lugar en el denominado “Ge-
nocidio de Jodyalí”, así como las que se siguen verifican-
do a partir de la violación al pacto de cese al fuego
establecido entre las partes, con las cuales reanudaron las
hostilidades. 

Segundo. Se lamenta profundamente que el conflicto entre
las Repúblicas de Azerbaiyán y Armenia subsista, y que no
haya encontrado solución a través de los distintos mecanis-
mos puestos en marcha por los interesados y organismos
internacionales; por lo que se exhorta a los diversos acto-
res a fortalecer el diálogo para la solución del conflicto,
considerando a éste como el mecanismo adecuado para el
intercambio de opiniones y propuestas que coadyuven al
fortalecimiento de las relaciones internacionales; salva-
guardando en todo momento los principios fundamentales
de la convivencia pacífica entre las naciones, como son la
autodeterminación de los pueblos, la no intervención, la so-
lución pacífica de controversias, la proscripción del uso de
la fuerza en la relaciones internacionales; la igualdad jurí-
dica de los Estados; la cooperación internacional para el
desarrollo y la lucha por la paz y la seguridad internacio-
nal.

Tercero. Se exhorta al gobierno de la República de Arme-
nia acatar las resoluciones 822, 853, 874 y 884 emitidas el
30 de abril, 29 de julio, 14 de octubre y 11 de noviembre
de 1993, por el Consejo de Seguridad de la Organización
de las Naciones Unidas.
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Cuarto. Se exhorta a la República de Armenia a llevar a
cabo la inmediata cesación de las hostilidades y actos de
violencia en contra de civiles azerbaiyanos; el retiro inme-
diato de las fuerzas armadas en los territorios de la Repú-
blica de Azerbaiyán; y a las partes interesadas, a abstener-
se de todo acto hostil y de injerencia o intervención, que
pueda provocar una ampliación del conflicto y socavar la
paz y la seguridad en la región.

Quinto. Se exhorta al gobierno de México a destinar, en la
medida de lo posible, asistencia humanitaria a la población
civil afectada en la República de Azerbaiyán.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de septiembre de
2011.— Diputado Marcos Pérez Esquer (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Relaciones Exteriores, para
dictamen. 

INDUSTRIA DE CUERO-CALZADO-PROVEEDURIA-
COMERCIALIZACION

«Proposición con punto de acuerdo, para apoyar y preser-
var la industria nacional de cuero-calzado-proveeduría-co-
mercialización, a cargo de la diputada Norma Sánchez Ro-
mero y suscrita por integrantes del Grupo Parlamentario
del PAN

Los que suscriben, diputados del estado de Guanajuato del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional de la
LXI Legislatura de la honorable Cámara de Diputados, con
fundamento en lo establecido en la fracción II del artículo
71, de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, así como en los artículo 6, numeral 1, 77 , 78 y 79,
fracción segunda, del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos, sometemos a consideración del honorable Congreso
de la Unión, el siguiente punto de acuerdo para apoyar y
preservar la industria nacional de cuero-calzado-proveedu-
ria-comercializacion en México, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La industria del cuero-calzado-proveeduría-comercializa-
ción en México, es una de las más tradicionales del país
con más de 400 años de ejercer su actividad. Es un sector
productivo que ha sorteado las diferentes crisis económicas

y la política de apertura comercial internacional que se ha
establecido en México.

Esta cadena industrial ha estado trabajando intensamente
en impulsar la competitividad a través de programas como
su Centro de Innovación y Competitividad (Prospecta), que
ha sido un acelerador para el desarrollo de las empresas
guanajuatenses. Asimismo, con programas como Mexican
Shoes Quality, Prospectamoda, y el Centro de Valor Em-
presarial de México se están fortaleciendo las capacidades
del capital humano de esta industria.

Desde el 2009 los resultados del trabajo de los industriales
han sido muy buenos, a pesar de la crisis financiera inter-
nacional. Muestra de ello es que en 2010 lograron un in-
cremento del empleo en Guanajuato de 14 por ciento, au-
mento en las exportaciones con 24 por ciento en 2009 y 30
por ciento en 2010 y el incremento en la producción de 8
por ciento el año pasado, cuando el de la media nacional
fue de 5.5 por ciento.

El sector del calzado en México es vital para la economía
de Guanajuato, tanto por su importancia en la participación
del producto interno bruto (PIB) estatal de 16 por ciento,
como por el impacto que puede originar en otros sectores
de la economía, por su generación de divisas vía exporta-
ciones y por los más de 260 mil empleos directos e indi-
rectos que genera en nuestro estado.

En el año 2009 a nivel nacional se contabilizaban 11 mil
538 empresas que se dedican a la producción cuero-calza-
do-proveeduría, de las cuales 7 mil 981 se encuentran ubi-
cadas en Guanajuato donde se produce 70 por ciento de la
producción nacional de calzado; específicamente en los
municipios de León, San Francisco del Rincón y Purísima
del Rincón.

Sin embargo, hoy la industria del cuero-calzado-proveedu-
ría-comercialización en México se ve amenazada por las
documentadas prácticas de comercio desleal llevadas a ca-
bo por naciones como China.

El manejo de no mercado que lleva a cabo el gobierno chi-
no sobre su economía, ha provocado que México registre
un nivel de importaciones de China diez veces superior al
nivel de exportaciones de México hacia dicha nación asiá-
tica. Tan sólo en 2010 México exportó a China mercancías
por 4 mil 198 millones de dólares, pero las importó por 45
mil 607 millones de dólares. Lo anterior implicó que el dé-
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ficit comercial de México con China alcanzara 41 mil mi-
llones de dólares en ese año, en perjuicio de la planta pro-
ductiva y el empleo.

Hoy en día China exporta a México once veces el volumen
que México exporta a China, lo que muestra las asimetrías
de acceso existentes entre ambos mercados, y evidencia
que el terreno de competencia económica entre ambas na-
ciones no está parejo por las prácticas de no mercado lle-
vadas a cabo por el gobierno chino.

Actualmente la cadena cuero-calzado-proveeduría-comer-
cialización transita por una etapa sumamente difícil, debi-
do a diferentes factores y políticas. Aspectos como la des-
gravación arancelaria, medida unilateral impuesta desde el
2008; la subvaluación del calzado; y la terminación de las
medidas de transición contra China el 11 de diciembre de
este 2011, ocasionarán la pérdida de más de 700 empresas
y más de 35 mil empleos en los primeros meses del año
2012 si no se toman las medidas correctas por parte de las
autoridades correspondientes del gobierno federal.

A continuación se explica la problemática mencionada lí-
neas arriba:

Desgravación arancelaria unilateral

El 24 de diciembre de 2008, la Secretaría de Economía de-
terminó unilateralmente disminuir los aranceles aplicados
a las importaciones de productos manufacturados. Se esta-
blecieron diversos niveles de desgravación (alta, media y
baja) atendiendo a la sensibilidad de cada producto en las
fracciones arancelarias, y éstos niveles consideran diferen-
tes tasas arancelarias y plazos de desgravación que inician
en 2009 y terminan en 2013.

Esta desgravación afectó de manera desigual a la industria
del calzado, la Tabla 1 presenta los niveles de desgrava-
ción, los aranceles aplicables según el programa de desgra-
vación y el número de fracciones arancelarias incluidas en
cada nivel de protección, este esquema se encuentra ac-
tualmente vigente.

Así, de acuerdo al calendario de desgravación de 60 frac-
ciones arancelarias, impuesto por el gobierno mexicano pa-
ra el sector calzado (TIGIE- capítulo 64), en el año 2011
hay 7 fracciones arancelarias exentas del pago de arancel,
14 con arancel de 10 por ciento, 14 con arancel de 25 por
ciento, y 24 con un arancel de 30 por ciento. Para el año
2013 habrá 7 fracciones exentas, 14 con arancel de 10 por
ciento y 38 fracciones con arancel de 20 por ciento.

Esta estrategia de disminución unilateral de aranceles, en
práctica desde 2008, ya ha causado problemas a la planta
productiva nacional y el mercado interno.

En este contexto, la desgravación arancelaria ha ocasiona-
do el cierre de empresas, y no se ha traducido en una ven-
taja para los consumidores finales. Esto porque los precios
de importación con los que entra el calzado a nuestro país
no se traducen en menores precios para los consumidores
finales; sino en mayores márgenes de utilidades para los
comercializadores. Además de que esta práctica ocasiona
que los empleos se generen fuera de nuestro país.

Ante esta amenaza, el 4 de abril de 2011, la Cámara de la
Industria del Calzado del Estado de Guanajuato (CICEG)
hizo entrega a la Secretaría de Economía de la solicitud
formal para incrementar al nivel de 35 por ciento el aran-
cel de solamente 17 fracciones arancelarias del capítulo 64
de la tarifa de la Ley de los Impuestos Generales de Im-
portación y de Exportación. La tabla 2 muestra el resumen
de la solicitud realizada por la CICEG.

Cabe señalar que la anterior selección de fracciones a ser
revaloradas se desprende, en uno de sus criterios, del hecho
de que se busca que el máximo nivel arancelario se dé pa-
ra las fracciones de lo que más producimos en nuestro país,
como se ilustra en la tabla 3 que se presenta a continuación:
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La anterior tabla muestra que la CICEG está solicitando
que la tasa arancelaria de 35 por ciento, que es la más alta
permitida por la Organización Mundial de Comercio
(OMC), aplique a las 17 fracciones arancelarias que repre-
sentan el 58.59 por ciento de la producción nacional de cal-
zado. Con esta medida detendría una defensa de la indus-
tria que permitiría compensar los diferenciales que tiene
México por los mayores costos de la energía, mano de
obra, costo de la seguridad social, régimen tributario, entre
otros. 

La solicitud presentada por la CICEG a la Secretaría de
Economía incorporaba las conclusiones de estudios espe-
cializados realizados con el fin de conocer el impacto que
tendría un alza en los aranceles en las 17 fracciones aran-
celarias seleccionadas. En este sentido, el documento esta-
blece que: 

“La reducción arancelaria a las importaciones de calzado
traerá aparejada una reducción en la producción nacional
de estas mercancías, sin embargo no sólo impactará en es-
te sector sino que su efecto se multiplica en toda la econo-
mía a través de la demanda intermedia que genera la pro-
ducción de calzado.

En este documento demostramos que el sector calzado se
encuentra fuertemente integrado hacia atrás, lo que impli-
ca que una reducción en su producción impacta de manera
muy importante a la economía en su conjunto.

Específicamente encontramos que se encuentra en 25 por
ciento de los sectores económicos que tienen un mayor im-
pacto en términos de integración hacia atrás (demanda de
materias primas y auxiliares), como generador de empleo
directo e indirecto y como detonante del mercado interno.
Asimismo, que su integración hacia adelante es muy redu-
cida por lo que no es un sector proveedor de otros sectores,
por lo que una reducción en su precio no impacta en la pro-
ductividad de otros sectores.

De igual manera demostramos que es un sector que tiene
una baja integración hacia adelante, por lo que la supuesta

baja en el precio de las importaciones no mejora la compe-
titividad de ningún sector.

En estas condiciones debe ser considerado como un sector
prioritario para la economía.”

Cabe señalar que la legislación mexicana establece que es
facultad del Poder Ejecutivo establecer los aranceles a la
importación en el marco de los acuerdos de la OMC; pero
no obstante esto y no importando la solidez de los argu-
mentos que acompañaron a la solicitud de modificación
arancelaria presentada por CICEG, el 11 de julio la Direc-
ción del Secretariado Técnico de la Comisión de Comercio
Exterior de la Dirección General de Comercio Exterior de
la Secretaría de Economía dio respuesta negativa a la peti-
ción.

En función de todo lo anterior y dados los argumentos es-
grimidos, la CICEG sostuvo una reunión el día 18 de julio
con el doctor César Hernández Ochoa, director general de
Comercio Exterior para manifestarle su desacuerdo por el
sentido y los argumentos empleados en su resolución.

Los acuerdos a los que se llegó con el doctor Hernández
Ochoa en dicha reunión fueron en el sentido de que revisa-
rían nuevamente la solicitud. Se les manifestó que la inten-
sión de CICEG es llegar a una decisión basada en un aná-
lisis riguroso y cuyos efectos sean benéficos para el país en
su conjunto. Así, se han sentado las bases para una nueva
respuesta por parte de la Secretaría de Economía, la cual
hasta ahora no se ha recibido.

Subvaluación en aduanas

La industria sufre un grave problema por la subvaluación
del producto importado en las aduanas mexicanas. La sub-
valuación, además de dañar la industria nacional, implica
en la práctica una defraudación fiscal y un engaño al go-
bierno mexicano porque se pagan menos impuestos, dete-
riora a la industria con competencia desleal y afecta al con-
sumidor final porque en ocasiones se permite la entrada a
productos de baja calidad.

Para afrontar esta amenaza la CICEG realizó el estudio de
precios de insumos de calzado más completo que se haya
realizado para el sector, obteniendo cotizaciones de más de
100 empresas a nivel mundial.

El 30 de mayo la CICEG sostuvo reunión con la Dirección
General de Aduanas y se acordó que el primer paso en este
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Sistema de Precios de Alerta es uno en el que se fijan pre-
cios considerando 50 por ciento del costo del corte, más la
suela para 20 fracciones arancelarias. Así, se estableció el
compromiso de la Secretaría de Economia de ajustar los
precios según el comportamiento que brinde el monitoreo
mensual. Todo esto, dentro del marco de la prueba piloto
establecido y sujetándonos a este parámetro por el criterio
de no afectar más de 10 por ciento del volumen del comer-
cio.

Cabe señalar que si bien la CICEG no estuvo de acuerdo en
lo bajo que se establecieron los precios de alerta, se aceptó
si se trataba de un primer escalón para ir detectando los ca-
sos más flagrantes de subvaluación y siempre y cuando el
criterio fuera aumentando hasta llegar al valor real del cal-
zado.

El 2 de junio, el director general de Comercio Exterior en-
vió oficio a aduanas con la propuesta de precios de alerta
acordada. Sin embargo, a la fecha no se ha puesto en prác-
tica este sistema, y los industriales del calzado siguen en
espera de que la Administración General de Aduanas lo im-
plemente. Mientras tanto, se puede observar cómo se per-
mite que la importación ilegal de mercancías perjudique el
empleo y la planta productiva nacional.

Terminación del acuerdo México-China 

Actualmente existe un acuerdo México–China, el cual re-
cibió el nombre de Medidas de Transición. Este acuerdo
establece cuotas especiales impuestas por nuestro país al
calzado proveniente de China y éstas ascienden a 70 por
ciento. Estas cuotas están pactadas para llegar a su fin el 11
de diciembre del 2011. La CICEG considera que debe ins-
trumentarse alguna otra medida que les permita darle con-
tinuidad a la defensa de la industria en materia de comer-
cio internacional, para que de esa forma se puedan alcanzar
las metas que se han fijado en materia de competitividad.
De no ser así, y permitir la entrada de calzado chino sin al-
guna medida de remedio comercial para estos productos, se
ponen en riesgo miles de empleos a nivel nacional. 

Y es que China es un país que no se conduce bajo reglas de
mercado y ha sido acusado y sancionado en múltiples oca-
siones por parte de la OMC por violar las reglas de un co-
mercio internacional leal. En los últimos años la Organiza-
ción Mundial de Comercio (OMC) ha fallado en contra de
China por mantener devoluciones del Impuesto al Valor
Agregado en diversos sectores de actividad, por realizar
rebajas de impuestos injustas y subsidios, por violentar de-

rechos de propiedad intelectual, por brindar subsidios a la
exportación de marcas famosas, por establecer tarifas a la
exportación de materias primas, entre otros.

De esta manera, se vuelve fundamental para salvaguardar
el empleo y la producción el ponerle un freno a estas prác-
ticas de comercio desleal.

Para hacer frente a esta amenaza la CICEG está trabajando
en la preparación de los estudios requeridos para solicitar
legalmente a la Secretaría de Economía, a través de la Uni-
dad de Prácticas Comerciales Internacionales (UPCI), el
inicio de una investigación sobre prácticas desleales de co-
mercio internacional. Esto con el fin de que se consiga el
establecimiento de cuotas compensatorias definitivas a la
importación de calzado bajo esquema de dumping.

Cabe señalar que en la actualidad ya hay 32 fracciones
arancelarias de calzado provenientes de China que no
cuentan con medida de transición (un arancel de 0 por cien-
to), lo cual sumado a lo anteriormente expuesto, ha provo-
cado un incremento de 487.55 por ciento en el volumen de
pares y de 54.46 por ciento en el valor de las importacio-
nes de calzado chino en el periodo de 2008 a 2010, tal co-
mo puede apreciarse en la tabla 4. 
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Como puede verse en la tabla 4, inclusive en las fracciones
arancelarias que si cuentan con Medida de Transición se
aprecia incremento en el volumen de importaciones (de
13.53 por ciento en el valor total entre 2008 y 2010). Esto
se puede apreciar mejor en el detalle de la tabla 5.

Como puede apreciarse en dicha tabla, hay fracciones que
cuentan con medida de transición y muestra incrementos
importantes en la cantidad de pares importados en el perio-
do de 2008 a 2010. La evolución en los primeros seis me-
ses de 2011 confirma que el incremento en pares importa-
dos y en volumen de importación continúa creciendo de
forma cada vez más acelerada, lo que perjudica la planta
productiva y el empleo locales.

Año III, Primer Periodo, 6 de septiembre de 2011 / Anexo Diario de los Debates de la Cámara de Diputados106



En virtud de lo anterior la CICEG ha solicitado formal-
mente a la doctora Lorenza Martínez Trigueros, subsecre-
taria de Industria y Comercio de la Secretaría de Econo-
mía, que haya una nueva negociación con autoridades
chinas para la implementación de nuevas medidas de re-
medio comercial que estén vigentes hasta el año 2016 (da-
do que en dicho año China debe haber concluido su transi-
ción hacia una economía de mercado).

El daño que estos tres problemas pueden ocasionar sin du-
da representaría un retroceso en el nivel de desarrollo eco-
nómico municipal, que afectaría el empleo, la paz, las fi-
nanzas públicas del municipio y el estado, y la estabilidad
económica y social que hasta este momento se ha genera-
do en el estado de Guanajuato. 

Los diputados del estado de Guanajuato del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional de la LXI Legislatu-
ra de la honorable Cámara de Diputados, someten a su con-
sideración los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. Se exhorta a la Secretaría de Economía a que de
manera inmediata negocie con el gobierno de la República
Popular de China el establecimiento de medidas de reme-
dio comercial que brinden condiciones de legalidad y com-
petencia leal a los fabricantes mexicanos. Esto en virtud de
que China sigue incumpliendo los acuerdos establecidos
con la Organización Mundial de Comercio (OMC) para de-
jar de realizar prácticas desleales comerciales como los
subsidios y descuentos en el pago de impuestos. Con base
en esto, se propone que dichas medidas deberán tener una
vigencia hasta el año 2016, considerando que China tiene
ese mismo plazo para cumplir ante la OMC las condiciones
que permitan su operación como una  economía de merca-
do.

Hacemos un llamado urgente y respetuoso al titular del Po-
der Ejecutivo federal, licenciado Felipe Calderón Hinojo-
sa, a atender desde la competencia de sus atribuciones, la
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defensa de esta cadena industrial, ya que está en riesgo la
estabilidad económica y social del estado de Guanajuato, al
ser esta actividad un soporte fundamental para su desarro-
llo.

Segundo. Exhortamos a la Secretaría de Economía federal
a detener el proceso de desgravación arancelaria (iniciado
en 2008) al capítulo 64 de calzado y restablecer la tasa de
35 por ciento, específicamente a las 17 fracciones arance-
larias correspondientes al calzado que se produce en Méxi-
co, que representa el mayor porcentaje de producción y se
relaciona con el mayor número de empleos de esta cadena.
Esto derivado de que los compromisos de la agenda de tra-
bajo acordada entre la Secretaría de Economía y el sector
industrial para 2009, no se han cumplido y porque es fa-
cultad exclusiva del Poder Ejecutivo federal el estableci-
miento de las tasas arancelarias. 

Tercero. Exhortamos a la Secretaría de Economía a resta-
blecer, de manera urgente, el mecanismo de precios de re-
ferencia para evitar la subvaluación del calzado importado,
y la correspondiente implementación del programa de pe-
ritos para la revisión de las importaciones, principalmente
en las 8 aduanas mexicanas que concentran el mayor volu-
men de contenedores que ingresan a nuestro país.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de septiembre de 2011.— Di-
putados: Agundiz Pérez Laura Viviana, Arellano Rodríguez Rubén,
Arévalo Sosa Cecilia Soledad, Arriaga Rojas Justino Eugenio, Bermú-
dez Méndez José Erandi, De los Cobos Silva José Gerardo, Gallegos
Camarena Lucila del Carmen, Gutiérrez Ramírez Tomás, Lugo Martí-
nez Ruth Esperanza, Merino Loo Ramón, Oliva Ramírez Jaime, Quin-
tana Padilla Aránzazu, Reynoso Sánchez Alejandra Noemí, Rico Jimé-
nez Martín, Sánchez Romero Norma, Usabiaga Arroyo Javier
Bernardo, Vera Hernández J. Guadalupe, Zetina Soto Sixto Alfonso
(rúbricas).»

Se turna a la Comisión Economía, para dictamen. 
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